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El cambio necesario de un modelo basado en combustibles 
fósiles y altamente contaminantes hacia la generación y 
uso de la energía a partir de fuentes renovables debe 
articular una estrategia más amplia de transforma-
ción productiva y desarrollo económico con el ob-
jetivo de impulsar la movilidad social y reducir 
las desigualdades, sobre todo de los grupos 
más vulnerados. Si bien la transición ener-
gética en México puede ampliar las opor-
tunidades en términos socioeconómicos, 
también corre el riesgo de reproducir 
las desigualdades estructurales si no 
se considera el bienestar de la po-
blación en la toma de decisiones y 
distribución de los beneficios. Los 
análisis aquí presentados desde di-
ferentes enfoques aportan nuevos 
elementos para una discusión más 
informada en torno a los efectos 
potenciales, las implicaciones, los 
retos y las políticas para avanzar 
hacia una transición energética 
justa, que sea inclusiva, equitativa 
y sostenible.
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¿Qué es el CEEY?

¿Qué es la AFD?

El Centro de Estudios Espinosa Yglesias (ceey) es una asocia-
ción civil sin fines de lucro, apartidista, fundada en 2005 por 
la Dra. Amparo Espinosa Rugarcía y auspiciada por la Funda-
ción Espinosa Rugarcía (Fundación e%()).

Nuestra misión es generar investigación especializada 
para conformar directrices de políticas públicas y estrategias 
que orienten la acción de los sectores empresarial y social 
para impulsar la movilidad social en México.

La Agencia Francesa de Desarrollo (af,) contribuye a la 
aplicación de la política francesa en materia de desarrollo 
y solidaridad internacional. A través de sus actividades de 
financiamiento del sector público y de las -n., de formación 
sobre desarrollo sostenible (Campus af,), de concientización 
en Francia, así como de sus trabajos y publicaciones de inves-
tigación (Ediciones af,), la af, financia, apoya y acelera las 
transiciones hacia un mundo más justo y resiliente.

Junto con nuestros socios elaboramos soluciones soste-
nibles, en colaboración con las poblaciones destinatarias. 
Nuestros equipos participan en más de 2 700 proyectos lo-
cales en los territorios de Ultramar franceses y más de 115 
países, a favor de la acción climática, la biodiversidad, la paz, 
la igualdad de género, o bien la salud mundial. De este modo, 
en complementariedad con Proparco y Expertise France, la 
af, contribuye al compromiso de Francia y de los franceses 
para cumplir con los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Del 
lado de las poblaciones, por un mundo en común.
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9

Presentación

Para la Agencia Francesa de Desarrollo (af,), la transición 
energética constituye una prioridad central en la respuesta 
a los desafíos contemporáneos del desarrollo. Sin embargo, 
esta transformación no puede entenderse únicamente en tér-
minos de descarbonización o de cambio tecnológico. Desde 
hace varios años, la af, ha buscado integrar de manera más 
sistemática la dimensión social en su acción, a partir de una 
constatación sencilla: las políticas climáticas, las transforma-
ciones productivas y las trayectorias de crecimiento no son 
neutras desde el punto de vista distributivo. En este sentido, 
la reducción de las desigualdades y la lucha contra el cambio 
climático no son agendas paralelas, sino profundamente in-
terdependientes.

Por su parte, el Centro de Estudios Espinosa Yglesias (ceey) 
tiene como misión impulsar la movilidad social, lo cual re-
quiere construir sociedades que ofrezcan oportunidades para 
cualquier persona, independientemente de su origen y de 
sus características individuales. Desde su fundación en 2005,  
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el ceey ha llevado a cabo un estudio sistemático acerca de la  
movilidad social en México, a partir del levantamiento de  
la Encuesta e%() de Movilidad Social en México (e%()-e/-0$). 
El diagnóstico obtenido evidencia una baja movilidad social 
que se explica, en gran medida, por la alta desigualdad de 
oportunidades. De ahí que el ceey considere necesaria una 
transición energética que sea justa en el sentido de no consti-
tuirse en una que genere o potencie circunstancias, es decir, 
factores fuera del control de las personas, que limiten su po-
tencial y desarrollo.

Fue a partir de estas convicciones que, desde 2020, dis-
tintos programas de investigación, apoyados por la af, y el 
ceey, comenzaron a explorar las implicaciones distributivas 
de la transición energética en México. En un momento en el 
que la atención se centraba principalmente en sus dimen-
siones tecnológicas, financieras o ambientales, nos pareció 
necesario documentar mejor sus efectos potenciales sobre el 
empleo, los ingresos, el acceso a servicios y, en última instan-
cia, las oportunidades de las personas. Más aún, se trataba de 
entender en qué condiciones la transición podría contribuir 
a reducir las desigualdades en cuanto a oportunidad y resul-
tados —y no a reproducirlas o profundizarlas—, particular-
mente en contextos marcados por brechas socioeconómicas 
persistentes.

Con el tiempo, esta agenda se fue consolidando median-
te el apoyo a diversos estudios desarrollados en colaboración 
con instituciones académicas y centros de investigación. Cua-
tro de ellos constituyen el núcleo del presente libro. En junio 
de 2025, la organización de un taller junto con el Tecnológi-
co de Monterrey permitió no solo presentar los principales 
resultados de estas investigaciones, sino también someterlos 
a discusión y enriquecerlos con nuevas perspectivas. El inte-
rés suscitado por estos intercambios confirmó la pertinencia 
de profundizar la reflexión y de darle una mayor difusión. 
De ahí surgió este volumen, que además incorpora dos ca-
pítulos basados en otras contribuciones presentadas en ese 
encuentro.
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Más allá de los resultados específicos de cada estudio, este 
libro refleja un esfuerzo por avanzar hacia una comprensión 
más integral de la transición energética, que articule sus di-
mensiones económicas, sociales y territoriales. También bus-
ca alimentar un debate que sigue en construcción y aportar 
elementos útiles tanto para la investigación como para la ac-
ción pública.

Este trabajo no constituye un punto de llegada, sino una 
etapa en un proceso más amplio. La af, y el ceey continua-
rán apoyando la generación de conocimiento, el diálogo en-
tre actores y la identificación de instrumentos que orienten 
la transición energética hacia trayectorias más inclusivas y 
de movilidad social ascendente. En un contexto de transfor-
maciones aceleradas y de crecientes tensiones distributivas, 
seguir profundizando en estas cuestiones resulta indispen-
sable. Este libro aspira, así, a plantear nuevas preguntas y 
a acompañar futuras colaboraciones e iniciativas que con-
tribuyan a hacer de la transición energética un verdadero 
vector de reducción de las desigualdades e impulsor de la 
movilidad social.

Anda David y Roberto Vélez Grajales
Editores
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Introducción

Este libro es el resultado de diversos proyectos de investi-
gación conjuntos y de discusiones que tuvieron lugar entre 
2023 y 2026, y aspira a convertirse en un punto de partida 
para la conceptualización de la dimensión de justicia en la 
transición energética y de las condiciones para su implemen-
tación. Si bien hay una extensa literatura acerca de quiénes 
son más vulnerables frente al cambio climático y sus con-
secuencias, así como de las implicaciones de la transición 
energética, desde el punto de vista económico y tecnológico, 
constatamos que aún queda un largo camino por recorrer 
cuando se trata de definir y precisar en qué consiste la di-
mensión «justa» de dicha transición, cómo diseñarla y cómo 
convertirla en un verdadero instrumento para impulsar la 
movilidad social y reducir las desigualdades.

Los compromisos climáticos asumidos previamente, la 
necesidad de garantizar la seguridad energética y las cre-
cientes presiones fiscales asociadas a un modelo intensivo 
en carbono configuran un escenario en el que la transición 
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energética deja de ser una opción y se convierte en una nece-
sidad estratégica. Al mismo tiempo, las recientes iniciativas 
de política industrial y de desarrollo —como el Plan México— 
sugieren la existencia de una ventana de oportunidad para 
articular la transición energética con una agenda más amplia 
de transformación productiva y desarrollo económico. Sin 
embargo, aprovechar dicha ventana requiere reconocer que 
las transformaciones energéticas no ocurren en el vacío, sino 
que se insertan en estructuras sociales profundamente des-
iguales que condicionan el acceso de las personas a recursos, 
infraestructura y oportunidades.

No obstante, esa ventana no permanecerá abierta indefi-
nidamente. El riesgo de que no haya una transición energé-
tica —o de que sea tardía y desordenada— es elevado: pérdi-
da de competitividad, mayor exposición a choques externos, 
activos varados, deterioro ambiental y crecientes tensiones 
sociales. Sin embargo, también lo es el de una transición 
mal diseñada, que reproduzca, o incluso profundice, des-
igualdades preexistentes. Lejos de ser meros procesos tec-
nológicos, las transiciones energéticas comparten profun-
das similitudes con los cambios estructurales del pasado, 
como la Revolución Industrial. En ambos casos, se trata de 
hechos que reconfiguran de manera sustantiva la estructura 
productiva, los mercados laborales, los flujos de inversión 
y los patrones de consumo. Estas transformaciones gene-
ran inevitablemente ganadores y perdedores, redistribuyen 
las rentas y alteran las relaciones de poder económico. La 
transición energética implica, en última instancia, una re-
definición de los medios de producción, de las formas de 
propiedad y de los mecanismos de acumulación. En México, 
donde el origen socioeconómico continúa determinando de 
manera considerable las trayectorias de vida, estos procesos 
pueden reforzar brechas estructurales, o bien, por el contra-
rio, contribuir a la ampliación de capacidades y a una mayor 
igualdad de oportunidades.

Desde esa perspectiva, la transición energética no solo 
modificará la matriz productiva, sino también el acceso efec-
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tivo de los hogares a servicios energéticos confiables y asequi-
bles, lo cual constituye un habilitador central del bienestar y 
la movilidad social. El acceso a energía de calidad amplía el 
espacio de opciones para las personas —educativas, laborales 
y de cuidados, entre otras— y, por tanto, su libertad efectiva 
para elegir y proyectar su desarrollo. Una transición energé-
tica que ignore estas dimensiones corre el riesgo de consoli-
dar las desigualdades territoriales, limitar la participación de 
comunidades históricamente excluidas y restringir la posibi-
lidad de lograr un proceso socialmente sostenible.

Pensar la transición energética únicamente en términos 
de reducción de emisiones o despliegue de nuevas tecnolo-
gías conduce a una comprensión parcial —y potencialmente 
engañosa— del proceso en curso. Como ocurrió con transfor-
maciones anteriores, los beneficios de la transición energé-
tica no se distribuyen automáticamente ni de manera equi-
tativa; por el contrario, sin marcos regulatorios, políticas 
públicas e instrumentos redistributivos adecuados, hay una 
alta probabilidad de que los beneficios se concentren en los 
actores que ya cuentan con el capital, las capacidades técni-
cas y el poder de influencia, mientras que los costos recaen 
de forma desproporcionada sobre los grupos más vulnerados. 
Eso no solo afectaría el bienestar inmediato de los hogares, 
sino que también limitaría sus oportunidades efectivas, con 
lo cual se cerraría aún más el espacio de movilidad social.

Esa dimensión es particularmente crítica en sociedades 
altamente desiguales, como la mexicana. Según el Informe de 
movilidad social en México 2025 (Monroy-Gómez-Franco y Vélez 
Grajales, 2025), publicado por el Centro de Estudios Espinosa 
Yglesias (ceey), la persistencia intergeneracional de la pobre-
za alcanza el 731%, y al menos la mitad de la desigualdad de 
ingresos se explica por la desigualdad de oportunidades de-
rivada de circunstancias sobre las cuales las personas no tie-
nen control. En este contexto, la transición energética puede 
ampliar o restringir las capacidades de millones de hogares, 
con efectos directos en sus oportunidades y, por ende, en su 
movilidad social.
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Por lo anterior, la transición energética no puede conce-
birse únicamente como una política ambiental o sectorial. 
Constituye, ante todo, una oportunidad —y un riesgo— de 
reajuste económico y social; esto es, una posibilidad para 
redefinir patrones de crecimiento, diversificar la estructu-
ra productiva y ampliar el acceso a activos y oportunidades. 
Pero también está el riesgo real de reforzar las estructuras de 
exclusión si las dinámicas de la transición replican los sesgos 
del modelo de desarrollo.

De ahí que reconocemos la urgencia de preguntar acerca 
de las implicaciones distributivas de la transición energética 
y de qué significa que esta sea justa. La justicia no puede re-
ducirse a un principio normativo abstracto ni a un eslogan 
políticamente consensual. Debe traducirse en criterios ana-
líticos claros que permitan evaluar cómo se distribuyen los 
costos, beneficios y oportunidades asociados a la transición, 
así como identificar las vulnerabilidades que esta puede ge-
nerar o exacerbar. Una transición energética justa es aquella 
que expande las libertades efectivas de las personas, reduce 
las desigualdades estructurales y amplía el conjunto de op-
ciones disponibles para definir un proyecto de vida.

En la política pública en México, la dimensión de justicia 
de la transición energética se ha articulado en el discurso 
principalmente en torno al concepto de justicia energética, 
con un énfasis particular en la reducción de la pobreza ener-
gética y la ampliación del acceso a servicios modernos, me-
diante esquemas de generación distribuida. Este enfoque ha 
permitido visibilizar las desigualdades históricas en cuanto 
al acceso a la energía y ha impulsado iniciativas relevantes 
en materia de generación distribuida, electrificación y efi-
ciencia energética local. Además, ha abierto la puerta para 
vincular el acceso a la energía con la igualdad de oportunida-
des, al reconocer que la energía no solo satisface necesidades 
básicas, sino que habilita otras dimensiones del bienestar.

Los dos primeros capítulos de este libro se inscriben en 
esa discusión y analizan en detalle el potencial de la tran-
sición energética como instrumento de justicia distributiva.  
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A partir de la evidencia empírica, se examina en qué medida 
tales esquemas pueden contribuir a reducir las desigualdades 
estructurales, mejorar el bienestar de los hogares y ampliar 
las oportunidades de movilidad social. Al mismo tiempo, se 
ponen de relieve las condiciones —institucionales, regulato-
rias y financieras— bajo las cuales la generación distribuida 
puede efectivamente cumplir esta función, con lo que se evi-
tan enfoques excesivamente optimistas o acríticos.

No obstante, limitar el análisis de la justicia de la tran-
sición energética al acceso a la energía es insuficiente. Las 
transformaciones profundas que implica van mucho más 
allá del sistema energético en sentido estricto. Al alterar la 
estructura productiva, los mercados laborales y las cadenas 
de valor, la transición puede generar nuevas vulnerabilidades 
socioeconómicas, afectar de manera diferenciada a ciertos 
sectores, territorios y grupos sociales, además de producir 
tensiones distributivas que no siempre son visibles en los en-
foques centrados exclusivamente en la pobreza energética. 
Si no se gestionan adecuadamente, estas tensiones pueden 
tener efectos en la movilidad social intergeneracional.

Por esta razón, los siguientes capítulos del libro amplían 
el foco del análisis. Por un lado, el tercer capítulo examina de 
manera detallada las vulnerabilidades socioeconómicas aso-
ciadas a las trayectorias hacia las emisiones netas cero e iden-
tifica a los grupos y territorios más expuestos a los riesgos de 
ajuste. Por otro lado, el capítulo cuarto se centra específica-
mente en el sector eléctrico y analiza los posibles impactos 
de la transición en términos de empleo y desigualdad; en es-
pecífico, muestra cómo los efectos laborales pueden reforzar 
o mitigar las desigualdades preexistentes, según las políticas 
adoptadas.

Un elemento transversal que emerge con fuerza en los 
procesos contemporáneos de transformación es la asimetría 
en los mecanismos de financiamiento. Mientras que el ámbi-
to tecnológico de la transición energética —la infraestructu-
ra renovable, las redes y el almacenamiento— tiende a atraer 
financiamiento privado debido a la claridad de los retornos 
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financieros, la dimensión social y distributiva conlleva ma-
yores dificultades para movilizar recursos. Así, la justicia de 
la transición aparece como un objetivo deseable, pero insufi-
cientemente financiado.

Por su parte, el quinto capítulo aborda directamente esa 
cuestión, al analizar los desafíos asociados al financiamiento 
de una transición energética justa en México. A partir del 
examen de diversos instrumentos fiscales, subsidios, meca-
nismos de redistribución y espacio fiscal, se identifican las 
principales barreras que limitan la integración efectiva de 
la justicia distributiva en la agenda de esta transformación, 
así como las posibles vías para superarlas. En tanto, el últi-
mo capítulo hace una serie de recomendaciones de política 
pública orientadas a integrar, de manera coherente, los obje-
tivos energéticos, climáticos y distributivos. Lejos de ofrecer 
soluciones simplistas, estas propuestas destacan los inevita-
bles trade-offs y las decisiones políticas que implica cualquier 
proceso de transición.

En última instancia, el presente libro parte de la premisa 
de que la transición energética no es únicamente un desafío 
técnico, es además un proceso profundamente político y so-
cial. En México, su legitimidad y sostenibilidad dependerán 
de nuestra capacidad para contribuir no solo a la descarbo-
nización de la economía, sino también a la reducción de las 
desigualdades que históricamente han limitado el desarrollo 
y la cohesión social.

Este libro dialoga con una literatura amplia y creciente 
en torno a la transición energética justa en México, que ha 
contribuido de manera decisiva a situar la justicia social, la 
soberanía energética y la sustentabilidad ambiental en el cen-
tro del debate. En particular, la obra colectiva Transición ener-
gética justa y sustentable. Contexto y estrategias para México, coor-
dinada por Luca Ferrari, Omar Masera y Alejandra Straffon, 
en 2023, constituye una referencia central en la discusión 
actual, al ofrecer un diagnóstico exhaustivo del sistema ener-
gético mexicano, de sus límites biofísicos y de las estrategias 
necesarias para avanzar hacia un modelo más justo y susten-
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table. Sin embargo, mientras este corpus pone el acento en la 
transformación del sistema energético como tal, el presente 
volumen propone un desplazamiento analítico complemen-
tario: cuestionar, de manera explícita, cómo la transición 
energética interactúa con las desigualdades estructurales en 
México —en el mercado laboral, en la distribución del in-
greso, en la estructura productiva y en las oportunidades de 
movilidad social— y bajo qué condiciones puede convertirse 
en un vector de reducción, y no de reproducción, de dichas 
desigualdades.

Anda David y Roberto Vélez Grajales
e,$2-(e%
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Introducción
El sistema energético mundial atraviesa cambios significati-
vos orientados a reducir la generación de energía a partir de 
combustibles fósiles e incrementar el uso de energías reno-
vables, como la eólica y la solar. De acuerdo con la Agencia 
Internacional de la Energía ($ea, por sus siglas en inglés, In-
ternational Energy Agency), se espera que la generación con 
fuentes renovables sea cercana al 20 % en 2030, frente al 13 % 
registrado en 2023 ($ea, 2024). Si bien esto tiene el poten-
cial de reducir la contaminación derivada de la producción 
con combustibles fósiles (Hollingsworth y Rudik, 2019) y au-
mentar el acceso a la energía entre comunidades marginadas 
históricamente (Sovacool y Drupady, 2016), es fundamental 
comprender las disparidades en el acceso a la energía en los 
países de ingresos bajos y medios, especialmente en el con-
texto de las desigualdades estructurales que estos enfrentan. 
De igual forma, las mejoras en el acceso a la energía en el 
marco de la transición energética podrían contribuir a recon-
figurar las desigualdades en el futuro.
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Este capítulo tiene dos objetivos: el primero es ayudar a 
comprender la relación entre las desigualdades estructurales, 
la movilidad social y la transición energética justa, con un 
énfasis particular en México; el segundo es establecer crite-
rios para identificar y seleccionar los proyectos de transición 
energética con base en las perspectivas de movilidad social, 
en el marco de la economía social y solidaria. En consecuen-
cia, el capítulo combina un análisis conceptual y empírico 
acerca de la pobreza y la justicia energéticas junto con una 
propuesta de criterios prácticos para orientar la selección  
de proyectos que no solo reduzcan emisiones, sino que tam-
bién amplíen la movilidad social.

México presenta altos niveles de desigualdad y bajas ta-
sas de movilidad social (Vélez-Grajales et al., 2018). Al mismo 
tiempo, de acuerdo con algunos estudios, los hogares con 
menos ingresos enfrentan importantes barreras para acce-
der a fuentes de energía; en específico, experimentan dificul-
tades debido a la falta de acceso o asequibilidad de la ener-
gía (Soriano-Hernández et al., 2022) y a la pobreza energética 
(García-Ochoa y Graizbord, 2016b; De Buen et al., 2022). Por 
ello, comprender el papel de la transición energética en 
la reducción o el aumento de estas disparidades permitirá 
aportar evidencia para las políticas que buscan desarrollar 
proyectos de energía renovable en comunidades histórica-
mente marginadas. Es importante señalar que la transición 
energética pretende reestructurar, de manera más amplia, 
los sistemas de producción y propiedad de la energía, y que 
la justicia energética es solo uno de sus componentes. Sin 
embargo, este suele ser uno de los ejes principales en las dis-
cusiones acerca de la transición energética en México (Presi-
dencia de la República, 2025), sobre todo cuando se vincula 
con la igualdad de oportunidades y la posibilidad de romper 
la transmisión intergeneracional de la pobreza.

Transición energética, capacidades y movilidad social
La relación entre el acceso a la energía y la movilidad social 
puede entenderse, de manera clara, a partir del enfoque de 
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funcionamientos y capacidades, que ofrece un marco para 
analizar de qué manera la transición energética podría in-
cidir en las desigualdades estructurales. La idea central del 
enfoque (Sen, 2000) es que el bienestar de las personas deriva 
de su libertad efectiva, la cual se logra mediante la amplia-
ción de su espacio de opciones de elección efectiva. En este 
sentido, mientras mayor sea el conjunto de funcionamientos 
que las personas pueden combinar, sus capacidades serán su-
periores y, por tanto, tendrán más libertad para elegir lo que 
desean ser y hacer en sus vidas. Cuando Sen (1980) se pregun-
ta «¿igualdad de qué?», se refiere precisamente a las capaci-
dades. Si se alcanzara tal igualdad, independientemente del 
nivel absoluto de capacidades, las personas contarían con la 
misma diversidad de opciones para elegir.

Si hay igualdad en las capacidades básicas, cabe esperar 
que las diferencias entre los logros de las personas estén de-
terminadas, en mayor medida, por las diferencias en el esfuer-
zo. En otras palabras, los logros individuales se verían menos 
influidos por el estatus socioeconómico o el lugar de origen 
de las personas. Una sociedad con igualdad de capacidades 
básicas se aproximaría a una con igualdad de oportunida- 
des para todas y todos. Una de las implicaciones de lo ante-
rior es la existencia de mayores tasas de movilidad social: en 
un contexto de igualdad de oportunidades, el esfuerzo —mas 
no las circunstancias fuera del control de las personas— de-
terminaría sus logros. Por lo tanto, en la medida en que el 
acceso a los servicios públicos —como la salud y la energía— 
reduce las desigualdades en las capacidades, aumenta la mo-
vilidad social.

El acceso a la energía constituye un elemento decisivo 
dentro del proceso. Al ampliar el conjunto de funcionamien-
tos que las personas pueden desplegar, expande sus capaci-
dades y contribuye a reducir las restricciones que afectan de 
manera desproporcionada a ciertos grupos. Cuando dicho ac-
ceso se extiende a toda la población, el espacio de oportuni-
dades se amplía para todas las personas y, en mayor medida, 
para quienes enfrentaban limitaciones previas, lo cual gene-
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ra un aumento de la movilidad social. Además del acceso bá-
sico, la disponibilidad y la confiabilidad del servicio energé-
tico también cumplen una función importante. En conjunto, 
estos mecanismos sugieren que la transición energética pue-
de incrementar las capacidades, igualar las oportunidades y 
aumentar la movilidad social.

El uso de la energía es un determinante central del espa-
cio de elección de las personas y, por tanto, influye de mane-
ra directa en el bienestar económico de los hogares. Factores 
como el gasto en combustibles, el acceso a calefacción o aire 
acondicionado y la posibilidad de realizar las actividades co-
tidianas —estudiar, trabajar o llevar a cabo labores domés-
ticas— dependen de dicho uso y afectan tanto al bienestar 
de los hogares como a su movilidad social (Day et al., 2016). 
La falta de acceso a estos beneficios constituye una forma de 
privación energética. Se considera que las viviendas que no 
pueden satisfacer sus necesidades energéticas por sus con-
diciones socioeconómicas actuales enfrentan «pobreza ener-
gética» —o pobreza de combustible—. Esta suele medirse 
en función del ingreso del hogar; por ejemplo, en el Reino 
Unido se clasifica como «pobre en combustible» a una casa 
con ingresos por debajo del promedio y costos de energía 
por encima del promedio. Sin embargo, el ingreso no siem-
pre es la única barrera ni necesariamente el factor principal, 
por lo que distintos enfoques han incorporado dimensiones 
adicionales con respecto al uso y acceso a la energía para 
identificar cuándo un hogar puede considerarse en pobreza 
energética.

En ese contexto, la literatura en torno a la justicia ener-
gética ofrece un marco normativo para evaluar estas des-
igualdades. Sovacool y Dworkin (2015) la definen como las 
circunstancias en las que «un sistema energético distribuye 
de manera justa tanto los beneficios como los costos de los 
servicios energéticos y proporciona una toma de decisiones 
imparcial» (traducción propia). Los autores identifican di-
versos principios que caracterizan a un sistema energético 
justo: disponibilidad, asequibilidad, debido proceso, buena 
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gobernanza, sostenibilidad, equidad intrageneracional, equi-
dad intergeneracional y responsabilidad. Esta definición, que 
ofrece una visión más amplia de los elementos necesarios 
para alcanzar la justicia energética, se vincula directamente 
con la literatura acerca de la movilidad social, dado que un 
sistema energético justo puede expandir las capacidades de 
las personas y, con ello, favorecer un cambio en su condición 
socioeconómica.

Un componente adicional es la justicia de proceso o pro-
cedimiento, entendida como la igualdad en la participación 
en los procesos de toma de decisiones. En el ámbito energéti-
co, este principio implica que las personas pueden intervenir 
en el diseño, la implementación y la evaluación de las políti-
cas, para así garantizar que las decisiones reflejen de manera 
equitativa los intereses de las comunidades afectadas.

La discusión acerca de la justicia energética en los paí-
ses de ingresos bajos y medios es especialmente relevante, 
ya que muchos de ellos enfrentan limitaciones tanto en el 
acceso a recursos energéticos de alta calidad como en la ase-
quibilidad del servicio. En México, diversos estudios señalan 
que los hogares pueden ser clasificados en pobreza energé-
tica debido a las barreras de accesibilidad o por el costo del 
uso de combustibles y servicios modernos de energía (Soria-
no-Hernández et al., 2022). Ello permite analizar qué factores 
explican la pobreza energética y cómo esta puede afectar la 
movilidad social.

Por su parte, García-Ochoa y Graizbord (2016a) identifi-
can múltiples dimensiones vinculadas con la pobreza ener-
gética en México; entre ellas: el acceso a agua caliente, los 
servicios de cocción y refrigeración, la iluminación, la ven-
tilación y el entretenimiento. Medir la pobreza energética a 
partir de la disponibilidad de estos servicios facilita entender 
la interacción entre las condiciones económicas de los hoga-
res, la provisión de servicios públicos y la privación energé-
tica. Sin embargo, la falta de estos no es el único mecanismo 
mediante el cual los hogares pueden experimentar desventa-
jas energéticas.

INTERIORES Transición energética.indd   25INTERIORES Transición energética.indd   25 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



26

HERNÁNDEZ | LÓPEZ | PINEDA | RAMOS | VÉLEZ

La confiabilidad del suministro constituye otro compo-
nente crítico, particularmente en países de ingresos bajos 
y medios. La disponibilidad intermitente de energía puede 
afectar de manera significativa el bienestar de los hogares de-
bido a su impacto en el uso efectivo de la electricidad (Fowlie 
y Meeks, 2021), la eficiencia energética (Berkouwer y Dean, 
2022), la asignación del trabajo dentro del hogar (Pakhtigian 
et al., 2024) y los resultados en el ámbito de la salud (Ber-
kouwer y Dean, 2023). Estos factores pueden influir, a su vez, 
en las oportunidades económicas y en la movilidad social.

Indicadores de pobreza energética 
e inequidades energéticas actuales en México
Comprender las condiciones de acceso a los servicios energéti-
cos es fundamental para reconocer la función de la privación 
energética en la reproducción de inequidades socioeconómi-
cas. Esta sección ofrece un panorama de las desigualdades en 
este ámbito en México, con base en datos públicos de encues-
tas en hogares, para analizar su distribución en la estructura 
de ingreso e identificar cuáles tienen mayor probabilidad de 
enfrentar pobreza energética y qué dimensiones son esencia-
les para medir las disparidades en el acceso a la energía.

En el caso mexicano, la medición oficial de pobreza, de-
sarrollada por el Consejo Nacional de Evaluación de la Políti-
ca de Desarrollo Social (c-ne0a3), ofrece una primera aproxi-
mación tanto a la pobreza energética como a su relación con 
la desigualdad. Al tratarse de una valoración multidimensio-
nal, incorpora el bienestar económico y el cumplimiento de 
los derechos sociales. En este cálculo, el acceso a los servicios 
básicos es un componente estrechamente vinculado con el 
acceso y el consumo de energía. Se considera que una per-
sona está privada en esta dimensión si habita una vivienda 
que presenta al menos una de las siguientes condiciones:  
1) el agua se obtiene de un pozo, río, lago, arroyo o pipa, o bien 
se acarrea desde otra vivienda o desde una llave pública, aun 
cuando tenga conexión entubada; 2) el hogar carece de drena-
je o su desagüe desemboca en un río, mar, barranca o grieta;  
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3) la vivienda no cuenta con electricidad; 4) el hogar utiliza 
leña o carbón sin chimenea para cocinar (c-ne0a3, 2019).

Como se observa en la Figura 1, con base en los datos 
de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares 
(en$.4), en 2022, el 17.8 % de la población habitaba viviendas 
con al menos una carencia de servicios básicos: el 11.3 % utili-
zaba leña o carbón sin chimenea para cocinar; el 7.1 % carecía 
de acceso a agua; el 4.9 % no disponía de drenaje, y apenas el 
0.3 % vivía sin electricidad (Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía [$ne.$], 2023). La muy baja proporción de hogares 
sin conexión eléctrica sugiere que buena parte de la pobreza 
energética, descrita anteriormente, está asociada principal-
mente con problemas de asequibilidad y de confiabilidad del 
servicio, mas no con la falta de acceso formal a la red. 

Figura 1. Porcentaje de la población en pobreza energética 
por falta de acceso a servicios en la vivienda.

Fuente: elaboración propia con datos de la ENIGH (INEGI, 2023), siguiendo la me-
todología de medición multidimensional de la pobreza del CONEVAL (2019).
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Al ordenar esta información por quintiles de ingreso co-
rriente total per cápita (véase la Figura 2), se observa que el 
42.1 % de la población con menor ingreso carece de servicios 
básicos en la vivienda, lo que representa más del doble del 
promedio nacional. En contraste, solo el 3.7 % de la población 
del quintil más alto de ingreso enfrenta esta carencia.

Tomando en cuenta lo anterior, la Figura 3 muestra que 
el gasto del quintil de ingreso más alto es 3.2 veces mayor 
en agua y 2.3 veces mayor en energía respecto al más bajo 
(véase la Figura 3, panel a), lo cual es un patrón consistente 
con los resultados obtenidos por Borenstein et al. (2022) para 
Estados Unidos de América. Sin embargo, los hogares con 
menos ingresos destinan una proporción mucho mayor a es-
tos servicios: el quintil más bajo asigna el 16 % de su ingreso 
total al pago de energía y combustibles, mientras que el más 
alto destina el 6.2 % (véase la Figura 3, panel b).

Figura 2. Distribución del indicador de falta de acceso a 
servicios básicos de la vivienda, 2022.

Nota: el quintil 1 tiene el tamaño del hogar promedio de 4.4 miembros; el quintil 
2, de 4.2; el quintil 3, de 4; el quintil 4, de 3.7, y el quintil 5, de 3.1.
Fuente: elaboración propia con datos de la ENIGH (INEGI, 2023), siguiendo la me-
todología de medición multidimensional de la pobreza del CONEVAL (2019).
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Figura 3. Ámbitos de gasto en agua y energía a lo largo de la 
distribución de ingresos.

Panel a. Gasto promedio en agua y energía dividido por quintil de 
ingreso relativo al valor del primer quintil en 2022.

Panel b. Gasto promedio en agua y energía como porcentaje del 
ingreso total dividido por quintil de ingreso en 2022.

Fuente: elaboración propia con datos de la ENIGH (INEGI, 2023), con base en la 
metodología de medición multidimensional de la pobreza del CONEVAL (2019).
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Economía social y solidaria 
y sector energético
El marco de la economía social y solidaria (e%%) permite ana-
lizar la función de las cooperativas de energía en la reduc-
ción de las disparidades y en la promoción de la movilidad 
social. La e%% es un concepto que integra dos enfoques alter-
nativos al modelo económico dominante: la economía social 
y la economía solidaria. La primera reconoce las «reglas del 
juego» del sistema capitalista y sus instituciones, pero busca 
incorporar, de manera significativa, a empresas centradas en 
las personas dentro del entramado económico (Utting, 2015). 
La segunda aspira a transformaciones sociales y sistémicas 
profundas, al cuestionar las estructuras existentes y abordar 
las desigualdades de raíz (Red Intercontinental de Promoción 
de la Economía Social Solidaria [($5e%%], 2015; Utting, 2015). 
Este enfoque prioriza el empoderamiento de las mujeres y 
de otros grupos marginados, al tiempo que enfatiza la lu-
cha contra la pobreza y por la inclusión social (($5e%%, 2015). 
En síntesis, la e%% pretende recuperar el control social de la 
economía y privilegiar objetivos sociales y ambientales por 
encima de la maximización de las ganancias (Utting, 2015).

Aunado a lo anterior, la e%% incluye una amplia diversi-
dad de organizaciones y empresas —cooperativas, organiza-
ciones no gubernamentales, asociaciones de trabajadores de 
la economía informal y esquemas de intercambio vinculados 
a la economía colaborativa (Utting, 2015)—. Una caracterís-
tica central es la participación activa de las personas en la 
configuración de las esferas económica, social, cultural, po-
lítica y ambiental. La autogestión y la propiedad colectiva 
en el ámbito laboral y comunitario son elementos clave (($-
5e%%, 2015). Cada vez con mayor frecuencia, la e%% se asocia 
con formas de actividad económica en las que productores, 
trabajadores, consumidores y ciudadanía actúan de manera 
colectiva y solidaria (Utting, 2015). Asimismo, subraya la im-
portancia de una relación armoniosa entre seres humanos y 
naturaleza, al promover la preservación de los ecosistemas y 
su uso sostenible (($5e%%, 2015). En el contexto de las transi-
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ciones energéticas, ello se traduce en mayor inclusión y en 
procesos democráticos para el diseño y la implementación 
de políticas; por ejemplo, incorpora a grupos marginados en 
la toma de decisiones y promueve esquemas alternativos de 
gobernanza y organización económica en la producción de 
energía (Sareen et al., 2023).

Aunque la e%% y las cooperativas poseen un alto potencial 
para contribuir a un desarrollo sostenible, inclusivo y basa-
do en derechos, este no está garantizado. Su materialización 
depende de múltiples factores: los entornos institucionales, 
las relaciones entre organizaciones de la e%% y los actores ex-
ternos, las compensaciones entre los objetivos en la compe-
tencia y las dinámicas internas de las organizaciones (Utting, 
2015). La evidencia sobre proyectos de energía renovable de 
propiedad social indica que la calidad de las relaciones entre 
los distintos actores influye de manera decisiva en su éxito 
(Cherry et al., 2023).

En México, la promulgación de la Ley de la Economía 
Social y Solidaria, en mayo de 2012, reconoció al sector so-
cial —ejidos, comunidades, cooperativas y organizaciones 
afines— como un actor clave para el desarrollo económico y 
social del país. Esta ley institucionalizó y promovió al sector 
al establecer las bases jurídicas y los mecanismos necesarios 
para impulsar actividades económicas en ese ámbito. Asimis-
mo, dio origen al Instituto Nacional de la Economía Social, 
organismo descentralizado de la Secretaría de Bienestar y en-
cargado de diseñar e implementar políticas públicas orien-
tadas a fortalecer dicho sector (Cámara de Diputados del H. 
Congreso de la Unión, 2012).

Economía social y solidaria 
y cooperativas de energía
En consonancia con los principios de la e%%, las cooperativas 
y los proyectos comunitarios ofrecen un modelo alternativo 
para la generación y distribución de energía. A diferencia de 
las grandes empresas —a menudo multinacionales—, estas 
iniciativas se organizan de manera democrática, operan con 
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autonomía y les otorgan a sus miembros la libertad de inte-
grarse o salir. La distribución de beneficios es independiente 
de las aportaciones de capital y las interacciones económicas 
se rigen por principios de equidad, cooperación, reciproci-
dad y apoyo mutuo (Morandeira-Arca et al., 2024). Las coope-
rativas también tienden a empoderar a sus integrantes para 
participar activamente en la toma de decisiones sobre pro-
yectos, lineamientos y orientaciones futuras. Además de ser 
propietarias de instalaciones de generación de energía reno-
vable y de suministrar energía a sus miembros y a terceros, 
suelen aprovechar esta atribución para fomentar prácticas 
de ahorro energético (Coenen et al., 2017).

Las cooperativas y las iniciativas comunitarias de energía 
renovable se han vinculado con resultados como el empo-
deramiento comunitario, la generación de capital social, la 
democracia y la justicia energéticas (Bielig et al., 2022). Se 
argumenta que contribuyen a crear y difundir capital social 
(Saz-Gil et al., 2021) y a construir una base para impulsar nue-
vas políticas energéticas que faciliten la transformación del 
sector (Fairchild y Weinrub, 2017). Estos mecanismos ofrecen 
explicaciones plausibles para las correlaciones observadas, 
aunque aún se requiere evidencia más robusta, en particular 
mediante métodos cuantitativos, diseños experimentales y 
estudios longitudinales (Bielig et al., 2022). Además, la ma-
yor parte de la evidencia disponible proviene de países de 
altos ingresos debido, en parte, a la escasa implementación 
de proyectos de energía renovable de propiedad social en el 
sur global (Cherry et al., 2023).

Las cooperativas pueden vender toda la energía que ge-
neran a agentes externos, o bien operar como prosumido-
ras, es decir, combinar su consumo y producción. El término 
prosumidor, introducido a finales de la década de 1970, ha 
cobrado relevancia en el sector energético con la expansión 
de la energía renovable distribuida y su mayor asequibilidad 
(Parra-Dominguez et al., 2023). Diversos autores sostienen 
que una transición energética sostenible requiere de una 
participación más activa de las partes que sean, simultánea-
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mente, productores y autoconsumidores (Brown et al., 2020). 
En una definición más amplia, los prosumidores de energía 
producen y autoconsumen energía renovable, con potencial 
para participar en los mercados energéticos (Campos y Ma-
rín-González, 2020). Aunque las personas, los hogares y las 
empresas pueden considerarse prosumidores, este capítulo 
se centra en proyectos comunitarios o comunitariamente or-
ganizados y, en particular, cooperativas.

Los proyectos comunitarios de prosumidores han crecido 
de forma notable en años recientes, especialmente en Europa 
septentrional (Brown et al., 2020). Se les atribuye un papel re-
levante en la transición energética, al considerar que pueden 
orientar el sistema hacia un modelo más descentralizado, de-
mocrático, inclusivo, justo y sostenible y, al mismo tiempo, 
contribuir a reducir la pobreza energética y las disparidades 
en el acceso (Campos y Marín-González, 2020). Ello se debe, 
en parte, a que se espera que impulsen una mayor adopción 
de sistemas de energía distribuida, con generación local que 
reduce emisiones de gases de efecto invernadero y produce 
valor en el ámbito territorial (Brown et al., 2020).

Los prosumidores tienen el potencial de pasar de ser con-
sumidores pasivos a proveedores activos de energía; ellos 
complementan o incluso compiten con las empresas de ser-
vicios públicos tradicionales (Parag y Sovacool, 2016). Según 
los modelos comunitarios, los grupos locales, como los ba-
rrios o las colonias, podrían gestionar de forma colectiva sus 
necesidades energéticas, especialmente en ciudades con tec-
nologías como los hogares inteligentes. En principio, estos 
mercados energéticos localizados les permitirían a las comu-
nidades cubrir sus demandas de energía y generar ingresos 
en su beneficio. Al incentivar la participación de los usuarios 
finales mediante iniciativas de base local, los mercados de 
prosumidores podrían promover la independencia energéti-
ca y una gestión más sostenible (Parag y Sovacool, 2016). Sin 
embargo, no existe evidencia documentada de que estas coo-
perativas obtengan, de manera sistemática, beneficios mone-
tarios por la venta de excedentes de energía.
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Cooperativas de energía, asequibilidad 
y acceso a energía confiable
Las cooperativas de energía tienen el potencial de mejorar el 
acceso a servicios confiables, especialmente en regiones ru-
rales y desatendidas. Su naturaleza comunitaria y su orienta-
ción a las necesidades de los miembros les permiten abordar 
retos locales específicos con mayor eficacia que los modelos 
tradicionales. Este enfoque contribuye a superar barreras 
como la insuficiencia de inversiones y la limitada provisión 
de servicios por parte de las empresas de servicios públicos, 
en particular en zonas remotas, donde la expansión de la red 
eléctrica no siempre es viable. Al fomentar la propiedad y 
el control locales, las cooperativas pueden asegurar que los 
sistemas energéticos respondan a las necesidades de las co-
munidades, promover el uso productivo de la energía y con-
tribuir al crecimiento económico y a la reducción de la po-
breza (International Labour Office [$3-], 2013; Madriz-Vargas 
et al., 2018). Ello podría traducirse en una mayor igualdad de 
oportunidades y, a la larga, en un aumento de la movilidad 
social, aunque esta relación aún no se ha analizado sistemá-
ticamente.

La evidencia empírica muestra que las cooperativas son 
particularmente eficaces para proporcionar energía asequi-
ble y confiable. Estas ayudan a mitigar las barreras sociales 
y a promover la aceptación e integración de las tecnologías 
de energías renovables, al tiempo que fortalecen las capa-
cidades locales de mantenimiento e impulsan la educación 
de los usuarios en torno al uso productivo de la energía (Ma-
driz-Vargas et al., 2018). Además, los prosumidores descen-
tralizados desempeñan un papel clave en la mejora de la 
flexibilidad del sistema: al ajustar el momento de su produc-
ción y consumo de electricidad e invertir en soluciones de 
almacenamiento —como baterías o sistemas de calefacción 
flexibles—, contribuyen a equilibrar la oferta y la demanda 
energéticas en el ámbito local (Kubli et al., 2018). Esta capa-
cidad de movilizar a las comunidades y adaptar soluciones a 
las necesidades locales ha sido exitosa en diversos contextos, 
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mediante el apoyo a pequeños negocios, sectores agrícolas y 
hogares en el desarrollo de actividades generadoras de ingre-
sos ($3-, 2013; Madriz-Vargas et al., 2018).

Al aprovechar las tecnologías de energías renovables  
—en particular la solar—, las cooperativas pueden reducir 
los impactos del cambio climático y, al mismo tiempo, abor-
dar la inseguridad energética en comunidades vulnerables 
(Golumbeanu et al., 2023). Una de las aplicaciones clave en 
estos contextos son los sistemas de enfriamiento, fundamen-
tales para preservar alimentos, reducir mermas y mantener 
la productividad en climas cálidos (Khosla et al., 2021; Go-
lumbeanu et al., 2023). La refrigeración alimentada con ener-
gía solar es crucial en sectores como la agricultura y la salud, 
ya que asegura el almacenamiento adecuado de alimentos y 
el funcionamiento de servicios críticos. Además, la infraes-
tructura de enfriamiento contribuye a proteger a los hogares 
frente a episodios de calor extremo y a sostener las econo-
mías locales, lo que permite una productividad continua du-
rante las olas de calor (Khosla et al., 2021).

La integración de soluciones de enfriamiento basadas en 
energías renovables en las cooperativas puede generar un 
círculo virtuoso de beneficios ambientales y económicos. El 
enfriamiento eficiente —por ejemplo, el almacenamiento en 
frío mediante energía solar— reduce de manera significativa 
el desperdicio de alimentos, toda vez que sostiene cadenas 
de frío para productos perecederos, como frutas, verduras, 
lácteos y pescados; esto fortalece la seguridad alimentaria y 
aumenta los ingresos de los productores rurales (Khosla et al., 
2021; Golumbeanu et al., 2023). El acceso a la infraestructu-
ra de enfriamiento adecuada es especialmente relevante en 
sectores como la agricultura y la pesca, en los que mantener 
la calidad del producto es esencial para sostener activida-
des económicas en regiones expuestas a altas temperaturas 
que amenazan la seguridad alimentaria y los medios de vida 
(Khosla et al., 2021).

Adicionalmente, los beneficios socioeconómicos de los 
modelos energéticos cooperativos van más allá de la provi-
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sión de electricidad o de la adaptación al cambio climático. 
Al garantizar un acceso confiable a la electricidad, las coo-
perativas pueden estimular la creación de empleos locales 
y apoyar la formación de microempresas, que son elemen-
tos clave para promover el crecimiento económico en zo-
nas rurales. La evidencia para el sur global sugiere que la 
electrificación puede conducir a aumentos en el empleo de 
alrededor del 25 %, con beneficios aún mayores para las mu-
jeres (Jimenez, 2017). Además, el acceso a la energía puede 
mejorar de forma significativa la productividad agrícola me-
diante tecnologías eléctricas —como los sistemas de riego—, 
lo que contribuye al aumento de ingresos y a la reducción 
de la pobreza (Golumbeanu et al., 2023; Madriz-Vargas et al., 
2018). Al mismo tiempo, el modelo cooperativo, con frecuen-
cia basado en energías renovables, se alinea con otros ob-
jetivos de sostenibilidad ambiental, fortalece la resiliencia 
de las comunidades rurales y respalda la transición hacia la 
energía limpia ($3-, 2013; Madriz-Vargas et al., 2018). Hasta 
donde sabemos, no existe evidencia de cómo estos modelos 
cooperativos afectan la economía local en las comunidades 
mexicanas. A medida que se expandan, será necesario gene-
rar investigación específica acerca de sus impactos potencia-
les, particularmente en México.

No obstante, estos beneficios potenciales coexisten con 
limitaciones estructurales y operativas relevantes. Pese a 
su potencial, las cooperativas de energía enfrentan desafíos 
importantes. Los elevados costos iniciales de las tecnologías  
—como paneles solares y sistemas de almacenamiento— 
suelen exceder la capacidad de inversión de los miembros. 
La volatilidad de los precios de la energía y los cambios en las 
políticas de subsidios añaden incertidumbre financiera (Mo-
rris y Jungjohann, 2016; Schleicher-Tappeser, 2012). La inte-
gración de sistemas descentralizados de las redes nacionales 
plantea, además, retos técnicos considerables: la sincroniza-
ción, la estabilidad de la red y el cumplimiento regulatorio 
requieren costosas actualizaciones de infraestructura, como 
redes inteligentes y sistemas avanzados de medición. Sin una 

INTERIORES Transición energética.indd   36INTERIORES Transición energética.indd   36 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



37

TRANSICIÓN ENERGÉTICA JUSTA, DESIGUALDADES ESTRUCTURALES Y MOVILIDAD SOCIAL

capacidad de almacenamiento adecuada, la gestión de la in-
termitencia de las fuentes renovables también se vuelve pro-
blemática (Kubli et al., 2018; Hewitt et al., 2019).

Aunado a lo anterior, la gobernanza efectiva constituye 
otro elemento fundamental. Diversos análisis acerca de los 
modelos de energía comunitaria señalan que las personas 
con mayor capital social, cultural o económico tienen más 
probabilidades de participar en las decisiones de gobernanza, 
lo que puede profundizar las desigualdades socioeconómicas 
y espaciales. La distribución de los beneficios derivados de la 
creación de valor depende, en gran medida, de los arreglos 
institucionales y de los modelos de negocio específicos de 
cada cooperativa (Brown et al., 2020). Además, la estructura 
actual de los mercados energéticos tiende a favorecer a los 
grandes proveedores, lo que limita las oportunidades para 
productores de pequeña escala y retrasa el desarrollo de me-
canismos de comercio de energía entre pares. Estas restric-
ciones estructurales y de mercado reducen todavía más el 
potencial transformador de las cooperativas de energía (Len-
non et al., 2019).

Aunque la literatura ofrece un análisis sustantivo de las 
cooperativas de energía en los países del norte, principalmen-
te en Europa, se ha prestado menos atención a su potencial 
para mejorar la accesibilidad, la confiabilidad y la asequibili-
dad de la electricidad en el sur global. Por ejemplo, Cherry et 
al. (2023) analizan diversos estudios de caso para identificar 
factores que hacen viables los proyectos de energías renova-
bles de propiedad social en la región, pero no evalúan sus 
impactos con respecto a la accesibilidad, la confiabilidad o la 
asequibilidad ni exploran su relación con la reducción de las 
desigualdades locales o la promoción de la movilidad social. 
Estas lagunas subrayan la necesidad de investigar más para 
evaluar cómo las cooperativas pueden contribuir a enfrentar 
los problemas energéticos persistentes en las regiones desa-
tendidas.
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Marco para la transición energética 
considerando la economía social y solidaria 
y las desigualdades estructurales
La generación de energía renovable ha aumentado de mane-
ra sostenida en las últimas décadas y representó casi el 30 % 
de la generación eléctrica mundial en 2024 (International 
Renewable Energy Agency, 2024). Se prevé que esta partici-
pación continúe al alza. La transición hacia fuentes renova-
bles puede mejorar el acceso a energía asequible, segura y 
confiable en zonas que históricamente han contado con un 
suministro limitado. Además, la expansión de la generación 
distribuida puede crear oportunidades laborales en los terri-
torios donde se desarrollan proyectos (Hernandez-Cortes y 
Mathes, 2025), ampliar el acceso a la energía en países de 
ingresos bajos y medios (Fowlie y Meeks, 2021) y reducir los 
precios mayoristas de la electricidad (Maciejowska, 2020), 
con efectos económicos positivos en el largo plazo.

Sin embargo, las inequidades en la participación en el 
diseño de las políticas que orientan la transición energética 
exigen estructuras alternativas de gobernanza y organiza-
ción económica que garanticen un acceso equitativo a los 
servicios energéticos. Entre estas alternativas se encuentran 
las cooperativas de energía y otros proyectos impulsados des-
de las comunidades, que les permiten a sus integrantes ac-
ceder a servicios energéticos ausentes en sus territorios. Los 
sistemas de energía solar de pequeña escala para uso local, 
por ejemplo, pueden mejorar la confiabilidad del suministro 
en zonas con infraestructura deficiente o en áreas remotas 
sin conexión a la red (Sharma et al., 2020). Dado el alto costo 
de instalación de estos sistemas, las cooperativas agrupan re-
cursos comunitarios para facilitar su adopción. Aunque no es 
un resultado garantizado, esto incrementa la confiabilidad y 
la asequibilidad del servicio, al tiempo que amplía el acceso 
a servicios energéticos útiles para los hogares. Como se seña-
ló en la primera parte de este capítulo, el acceso a servicios 
energéticos habilita las capacidades, reduce las desigualda-
des y aumenta la movilidad social.

INTERIORES Transición energética.indd   38INTERIORES Transición energética.indd   38 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



39

TRANSICIÓN ENERGÉTICA JUSTA, DESIGUALDADES ESTRUCTURALES Y MOVILIDAD SOCIAL

La Figura 4 resume estos mecanismos: una transición 
energética justa —impulsada por cooperativas de energía— 
facilita el desarrollo de sistemas limpios, confiables y ase-
quibles. Esto, a su vez, mejora el acceso a los servicios ener-
géticos y permite que los hogares desarrollen capacidades y, 
en un entorno de igualdad de oportunidades, aumenten su 
movilidad social. Este marco permite comprender los meca-
nismos subyacentes a la transición energética y su potencial 
para ampliar el acceso a servicios que habilitan capacidades 
y, en última instancia, favorecen la movilidad social.

Figura 4. Marco conceptual de acceso a la energía 
en el contexto de las transiciones energéticas.

Fuente: elaboración propia.
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Criterios para identificar, seleccionar y priorizar 
proyectos que apoyen la transición energética
Dado el potencial de una transición energética justa para im-
pulsar la movilidad social mediante cooperativas de energía 
que promuevan servicios equitativos, asequibles y confiables, 
es esencial evaluar ex ante la posible efectividad de los proyec-
tos energéticos comunitarios. Esta sección propone criterios 
para identificar y seleccionar proyectos que prioricen a las 
poblaciones con menor potencial de movilidad social, en lí-
nea con el principio de «no perdedores» en la transición ener-
gética justa; la Figura 5 sintetiza dichos criterios. Conviene 
señalar que estos se enfocan en los posibles impactos para 
las personas que integran una comunidad. La evaluación ex 
post también es relevante y podría apoyarse en herramientas 
de la literatura de evaluación de políticas públicas.

Figura 5. Criterios para identificar, seleccionar y priorizar 
proyectos para la transición energética justa.

Fuente: elaboración propia.

Agregar la pobreza energética 
como otro componente 

de la vulnerabilidad económica

Identificar áreas con 
dotaciones energéticas 

(potencial solar y eólico)

Identificar áreas con infraestructura 
básica existente para desarrollar 

proyectos energéticos

Identificar las condiciones de acción 
colectiva y la estructura dentro de las 
comunidades que permiten la acción 

colectiva mediante la participación social

1
Identificar 

vulnerabilidades 
existentes

2
Identificar áreas 

con potencial 
energético

3
Identificar áreas con 
capacidad energética 

existente

4
Identificar 

condiciones de acción 
colectiva

INTERIORES Transición energética.indd   40INTERIORES Transición energética.indd   40 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



41

TRANSICIÓN ENERGÉTICA JUSTA, DESIGUALDADES ESTRUCTURALES Y MOVILIDAD SOCIAL

Como indica la Figura 5, en primer lugar, se analizan las 
inequidades o vulnerabilidades energéticas en las comunida-
des donde podrían desarrollarse los proyectos. Ello permite 
identificar los principales retos y seleccionar iniciativas ca-
paces de mejorar el acceso a la energía. Entre estos retos se 
encuentran la privación energética y la falta de acceso a ser-
vicios energéticos básicos, indicadores que permiten aproxi-
mar el número potencial de beneficiarios.

En segundo lugar, deben considerarse los factores geo-
gráficos que condicionan la viabilidad y efectividad de los 
proyectos. Dada la función central de las condiciones locales 
en el éxito de la generación de energías renovables, la eva-
luación técnica del potencial eólico o solar a escala comuni-
taria es fundamental para diseñar proyectos confiables. En 
tercera instancia, es necesario examinar la infraestructura 
material actual, con el fin de identificar las inversiones com-
plementarias requeridas —por ejemplo, líneas de transmi-
sión energética o equipamiento adicional— para garantizar 
la implementación adecuada de los proyectos.

Por último, la identificación de la infraestructura social, 
incluidas las condiciones de acción colectiva y las estructuras 
de gobernanza, es crucial para asegurar la pertinencia co-
munitaria de los proyectos y posibilitar una transición ener-
gética justa. La evaluación ex ante basada en estos criterios 
permite estimar el potencial de movilidad social asociado a 
distintos proyectos e identificar cuáles tienen mayor proba-
bilidad de reducir las desigualdades.

Conclusiones
La evolución del panorama energético en México plantea, al 
mismo tiempo, un desafío y una oportunidad: sin una aten-
ción deliberada a la justicia distributiva y a la movilidad so-
cial, la transición energética podría reforzar las desigualdades 
actuales. Aunque solo una fracción pequeña de los hogares 
carece de acceso a la red eléctrica, persisten brechas signifi-
cativas de asequibilidad y confiabilidad, particularmente en-
tre los hogares con menos ingresos, que destinan una mayor 
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proporción a la energía y enfrentan interrupciones frecuen-
tes en el servicio. Estas condiciones restringen capacidades 
básicas como la educación, la salud y el trabajo productivo, 
con lo cual las brechas de desigualdad de oportunidades se 
amplían y el espacio de movilidad social se reduce. En con-
secuencia, una transición energética exitosa debe evaluarse 
no solo por sus resultados ambientales, sino también por su 
capacidad para ampliar oportunidades y reducir desigualda-
des estructurales.

Para avanzar en esa dirección, hay varias áreas de política 
pública que requieren atención. El desarrollo de proyectos de 
energías renovables descentralizados y de propiedad comuni-
taria —en especial en energía solar, eólica e hidroeléctrica a 
pequeña escala— contribuiría a reducir los costos de la ener-
gía, mejorar la resiliencia y retener valor en el ámbito local. 
El apoyo a estas iniciativas debería incluir incentivos focali-
zados, como subsidios al capital inicial y acceso asequible al 
crédito, particularmente para cooperativas y hogares de bajos 
ingresos, de modo que los beneficios de la transición no se 
concentren en quienes tienen más capacidad de inversión.

También se requiere una mejor coordinación intersec-
torial. Establecer mecanismos de planeación conjunta entre 
las autoridades de energía, desarrollo social y finanzas, junto 
con gobiernos locales y organizaciones de la sociedad civil, 
alinearía la política energética con objetivos de desarrollo 
más amplios. Asimismo, incorporar metas de movilidad so-
cial en el diseño, implementar proyectos, compartir las res-
ponsabilidades de financiamiento y asegurar la participación 
ciudadana son pasos clave en esta dirección. Finalmente, la 
combinación del apoyo público con la inversión comunita-
ria y privada, mediante esquemas de financiamiento mixto, 
aumentaría la escala de los proyectos y, al mismo tiempo, 
garantizaría la propiedad local.

No obstante, es importante reconocer que la acción co-
lectiva y la participación social son elementos clave para el 
éxito de los proyectos energéticos impulsados por la comu-
nidad, pero no están garantizados. En diversas regiones de 
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México, el aumento de la violencia, la inseguridad y la mi-
gración forzada está socavando el tejido social de las comu-
nidades, debilitando la confianza y desarticulando las redes 
necesarias para la colaboración. Estas dinámicas pueden ero-
sionar las bases en las cuales descansa el modelo de la e%% y 
dificultar la movilización comunitaria y la sostenibilidad de 
la gobernanza participativa. Por ello, los criterios propuestos 
para identificar y priorizar los proyectos hacia una transición 
energética justa deben también considerar los riesgos asocia-
dos a estos factores externos. Incluso los planes mejor dise-
ñados pueden fracasar en el logro de resultados inclusivos y 
sostenibles si no abordan estos desafíos. En consecuencia, el 
diseño de políticas de transición energética y de instrumen-
tos de apoyo a la e%% debe incorporar explícitamente estas 
restricciones contextuales, si se pretende que la transición 
contribuya de manera efectiva a la reducción de las desigual-
dades y al impulso de la movilidad social, para cumplir con 
el objetivo central planteado en este capítulo: que la transi-
ción energética funcione como un vector de ampliación de 
capacidades y de igualdad de oportunidades y no como un 
mecanismo más de reproducción de las brechas existentes.
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1

Introducción
México se encuentra ante una coyuntura histórica decisiva, 
atrapado en una tensión estructural que definirá su trayec-
toria económica y social durante las próximas décadas. Por 
un lado, la nación enfrenta el imperativo global de acelerar 
su transición energética. No se trata únicamente de cumplir 
con las contribuciones determinadas en el ámbito nacional o 
de alinearse con el Acuerdo de París, sino de modernizar una 
matriz productiva que debe descarbonizarse para mantener 
su relevancia en los mercados internacionales. Por otro lado, 
el país tiene la responsabilidad ineludible de asegurar que 
este proceso de cambio tecnológico no exacerbe las brechas 
de desigualdad existentes, sino que sea justo, equitativo y ca-
paz de responder a una demanda industrial sin precedentes.

El fenómeno del nearshoring —entendido como la relo-
calización estratégica de las cadenas de suministro globa-

1. Agradecemos al doctor Roberto Durán Fernández por la administración gene-
ral del proyecto y por sus comentarios a los borradores de este texto.

Subsidios, justicia distributiva 
y la oportunidad del nearshoring 
en México1

INTERIORES Transición energética.indd   51INTERIORES Transición energética.indd   51 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



52

FUENTES | VITTORIO | GALÁN | GARCÍA

les hacia territorios geográficamente próximos al mercado 
de consumo final— ha colocado a México en una posición 
geopolítica envidiable. La reconfiguración del comercio mun-
dial pospandemia y las tensiones comerciales entre grandes 
potencias lo han convertido en el destino natural para la 
inversión extranjera directa que busca acceder al mercado 
norteamericano. Entre 2021 y 2024, esta tendencia dejó de 
ser una promesa abstracta para convertirse en una realidad 
tangible de concreto y acero, particularmente en las regiones 
del norte del país.

Nuevo León, epicentro industrial del norte de México, 
ilustra la magnitud de esta oportunidad y, al mismo tiempo, 
la seriedad del desafío. En este breve periodo, la entidad ha 
captado anuncios de inversión que rondan los 68 000 millo-
nes de dólares, materializados en 287 nuevos proyectos pro-
ductivos (Bloomberg en Español, 2024). Sin embargo, esta ola 
de capital se estrella contra una barrera física y operativa: la 
infraestructura eléctrica. La «fábrica de América del Norte» 
no puede operar sin energía fiable, robusta y disponible de 
inmediato.

La capacidad actual del sistema eléctrico nacional en-
frenta limitaciones críticas que amenazan con estrangular 
este potencial de crecimiento. En estudios recientes se ad-
vierte que el sistema actual, centralizado y presionado finan-
cieramente, no posee la agilidad necesaria para garantizar el 
suministro que la nueva industria demanda con la velocidad 
requerida (Payán et al., 2024). Los episodios de estrés en la 
red, caracterizados por alertas críticas y márgenes de reser-
va operativos peligrosamente bajos, son síntomas de una in-
fraestructura que opera al límite de sus capacidades.

Ante dicho escenario de escasez y urgencia, la respuesta 
convencional de política pública ha tendido hacia las solu-
ciones de gran escala: la planificación de nuevas centrales de 
ciclo combinado o grandes parques solares, acompañada del 
reforzamiento de las líneas de transmisión de alta tensión. Si 
bien estas inversiones son indispensables para la estabilidad 
de largo plazo del sistema eléctrico nacional, adolecen de un 
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defecto fatal en la coyuntura actual: sus tiempos de madura-
ción. El ciclo de vida de un megaproyecto energético —des-
de la ingeniería conceptual, el licenciamiento ambiental y 
social, hasta la construcción y puesta en marcha— rara vez 
dura menos de cinco años. El nearshoring, por el contrario, 
exige respuestas inmediatas.

Este capítulo propone una vía alternativa, pragmática y 
de alto impacto social, diseñada para actuar como un puente 
estratégico entre la urgencia del presente y la planificación 
del futuro. La propuesta central consiste en aprovechar la 
madurez tecnológica y la modularidad de la generación dis-
tribuida solar para transformar un problema fiscal crónico 
en una solución energética estructural.

Actualmente, el Estado mexicano destina una cantidad 
exorbitante de recursos públicos a subsidiar el consumo eléc-
trico residencial. En 2024, estos subsidios representaron una 
carga fiscal superior a los 81 000 millones de pesos (Gobierno 
de México, 2023). Estos recursos se ejercen conforme a una 
lógica de «gasto corriente»; esto es, se transfieren para reducir 
artificialmente el precio del kilowatt-hora (kWh) en el recibo 
de luz y se evaporan en el mismo momento del consumo, sin 
generar valor residual. Nuestra tesis sugiere un cambio de pa-
radigma: rediseñar estos recursos hacia la inversión producti-
va. La propuesta es audaz, pero fiscalmente neutra: convertir 
el flujo de efectivo destinado a subsidios tarifarios futuros en 
un fondo de capital para financiar la instalación masiva de 
paneles solares en los techos de los hogares mexicanos.

Al aplicar este modelo en Nuevo León, como caso de estu-
dio y prueba de concepto, demostramos que es posible libe-
rar capacidad en la red eléctrica para alimentar a la industria 
y, simultáneamente, dotar a los hogares de ingresos medios 
y bajos de un activo energético duradero. A diferencia de los 
esquemas tradicionales, que simplemente incrementan el 
gasto público, aquí sugerimos una reasignación eficiente del 
presupuesto existente. Mediante una ingeniería financiera 
que denominamos transcreación de los mecanismos fiscales, 
este trabajo explora cómo una política de subsidios en es-
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pecie puede romper la inercia de la desigualdad, aliviar la 
presión sobre la red eléctrica y convertir a los hogares en 
protagonistas activos de la transición energética.

Marco conceptual y revisión de literatura
Para comprender la magnitud y la viabilidad teórica del cam-
bio propuesto, es necesario situar esta discusión en el con-
texto más amplio de la teoría económica y la política indus-
trial moderna. La intervención del Estado en los mercados 
energéticos no es un fenómeno nuevo, pero los instrumen-
tos y las racionalidades que la guían han evolucionado drás-
ticamente ante la crisis climática y las limitaciones fiscales 
contemporáneas.

El fundamento teórico de nuestra propuesta descansa en 
la literatura clásica en torno a la elección de instrumentos 
regulatorios. En su obra seminal acerca de precios versus 
cantidades, Weitzman (1974) estableció el marco para enten-
der cómo los reguladores deben elegir sus herramientas en 
entornos de incertidumbre. Tradicionalmente, el subsidio 
eléctrico en México ha operado como un instrumento de pre-
cios; es decir, el gobierno fija artificialmente una tarifa baja 
y cubre la diferencia con el costo real. Este mecanismo es 
efectivo para proteger al consumidor de la volatilidad de cor-
to plazo, pero es ineficiente para enviar señales de escasez o 
fomentar la inversión en eficiencia.

Nuestra propuesta plantea una transición hacia un ins-
trumento basado en cantidades (activos físicos). Al subsidiar 
la adquisición de capacidad de generación (paneles solares) 
en lugar del consumo de energía, el Estado reduce la incer-
tidumbre fiscal a largo plazo. Una vez instalado el sistema 
fotovoltaico, el costo marginal de la energía generada es cer-
cano a cero y la exposición del presupuesto público a las fluc-
tuaciones de los precios internacionales de los combustibles 
desaparece para esa porción de la demanda. Esta transición 
de «subsidiar el flujo» a «subsidiar el stock» representa una 
aplicación moderna de los principios de eficiencia regulato-
ria adaptados a la tecnología descentralizada.

INTERIORES Transición energética.indd   54INTERIORES Transición energética.indd   54 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



55

SUBSIDIOS, JUSTICIA DISTRIBUTIVA Y LA OPORTUNIDAD DEL NEARSHORING EN MÉXICO

La visión contemporánea de la política energética ha sido 
fuertemente influenciada por economistas como Mazzucato 
(2021), quien argumenta que el Estado no debe limitarse a 
una función pasiva de corrector de fallas del mercado. Por 
el contrario, debe asumir una capacidad proactiva en la con-
formación de nuevos mercados mediante «misiones» secto-
riales ambiciosas. Desde esta óptica, los subsidios dejan de 
ser meras transferencias asistencialistas para convertirse en 
inversiones estratégicas que catalizan la innovación y la sos-
tenibilidad. Sovacool (2017) refuerza esta perspectiva al seña-
lar que, mediante un diseño proactivo, los subsidios pueden 
ser instrumentos poderosos para alcanzar objetivos multidi-
mensionales —económicos, sociales y ambientales—. La es-
cala del desafío global justifica esta aproximación. En 2017, 
los subsidios energéticos en el mundo alcanzaron cerca de 
447 000 millones de dólares, de los cuales una parte sustan-
cial —al menos 128 000 millones— se destinó específicamen-
te a subsidios eléctricos (Taylor, 2020).

En México, la persistencia de un subsidio masivo al con-
sumo crea una paradoja de política pública: se gastan enor-
mes cantidades de dinero para fomentar el uso de una red 
eléctrica saturada y dependiente de fósiles, en lugar de utili-
zar esos mismos recursos para desplegar la capacidad limpia 
y distribuida que el futuro requiere.

La Agencia Internacional de la Energía ($ea, por sus si-
glas en inglés, International Energy Agency) ha identifica-
do la adopción masiva de recursos energéticos distribuidos 
—específicamente, la energía solar residencial en techos— 
como un pilar fundamental para la descarbonización y la 
resiliencia de las redes ($ea, 2022). Los sistemas distribuidos 
les permiten a los consumidores satisfacer sus necesidades 
localmente, con lo que se transforman en «prosumidores»; 
con ello, se reducen las pérdidas técnicas asociadas a la trans-
misión de electricidad a largas distancias.

Sin embargo, esa transición no está exenta de controver-
sia teórica y corporativa. Una de las críticas más recurrentes 
en la literatura especializada es el temor a la llamada «espi-
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ral de la muerte» de las empresas de servicios públicos. Este 
concepto, debatido extensamente por autores como Ford 
(1997) y Costello y Hemphill (2014), describe un ciclo vicioso 
financiero: si los consumidores más solventes instalan pane-
les solares y reducen sus compras a la red, los costos fijos de 
mantenimiento del sistema recaen en una base de clientes 
cada vez menor. Esto obligaría a la empresa estatal a elevar 
las tarifas para recuperar costos, lo que, a su vez, incentiva-
ría a más usuarios a desconectarse y precipitaría la quiebra 
financiera de la utilidad.

No obstante, la evidencia empírica más reciente matiza 
severamente este riesgo catastrofista. Estudios como los de 
Muaafa et al. (2017) y Laws et al. (2017) demuestran que la ma-
terialización de tal espiral depende en gran medida de la ve-
locidad de adopción tecnológica y, crucialmente, de la adapta-
bilidad regulatoria y comercial de los proveedores de energía. 
Lejos de ser una amenaza existencial inevitable, la generación 
distribuida puede integrarse en el modelo de negocio de las 
empresas eléctricas, si se diseñan los incentivos correctos.

Nuestra propuesta aborda este dilema de frente. A dife-
rencia de los modelos disruptivos, en los que los usuarios 
abandonan la red, el esquema que sugerimos integra a la Co-
misión Federal de Electricidad (cfe) como el gestor financie-
ro central. Al utilizar la red de la cfe para comercializar los 
excedentes de energía solar hacia la industria, convertimos 
lo que podría ser una amenaza financiera en una nueva línea 
de negocio y estabilidad para la empresa estatal, con lo que 
se alinean los incentivos de todos los actores.

La viabilidad técnica de utilizar los techos urbanos como 
centrales eléctricas se ha validado en diversos contextos geo-
gráficos. Las investigaciones realizadas en ciudades densa-
mente pobladas —como Islamabad (Lodhi et al., 2024) y en 
entornos urbanos de Perú (Bazán et al., 2018)— han encon-
trado que el aprovechamiento de las superficies de azotea 
puede cubrir una proporción significativa de la demanda 
eléctrica local y contribuir decisivamente a la reducción de 
emisiones de dióxido de carbono.
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Sin embargo, existe un vacío notable en la literatura aca-
démica y de política pública. Si bien abundan los estudios 
acerca del potencial técnico de la energía solar y de la eficien-
cia de los subsidios del tipo feed-in tariffs, son escasos los que 
abordan específicamente la transición de un subsidio basado 
en precios —monetario— a uno basado en cantidades —en 
especie o activos—. El presente trabajo busca llenar ese vacío 
al proponer un modelo de «subsidios en especie» para México 
que no solo aborde la urgencia de infraestructura del near- 
shoring, sino que contribuya al debate global acerca de cómo 
se pueden transformar los instrumentos fiscales tradicionales 
para facilitar una transición energética justa y efectiva.

Contexto nacional: el laberinto de los subsidios 
y la política de transición
La viabilidad de cualquier propuesta de política pública en 
el sector eléctrico mexicano no puede evaluarse en el vacío, 
puesto que debe aterrizarse en la compleja realidad del siste-
ma tarifario y el marco de planificación vigente. Para enten-
der por qué la generación distribuida es una solución quirúr-
gica y necesaria, primero debemos comprender la patología 
del esquema actual de subsidios.

Diseño y distorsiones
El sistema de tarifas eléctricas en México es notoriamente 
complejo, tanto en su estructura técnica como en sus meca-
nismos de distribución de recursos. Actualmente, la cfe ope-
ra un esquema escalonado diseñado originalmente en el si-
glo 66 para proteger el bienestar básico de los hogares, pero 
que, con el tiempo, ha derivado en un laberinto de subsidios 
cruzados y señales de precio distorsionadas que dificultan la 
transición energética (Scott et al., 2024).

Respecto al ámbito residencial, la tarifa doméstica no es 
única ni uniforme; se fragmenta en ocho variantes principa-
les determinadas por la temperatura promedio del munici-
pio en cuestión. Hay una tarifa base para zonas templadas 
(Tarifa 1) y seis tarifas climáticas escalonadas para regiones 
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cálidas (1A-1F), las cuales reciben subsidios progresivamente 
mayores, bajo la lógica gubernamental de que el uso del aire 
acondicionado es una necesidad de salud pública y no un 
lujo. Adicionalmente, la tarifa Doméstica de Alto Consumo 
(,ac) es un mecanismo de «castigo» que elimina el subsidio 
gubernamental para aquellos hogares que superan un um-
bral de consumo promedio móvil anual determinado para su 
localidad.

El problema estructural radica en la arquitectura de blo-
ques dentro de estas tarifas. Los primeros kWh consumidos 
se facturan a precios muy por debajo del costo real de ge-
neración y transmisión, lo que aumenta el precio marginal 
conforme crece el volumen de consumo. Si bien esta estruc-
tura intenta ser progresiva en teoría, en la práctica genera 
graves distorsiones. El subsidio es ciego en cuanto al nivel 
de ingreso real del usuario: un hogar de clase media-alta o 
alta, que cuenta con aislamiento térmico eficiente, ventanas 
dobles y electrodomésticos modernos de tecnología Inverter, 
puede mantenerse artificialmente en los bloques inferiores 
de consumo y capturar el mismo subsidio por kWh que un 
hogar de ingresos bajos.

Por el contrario, las familias vulnerables que habitan vi-
viendas precarias, con techos de lámina y mal aislamiento 
térmico en zonas de calor extremo, a menudo se ven for-
zadas a consumir más energía simplemente para mantener 
condiciones habitables mínimas, por lo que enfrentan tarifas 
marginales más altas, o incluso caen en la tarifa ,ac. Los es-
tudios recientes acerca de la distribución del gasto público 
confirman que este mecanismo transfiere recursos de mane-
ra regresiva y beneficia desproporcionadamente a los deciles 
de ingreso que no requieren el apoyo (Scott et al., 2024).

Esta inequidad se agrava por la disparidad geográfica. Las 
reglas del juego cambian drásticamente según el código pos-
tal; mientras que en una ciudad del norte —como Hermo-
sillo, sujeta a la tarifa 1F— un hogar puede consumir hasta 
2 500 kWh bimestrales en verano, sin perder el subsidio, en 
el centro del país el umbral para caer en la tarifa ,ac puede 
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ser de apenas 250 kWh. Esto crea una ciudadanía energética-
mente estratificada no por su nivel de pobreza, sino por su 
ubicación climática.

Finalmente, la sostenibilidad financiera del sistema de-
pende de subsidios cruzados masivos que afectan la compe-
titividad nacional. Los sectores comercial, industrial y de ser-
vicios —los motores del nearshoring, precisamente— pagan 
tarifas no subsidiadas que, a menudo, incluyen sobrecostos 
implícitos para compensar el déficit financiero generado por 
las tarifas domésticas y agrícolas deficitarias. En resumen, la 
competitividad industrial del país está financiando un esque-
ma de subsidios residenciales que es, a todas luces, ineficien-
te y regresivo (Durán-Fernández y Stein, 2025).

Política de transición: 
metas nacionales y precedentes locales
El gobierno federal ha establecido una hoja de ruta ambiciosa 
para la transición energética, plasmada en dos documentos 
rectores: el Plan México de Transición Energética 2024-2030 
y el Programa de Desarrollo del Sistema Eléctrico Nacional 
(Prodesen) 2024-2038. El primero establece una meta agresi-
va de instalar 27 GW de nueva capacidad de generación dis-
tribuida para 2030; con ello, visualiza esta tecnología como 
un pilar fundamental para la soberanía energética y la justi-
cia social. Por su parte, el Prodesen adopta un escenario más 
conservador de 13 GW para 2038, enfocado en la planifica-
ción técnica de la red de transmisión y distribución.

Nuestra propuesta se inserta en este marco programático 
no como una disrupción, sino como un acelerador pragmá-
tico. De hecho, hay precedentes gubernamentales recientes 
que validan nuestra lógica. El programa federal Sol del Nor-
te, enfocado inicialmente en Mexicali, Baja California, busca 
reducir los costos eléctricos de hogares vulnerables median-
te la instalación subsidiada de paneles solares, para lograr 
ahorros de hasta un 70 % en la factura eléctrica de los be-
neficiarios. Este programa piloto demuestra que la voluntad 
política para transitar de subsidios monetarios a subsidios en 
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especie ya existe; el reto es escalar este modelo operativo a 
una política de Estado masiva y fiscalmente neutra, como la 
que planteamos para el caso de Nuevo León.

Metodología: 
«medir el sol» desde el espacio
Para dimensionar el potencial real de esta propuesta y alejar-
la de la especulación teórica, desarrollamos un ejercicio de 
precisión quirúrgica basado en un análisis geoespacial y esta-
dístico. El objetivo fue cuantificar el activo más subutilizado 
de las ciudades mexicanas, esto es, sus techos residenciales. 
El estudio se centró en el área metropolitana de Monterrey y 
los municipios estratégicos para el nearshoring.

Análisis geoespacial y potencial técnico
La metodología se desplegó en una secuencia de cuatro fases 
analíticas consecutivas, diseñadas para filtrar la realidad ur-
bana hasta llegar al dato financiero necesario.

Primero, procedimos a la identificación de superficie. 
Utilizamos plataformas avanzadas de Sistemas de Informa-
ción Geográfica (.$%) y construimos una malla de celdas de 
10 7 10 metros sobre toda la mancha urbana del área de es-
tudio. Mediante técnicas de teledetección y estadística zonal, 
discriminamos y excluimos zonas no aptas para la instala-
ción residencial, como cuerpos de agua, vialidades prima-
rias, parques públicos y zonas industriales no habitacionales. 
Este primer barrido arrojó 6 638 millones de m2 de superficie 
bruta construida.

En una segunda fase, realizamos el filtrado residencial. 
Dado que nuestro objetivo de política pública son los hoga-
res, cruzamos la información espacial con la base de datos 
de la Encuesta Nacional de Vivienda (en0$) 2020 del Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía ($ne.$, 2020). Mediante la 
aplicación de los coeficientes de uso de suelo habitacional y 
densidad de construcción derivados de esta encuesta (con un 
promedio ponderado de 92.74 m2 de construcción por vivien-
da en Nuevo León), calculamos que hay aproximadamente 
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105.5 millones de m2 de techos residenciales disponibles y 
técnicamente viables únicamente en los municipios con vo-
cación industrial prioritaria.

Posteriormente, llevamos a cabo el modelado de sistemas. 
Asumimos la instalación de un sistema fotovoltaico estándar 
de 2 kW de capacidad —suficiente para cubrir el consumo 
básico de un hogar promedio—, el cual requiere una huella 
técnica de instalación de aproximadamente 11 m2, según los 
parámetros técnicos establecidos por Lagar (2021). Al dividir 
el área disponible entre este requerimiento de espacio, esti-
mamos un potencial técnico máximo teórico de 9.6 millones 
de sistemas instalables.

El Cuadro 1 resume los hallazgos del análisis geoespacial 
y detalla la superficie apta para la transición energética en la 
región.

Finalmente, integramos el cálculo de costos. Se utilizó un 
precio de mercado de referencia de $37 172 MXN por sistema 
instalado. Este costo unitario es integral, incluye los paneles 
solares, los inversores, las estructuras de montaje, el mate-
rial eléctrico y la mano de obra. Es importante notar que este 
precio corresponde a valores de mercado minorista; una im-
plementación estatal masiva permitiría acceder a economías  

Indicador Valor  
estimado Unidad

Superficie bruta analizada (GIS) 6 638 Millones de m2

Superficie de techos residenciales 
disponibles 105.5 Millones de m2

Huella técnica por sistema (2 kW) 11 m2/sistema

Potencial máximo teórico de 
instalación 9.6 Millones de 

sistemas

Cuadro 1. Potencial técnico de techos residenciales en 
municipios estratégicos de Nuevo León.

Fuente: elaboración propia con datos de la ENVI (INEGI, 2020) y del análisis satelital.
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de escala, lo que reduciría aún más el costo unitario, aunque 
calculamos con el precio de mercado para mantener un ses-
go conservador en el análisis financiero.

Validación satelital con «luces nocturnas»
Un desafío metodológico común en estos estudios es la dis-
crepancia que suele presentarse entre los datos oficiales de 
consumo reportados en encuestas y la realidad operativa de 
la red. Para robustecer nuestro análisis y asegurar la preci-
sión de las proyecciones de la demanda, implementamos un 
método de validación cruzada mediante datos del proyecto 
City Night Lights de la Administración Nacional de Aeronáu-
tica y el Espacio de Estados Unidos de América.

Esta metodología innovadora asume una correlación di-
recta y medible entre la luminosidad nocturna captada por 
imágenes satelitales y el consumo de electricidad en tierra. 
Al procesar las imágenes satelitales calibradas correspon-
dientes a 2019 (Chen et al., 2022) y cruzarlas con los datos 
de gasto reportados en la Encuesta Nacional de Ingresos y 
Gastos de los Hogares, pudimos corroborar los patrones es-
paciales de demanda energética en el ámbito municipal. El 
análisis reveló que la demanda eléctrica total de los muni-
cipios priorizados asciende a aproximadamente 2 850 GWh 
por año.

Este dato de validación es crucial para los resultados del 
estudio, pues nos permite afirmar con certeza técnica que 
los 196 a 262 GWh que generarían los sistemas fotovoltaicos 
propuestos —bajo una restricción presupuestal realista— cu-
brirían efectivamente entre el 6.9 y el 9.2 % de la demanda 
eléctrica total de la región. Esta validación satelital confirma 
que la generación distribuida no es una solución marginal 
o decorativa, sino una intervención con peso específico su-
ficiente para aliviar los nodos de congestión en la red eléc-
trica regional y liberar una capacidad sustantiva para el uso 
industrial.
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Resultados. La «central eléctrica virtual» 
de Nuevo León
Los resultados derivados de nuestro ejercicio metodológico 
confirman que la redirección de subsidios no es solo una teo-
ría fiscal atractiva, sino una palanca de transformación física 
con la escala necesaria para tener un impacto en la realidad 
energética de la región. Si el Estado mexicano decidiera eje-
cutar esta reingeniería presupuestal y redireccionara única-
mente el flujo anual de subsidios eléctricos que ya destina a 
los municipios estratégicos de Nuevo León —sin endeudarse 
ni aumentar impuestos—, tendría la capacidad financiera 
para instalar 74 702 sistemas fotovoltaicos completos cada 
año (Fuentes et al., 2025).

Lo anterior no es una intervención marginal o simbólica. 
En términos de generación de energía, estos sistemas pro-
ducirían entre 196 y 262 GWh de electricidad limpia cada 
año. Si bien esta cifra representa entre el 6.9 y el 9.2 % de 
la demanda eléctrica total de los municipios analizados, su 
valor estratégico es muy superior a lo que sugiere el simple 
porcentaje. La electricidad generada por estos sistemas es 
descentralizada y coincide, en gran medida, con las horas de 
mayor actividad industrial y radiación solar.

Al generar la energía en el punto de consumo —los te-
chos de las casas—, se logra un efecto sistémico crucial: se 
reduce la carga en la red de distribución residencial durante 
el día. Esto libera capacidad física en los transformadores, 
subestaciones y líneas de transmisión locales y permite que 
la energía que antes se destinaba a los hogares ahora fluya 
hacia las nuevas plantas industriales y comercios que están 
llegando por el nearshoring. Estamos, en efecto, construyendo 
una «central eléctrica virtual» distribuida.

La escalabilidad del modelo es otro de sus atributos más 
potentes. Si esta política de redirección de subsidios se man-
tuviera constante durante un sexenio (cinco años de imple-
mentación efectiva), Nuevo León acumularía más de 1 GW  
de capacidad instalada en generación distribuida. Para po-
ner esta cifra en perspectiva, corresponde a la capacidad 
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de una central eléctrica de gran escala convencional. Sin 
embargo, a diferencia de una planta centralizada, esta 
«planta virtual» no requiere grandes extensiones de terre-
no ni genera conflictos sociales por el uso del suelo, tam-
poco necesita nuevas líneas de transmisión de alta tensión 
para evacuar la energía y —lo más importante— distribuye 
sus beneficios económicos directamente en los bolsillos de 
las familias, quienes verían ahorros anuales estimados en 
$10 000 MXN por hogar.

En el Cuadro 2 se desglosa el impacto acumulado que 
tendría la redirección de subsidios en un horizonte de cinco 
años, lo que consolidaría una infraestructura energética des-
centralizada.

Es crucial, no obstante, realizar una comparación hones-
ta de costos. Nuestro análisis indica que el costo nivelado de 
energía de esta generación distribuida residencial es signi-
ficativamente más alto, estimado en más de $780 USD por 
MWh, en comparación con los aproximadamente $30 USD 
de una planta de ciclo combinado de gas o los $64 USD de 
una planta solar de gran escala (Fuentes et al., 2025). Un crí-
tico puramente financiero podría desestimar la propuesta si 
se basa en estos números.

Cuadro 2. Proyección de impacto: de la implementación 
anual a la capacidad acumulada (sexenal).

Nota: *porcentaje teórico que asume una demanda constante para ilustrar la 
magnitud de la capacidad añadida.
Fuente: elaboración propia con base en estimaciones del modelo financiero.

Métrica de impacto Implementación 
anual

Acumulado 
(cinco años)

Sistemas instalados 74 702 hogares 373 510 hogares

Energía generada 196-262 GWh 980-1 310 GWh

Capacidad añadida ~200 MW ~1 000 MW (1 GW)

Cobertura de demanda 6.9 %-9.2 % 34.5 %-46 %*
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Sin embargo, tal comparación omite el valor del tiempo 
y la ubicación. Las plantas convencionales «baratas» tardan 
años en construirse y enfrentan cuellos de botella de trans-
misión que impiden que su energía llegue a donde se nece-
sita. En cambio, la generación distribuida, aunque más cara 
por unidad, ofrece un valor incalculable: inmediatez. Puede 
desplegarse en semanas, no en años, y entregar la energía 
exactamente en donde se consume, lo que alivia la conges-
tión de la red «aguas abajo». En el contexto de una crisis de 
infraestructura que amenaza inversiones millonarias, la dis-
ponibilidad inmediata tiene una prima de valor que justifica 
el sobrecosto unitario.

El Cuadro 3 contrasta los costos de generación distribuida 
frente a las alternativas centralizadas y evidencia la prima de 
costo asociada a la inmediatez de la solución solar residencial.

Tres escenarios de viabilidad financiera
La viabilidad técnica de instalar paneles solares en los techos 
de Nuevo León es indiscutible; el verdadero reto es la inge-

Cuadro 3. Comparación del costo nivelado de energía  
y tiempos de despliegue.

Fuente: elaboración con base en estimaciones propias y precios de mercado de 
referencia (Fuentes et al., 2025).

Tecnología 
de generación

Costo 
estimado 

(USD/MWh)

Tiempo de 
implementación

Ventaja 
principal

Generación 
distribuida 
residencial 
(propuesta)

~$780 Semanas Inmediatez y 
alivio local

Ciclo 
combinado (gas) ~$30 3-5 años Potencia base 

y costo

Solar a 
gran escala ~$64 2-4 años Costo y 

escala
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niería financiera. ¿Cómo puede el Estado costear una infraes-
tructura de miles de millones de pesos en un contexto de 
restricción presupuestaria y austeridad? La respuesta reside 
en una reingeniería de los flujos de efectivo existentes, dise-
ñada para lograr una neutralidad fiscal absoluta; la regla de 
oro es no gastar más, sino gastar diferente.

Nuestro análisis modeló tres escenarios financieros dis-
tintos, en busca del equilibrio óptimo entre la sostenibilidad 
de las finanzas públicas y la justicia social. Para la investi-
gación, se dividió a la población en deciles de ingreso para 
medir el impacto distributivo de cada alternativa.

Escenario A: 
el desafío de la cobertura y la temporalidad
El primer hallazgo fundamental es que la temporalidad del 
financiamiento es la variable clave. Si intentamos sustituir 
el subsidio tarifario por la compra de paneles solares en un 
periodo corto —por ejemplo, tres años—, los recursos anua-
les del subsidio son insuficientes para amortizar la inversión. 
Bajo este esquema de corto plazo, solo se podría cubrir el 
48 % de los hogares, por lo que se dejaría fuera a la mayoría y 
se generaría un problema de exclusión.

Sin embargo, al extender el horizonte de financiamiento 
a 10 años —una asunción conservadora, considerando que 
los paneles tienen una vida útil garantizada de 25 años—, la 
aritmética cambia radicalmente. En este escenario de largo 
plazo, el flujo acumulado de subsidios futuros es suficiente 
para cubrir el costo de los sistemas fotovoltaicos para el 100 % 
de los hogares en todos los deciles de ingreso. Esto significa 
que es posible lograr una sustitución total, tecnológicamente 
viable, sin que el gobierno desembolse recursos adicionales a 
los ya programados en su presupuesto inercial.

Escenario B: 
la solución progresiva y los sistemas de 500 W
Nos encontramos con una paradoja técnica en los datos: los 
hogares más pobres (deciles I y II) consumen tan poca electri-
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cidad que el subsidio que reciben actualmente es minúsculo 
en términos monetarios, insuficiente para pagar un sistema 
solar estándar de 2 kW, incluso en un plazo de 10 años. Ins-
talarles un sistema grande sería «regalarles» capacidad exce-
dente que no pueden pagar con su subsidio actual, lo cual 
rompería el principio de neutralidad fiscal.

Para resolver esto, evaluamos un escenario de «redistribu-
ción progresiva» mediante el uso de equipos más pequeños, de 
500 W, ajustados a su consumo real. Pero, dado que los sistemas 
pequeños son más caros por watt instalado, debido a la pérdida 
de economías de escala, el modelo sugiere una intervención 
de política social agresiva: retirar el subsidio para los deciles de 
ingreso más altos —VIII, IX y X— y redirigir esos recursos para 
financiar los equipos de los hogares más vulnerables.

Conforme a este esquema, los deciles altos pierden su 
subsidio y pasan a pagar una tarifa plena, pero los deciles 
bajos —I-VI— obtienen una cobertura del 100 % de sus nece-
sidades con energía solar gratuita. Es una transferencia de 
riqueza explícita: retirar el apoyo a los hogares que tienen 
capacidad de pago para capitalizar energéticamente a quien 
vive en pobreza energética. Aunque socialmente justo, este 
modelo presenta desafíos políticos evidentes por la potencial 
resistencia de las clases medias y altas.

Escenario C: 
el «doble dividendo» y la venta de excedentes
El escenario más prometedor, y el que proponemos como 
la vía óptima de política pública, es el esquema de venta de 
excedentes con sistemas de 2 kW. En este modelo, se instalan 
sistemas robustos en todos los hogares, independientemente 
de su consumo bajo, pero se cambia la lógica comercial del 
flujo de energía.

Aquí, el hogar sigue pagando su recibo de luz habitual 
de la cfe, por lo que mantiene su experiencia de usuario in-
tacta y se garantiza que la empresa estatal no pierda flujo 
de caja inmediato. Mientras tanto, la energía solar generada 
tiene dos destinos: una parte satisface el consumo doméstico 
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instantáneo y el excedente se inyecta a la red. La innovación 
financiera radica en el destino de ese excedente: esa energía 
limpia no se «netea» simplemente, sino que la cfe la comer-
cializa a los clientes industriales —que pagan tarifas de mer-
cado más altas— o la utiliza para evitar la compra de energía 
cara en horas pico.

Este mecanismo crea un círculo virtuoso financiero. Por 
un lado, la industria obtiene la energía verde y fiable que 
necesita para operar y cumplir sus metas de sostenibilidad, 
mientras atiende directamente la demanda del nearshoring. 
Por otro lado, la venta de esa energía genera ingresos adicio-
nales significativos que se utilizan para amortizar el crédito 
de los paneles solares mucho más rápido de lo que permitiría 
el simple subsidio residencial.

Nuestro análisis financiero muestra que el valor presente 
neto (05n) de este esquema es positivo para todos los deciles 
de ingreso. Específicamente, el 05n del esquema equivale a 
cerca del 86 % del total que el hogar pagaría a la cfe durante 
la vida del sistema en el escenario de costos bajos. Esto im-
plica que el sistema no únicamente «se paga solo», sino que 
genera un margen excedente que podría devolvérseles a las 
familias como un bono, un descuento adicional o un fondo 
de mantenimiento, lo que lograría que la transición energé-
tica sea un negocio rentable tanto para el Estado como para 
la ciudadanía.

El análisis de viabilidad financiera del escenario C (venta 
de excedentes) demuestra retornos positivos transversales, 
como se observa en el Cuadro 4, que presenta una síntesis 
por deciles de ingreso.

 
Discusión y limitaciones
A pesar del optimismo que arrojan los datos financieros y 
energéticos, es imperativo mantener una postura crítica y 
reconocer las limitaciones inherentes a esta propuesta. Este 
estudio no pretende vender una panacea infalible, sino pro-
poner una herramienta de política pública con alcances y res-
tricciones definidos que deben gestionarse cuidadosamente.
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En primer lugar, debemos abordar el tema del almace-
namiento de energía. Nuestro modelo excluye deliberada-
mente el uso de baterías domésticas. Aunque el costo de la 
tecnología de almacenamiento está descendiendo, hoy sigue 
siendo económicamente prohibitivo para un programa ma-
sivo de interés social. Esto implica una limitación operativa 
importante: nuestra propuesta no les otorga independencia 
total a los hogares; la «intermitencia» solar sigue siendo un 
factor. Los paneles generan energía durante el día, pero los 
hogares siguen dependiendo de la red de la cfe para su con-
sumo nocturno y en días nublados. Por lo tanto, esta estra-
tegia no elimina la necesidad de que el Estado invierta en 
capacidad de generación firme y de respaldo (potencia base), 
pero sí reduce drásticamente la necesidad de capacidad pico 

Cuadro 4. Recuperación financiera del esquema de venta de 
excedentes (valor presente neto).

Nota: *el VPN se expresa como porcentaje del pago total que el hogar haría a la 
CFE durante la vida del sistema. Un valor cercano al 100 % indica autofinancia-
miento total.
Fuente: elaboración propia con base en el modelo de flujo de efectivo descon-
tado a 10 años.

Grupo de 
ingreso 
(deciles)

Recuperación 
de inversión 

(VPN)*

Interpretación 
de política pública

Bajo (I-III) 72 %-83 %
Alta viabilidad: permite incluir a 
hogares vulnerables sin costo 
fiscal extra.

Medio 
(IV-VII) 84 %-88 % Sostenible: el segmento mayoritario 

se autofinancia con holgura.

Alto 
(VIII-X) 93 %-96 %

Muy rentable: genera excedentes 
significativos para reinversión 
cruzada.

Promedio 
general 86 %

El sistema recupera casi la totalidad 
de su costo mediante la venta de 
energía.
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diurna, que suele ser la más cara y contaminante (Fuentes et 
al., 2025).

En segundo lugar, la implementación masiva de la ge-
neración distribuida plantea retos técnicos operativos para 
la red de distribución. La inyección simultánea de energía 
desde miles de hogares podría generar problemas de voltaje 
o frecuencia en circuitos locales si no se gestiona adecuada-
mente. Para mitigar esto, la implementación del programa 
debería ir acompañada de una modernización hacia las redes 
inteligentes (smart grids) y transformadores bidireccionales. 
La cfe tendría que evolucionar su función operativa, para 
pasar de ser un administrador de flujo unidireccional a un 
gestor activo de una red bidireccional compleja, lo cual re-
quiere inversión tecnológica y capacitación humana.

Desde la perspectiva de la teoría económica, también es 
importante matizar la discusión sobre el subsidio «óptimo». 
La teoría del bienestar sugiere que el nivel ideal de un sub-
sidio es aquel en el cual el beneficio social marginal iguala 
al costo fiscal. Es muy probable que el nivel actual de subsi-
dios en México sea ineficiente según esta métrica pura. Sin 
embargo, nuestro análisis adopta un enfoque pragmático de 
«segundo mejor» (second-best). Reconocemos que eliminar los 
subsidios tarifarios de golpe es una medida políticamente tó-
xica y socialmente dolorosa que podría desestabilizar a los 
hogares vulnerables. Ante esta restricción de economía po-
lítica, la alternativa viable es utilizar los recursos inerciales 
para comprar activos duraderos, que en última instancia re-
duzcan la necesidad del subsidio, en lugar de seguirlos que-
mando indefinidamente en gasto corriente.

Por último, está el desafío de la aceptación social y la eco-
nomía del comportamiento. Reemplazar un descuento auto-
mático e invisible en el recibo de luz por la instalación de un 
equipo físico en el techo conlleva fricciones para los hoga-
res: responsabilidades de mantenimiento, limpieza, seguros 
y la percepción de riesgo tecnológico. El éxito del programa 
dependerá no solo de la ingeniería financiera, sino de una 
sólida campaña de comunicación y confianza que asegure 
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que la economía de los usuarios no se verá afectada, que la 
propiedad del equipo es clara y que los beneficios tangibles 
superan las molestias operativas.

Conclusión. Hacia un nuevo 
contrato social eléctrico
Este estudio partió de una urgencia pragmática detonada por 
la coyuntura del nearshoring: ¿cómo liberar capacidad eléc-
trica en el corto plazo para no dejar escapar la inversión ex-
tranjera en Nuevo León? La respuesta que hemos construido, 
fundamentada en datos geoespaciales y modelos financieros, 
ofrece mucho más que una solución técnica a un cuello de 
botella industrial; se plantea una redefinición del contrato 
social energético en México.

La propuesta de transformar los subsidios eléctricos en 
inversiones de generación distribuida representa un «puente 
estratégico» entre el presente y el futuro. No pretende susti-
tuir la planificación nacional de infraestructura de gran es-
cala ni resolver por sí sola todas las necesidades de la red. Su 
valor reside en su inmediatez, su capilaridad y su justicia. 
Mientras las grandes plantas de ciclo combinado tardan años 
en materializarse debido a su complejidad constructiva y re-
gulatoria, un programa modular de techos solares puede em-
pezar a inyectar energía y liberar capacidad en la red desde 
el primer día de implementación, lo que se escala progresi-
vamente según la disponibilidad presupuestal.

Pero el hallazgo más potente de este trabajo es su impac-
to distributivo. Hemos demostrado que el esquema actual de 
subsidios a las tarifas, aunque popular, es estructuralmente in-
eficiente y a menudo regresivo, además de que beneficia des-
proporcionadamente a quienes más consumen y tienen me-
jores condiciones de vivienda. Al transitar hacia un esquema 
de subsidios en especie, corregimos esta distorsión histórica; 
convertimos un gasto a fondo perdido en un activo producti-
vo que empodera a las familias de ingresos medios y bajos, al 
otorgarles un grado de soberanía energética y reducir su vul-
nerabilidad económica a largo plazo (Scott et al., 2024).
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Para las instituciones del Estado mexicano, este modelo 
ofrece una victoria compartida y transversal, al tiempo que 
alinea intereses que, a menudo, parecen contrapuestos. Para 
la cfe significa aliviar la presión operativa en sus redes de 
distribución saturadas, reducir las pérdidas técnicas y diferir 
inversiones costosas en refuerzo de red. Para la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, implica transformar un pasivo 
creciente —el subsidio— en una inversión con retorno fis-
cal, para mejorar la calidad del gasto público. En cuanto a la 
Secretaría de Economía, se envía un mensaje contundente a 
los mercados internacionales: México tiene la agilidad para 
innovar y garantizar la energía necesaria para el crecimiento 
sostenible. Y para la Secretaría de Energía, se ofrece una vía 
acelerada para cumplir las metas de la transición energética 
soberana, sin comprometer la estabilidad del sistema.

En última instancia, la viabilidad de la transición energé-
tica justa en México no es un problema de falta de recursos fi-
nancieros ni de tecnología disponible; este estudio prueba que 
ambos existen y pueden alinearse mediante mecanismos crea-
tivos, como la venta de excedentes. El desafío es eminente-
mente político. Requiere la voluntad de romper la inercia del 
«subsidio fácil» para apostar por una política de doble dividen-
do: una que impulse la competitividad industrial que el país 
necesita para crecer y, simultáneamente, construya la equidad 
social que su gente merece. La energía del sol cae sobre todos; 
la tarea del Estado es asegurar que sus beneficios también.
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Introducción
México ocupa el decimotercer lugar entre los principales 
emisores de gases de efecto invernadero en el mundo (Cli-
mate Watch, s. f.). En 2019, emitió aproximadamente 683 
MtCO2e, de las cuales alrededor del 70 % provino del sector 
energético, incluidos la generación eléctrica, el transporte 
y las actividades extractivas (Instituto Nacional de Ecología 
y Cambio Climático, 2022). En este contexto, la transición 
energética constituye uno de los ejes centrales de la estra-
tegia climática nacional, tanto por su peso en las emisiones 
como por su potencial para transformar la estructura pro-
ductiva del país.

En el marco del Acuerdo de París, México se comprome-
tió a reducir sus emisiones de gases de efecto invernadero 
en un 22 % hacia 2030, respecto a un escenario tendencial, 
con un objetivo más ambicioso del 36 % condicionado al 
apoyo internacional. Alcanzar estas metas implica cambios 
sustantivos en el sistema energético, como la expansión de 
energías renovables, el desarrollo de nuevas infraestructu-
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ras, la introducción de tecnologías emergentes y la recon-
versión progresiva de actividades vinculadas a los combus-
tibles fósiles.

Dichas transformaciones no son marginales. Según es-
timaciones compiladas en el estudio de Osorio et al. (2025)  
—en el cual se basó este capítulo—, más de dos tercios de las 
entidades federativas están directa o indirectamente expues-
tas al menos a una de estas acciones de transición. Los esta-
dos comprometidos concentran más del 70 % de la población 
nacional y una proporción aun mayor del producto interno 
bruto, lo que indica que los impactos sociales potenciales de 
la transición energética no se limitan a regiones específicas 
ni a sectores aislados. Sin embargo, la exposición no es ho-
mogénea. Mientras que la expansión de proyectos solares y 
eólicos se concentra en un grupo reducido de entidades fe-
derativas con alto potencial natural —como Sonora, Oaxaca, 
Coahuila y Baja California—, la reconversión de actividades 
fósiles afecta principalmente a menos de una decena de esta-
dos —entre ellos Tabasco, Campeche y Veracruz—, donde el 
empleo, los ingresos fiscales y las economías locales mantie-
nen una fuerte dependencia del sector petrolero.

Estas diferencias de exposición adquieren relevancia so-
cial cuando se consideran las desigualdades estructurales en-
tre los estados. De acuerdo con los indicadores utilizados en el 
presente trabajo, varios de los territorios más expuestos a las 
acciones clave de la transición energética en México presen-
tan simultáneamente altos niveles de pobreza, informalidad 
laboral y rezagos en capital humano, así como capacidades 
institucionales limitadas. Por ejemplo, los estados que tienen 
una fuerte presencia de proyectos renovables coinciden con 
algunos de los valores más elevados de pobreza multidimen-
sional en el ámbito nacional, mientras que los dependientes 
del petróleo tienen mercados laborales altamente especializa-
dos y poco diversificados.

En este contexto, evaluar la transición energética única-
mente a partir de indicadores agregados —como la reducción 
total de emisiones o la inversión acumulada en energías lim-
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pias— es insuficiente para comprender sus efectos sociales. 
Los mismos cambios tecnológicos pueden generar impactos 
muy distintos según el territorio en el que se despliegan y 
las condiciones socioeconómicas preexistentes. Este capítu-
lo parte de la premisa de que la transición energética es un 
proceso territorialmente diferenciado, cuyos efectos sociales 
deben analizarse a partir de las configuraciones específicas 
de riesgo que enfrentan los estados.

Con tal objetivo, el análisis se centra deliberadamente en 
los impactos sociales potencialmente negativos de la transi-
ción energética. Esta elección no responde a una evaluación 
global del proceso, sino a una estrategia analítica: identificar 
las vulnerabilidades nos permite anticipar tensiones sociales 
y comprender por qué ciertos territorios enfrentan mayores 
riesgos ante transformaciones energéticas similares. El foco 
no está en los beneficios agregados de la transición, sino en 
las condiciones bajo las cuales esta puede generar pérdidas 
de bienestar, conflictos sociales o procesos de exclusión.

El presente capítulo analiza cuatro acciones de transición 
energética particularmente relevantes en el caso mexicano: 
1) el retiro justo y planificado de centrales termoeléctricas 
convencionales que han superado su vida útil; 2) la expan-
sión de la capacidad solar fotovoltaica a gran escala; 3) la 
expansión de la capacidad eólica terrestre a gran escala, y  
4) la promoción de la generación distribuida solar residen-
cial. Estas acciones fueron seleccionadas por su peso en la 
planificación energética nacional y por su capacidad de gene-
rar impactos sociales diferenciados en el territorio, tal como 
se documenta en el informe en el que nos basamos.

La contribución central de este trabajo es proporcionar 
información acerca de las vulnerabilidades asociadas a las 
cuatro acciones mencionadas anteriormente, cuyo alto po-
tencial de descarbonización e implementación es factible, se-
gún los escenarios aportados en los documentos de la Inicia-
tiva Climática de México ($c/). Esto permite identificar qué 
entidades federativas podrían ser más propensas a enfrentar 
los impactos de las acciones de la transición energética y, en 
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consecuencia, cuáles son las políticas públicas enfocadas en 
mitigar los efectos negativos.

Marco analítico
El presente análisis adopta un enfoque de vulnerabilidad 
social, entendida como la combinación de exposición, sen-
sibilidad y capacidad adaptativa frente a procesos de cambio 
asociados a la transición energética. Este marco permite iden-
tificar no solo dónde se concentran las acciones de transición, 
sino en qué territorios y para qué sectores estas acciones pue-
den generar mayores riesgos sociales, dadas las condiciones 
estructurales preexistentes. Para identificar a las partes inte-
resadas, se realizó una delimitación de las cadenas de valor de 
cada actividad analizada y una determinación de los impactos 
directos e indirectos. Así, el alcance del retiro de las plantas 
fósiles considera los efectos durante el cierre de estas, lo que 
incluye el cese de operaciones y el desmantelamiento de las 
instalaciones. En cuanto a la implementación de un sistema 
de generación eléctrica solar o eólica terrestre a gran esca-
la, se estudian los impactos durante las fases de instalación, 
operación y mantenimiento de las plantas. En el caso de la 
generación distribuida residencial, se considera la etapa de 
instalación y operación de los paneles solares en los hogares.

El foco analítico del capítulo es territorial, con los esta-
dos como unidad de análisis. Esta elección responde a que las 
vulnerabilidades sociales de ciertos actores —trabajadores, 
comunidades, empresas o gobiernos locales— se configuran 
y se acumulan en contextos territoriales específicos, deter-
minados por la estructura productiva, el mercado laboral, el 
acceso a servicios y la capacidad institucional. El análisis en 
este ámbito se incorpora de manera complementaria, princi-
palmente para interpretar los resultados territoriales y expli-
car los mecanismos subyacentes.

Con respecto a los impactos, la exposición se define como 
el grado en el que cada estado se ve directamente afectado 
por una acción de la transición energética. Según el tipo de 
acción, esta dimensión se operacionaliza mediante indica-
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dores como la localización de proyectos renovables, la pre-
sencia de infraestructuras energéticas estratégicas o la con-
centración del empleo y del valor agregado en actividades 
fósiles. Las principales fuentes de información incluyen a la 
Secretaría de Energía (Sener), la Comisión Federal de Electri-
cidad (cfe), el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
($ne.$) y los documentos de planeación analizados.

Por otra parte, la sensibilidad capta las características so-
cioeconómicas que condicionan la magnitud de los impactos 
potenciales. Para ello, se incluyen indicadores de pobreza, in-
formalidad laboral, dependencia sectorial del empleo y mar-
ginación, construidos a partir de datos del Consejo Nacional 
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (c-ne0a3) y 
del $ne.$. Esta dimensión permite evaluar en qué medida un 
choque asociado a la transición energética puede traducirse 
en pérdidas de bienestar en el ámbito territorial.

Asimismo, la capacidad adaptativa se refiere a los recur-
sos y las condiciones que les permiten a los territorios anti-
cipar, absorber o responder a los impactos de la transición 
energética. En este sentido, se incorporan variables relacio-
nadas con el capital humano, la diversificación productiva, 
el acceso a servicios básicos y los indicadores proxy de ca-
pacidad institucional. Esta dimensión presenta una elevada 
heterogeneidad entre los estados y es central para explicar 
las diferencias observadas en los niveles de vulnerabilidad.

En el análisis, los indicadores de cada dimensión se nor-
malizan y se agregan mediante un esquema aditivo, con lo 
que se construye un índice de vulnerabilidad específico para 
cada acción de la transición energética. El índice permite ha-
cer comparaciones relativas entre estados, sin establecer um-
brales absolutos de riesgo. Además, el análisis cuantitativo se 
complementó con entrevistas semiestructuradas a personas 
del sector energético, organizaciones sociales, gobiernos lo-
cales y especialistas académicos. Estas entrevistas se utiliza-
ron para contextualizar los resultados del índice y para iden-
tificar mecanismos de impacto que no siempre se reflejan en 
la información estadística disponible.
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El enfoque que aquí se presenta tiene limitaciones que 
deben tomarse en cuenta. El análisis estatal puede ocultar 
heterogeneidades intraterritoriales relevantes y la disponibi-
lidad de datos condiciona la selección de indicadores, en par-
ticular en contextos de alta informalidad. El índice no busca 
predecir impactos futuros, sino identificar configuraciones 
territoriales de vulnerabilidad asociadas a distintas acciones 
de la transición energética.

Análisis de las acciones de la transición energética 
y sus vulnerabilidades
En esta sección se resumen los detalles y los impactos negati-
vos sociales, económicos y ambientales asociados a la imple-
mentación de cada acción de transición energética analiza-
da, de acuerdo con lo identificado en la literatura.

Retiro de centrales termoeléctricas y de carbón
La retirada justa, participativa y planificada de las centrales 
térmicas convencionales y de carbón y otras plantas térmicas 
que han superado su vida útil es una medida crucial para 
alcanzar el objetivo de cero emisiones. Esta acción consiste 
en programar el desmantelamiento de las centrales térmicas 
y de carbón teniendo en cuenta las condiciones del sistema 
eléctrico para no afectar a su calidad, fiabilidad, continuidad 
o seguridad. En el marco de la cadena de valor, esta acción 
se refiere a la etapa final de la vida útil de las plantas. Los 
efectos negativos asociados con el abandono de las centra-
les térmicas y de carbón se resumen en la pérdida de pues-
tos de trabajo en la minería, la extracción de petróleo o las 
actividades de explotación y mantenimiento de este tipo de 
centrales y, por consiguiente, en la reducción de los ingresos 
de estos hogares y del sector privado, la posible contamina-
ción de ríos, océanos y zonas naturales por la eliminación 
de residuos peligrosos, y la reducción de los ingresos fiscales 
relacionados con los combustibles fósiles.

En este sentido, es importante planificar acciones de re-
mediación para la población, las y los trabajadores, las comu-
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nidades y los ecosistemas cercanos, con el fin de reducir o 
eliminar el impacto económico y social del retiro de la plan-
ta que representa una fuente de ingresos para las familias y 
la comunidad cercana. Por otra parte, es preciso abordar el 
deterioro ambiental que la central eléctrica pueda haber cau-
sado durante sus años de funcionamiento en los ecosistemas 
cercanos ($c/, 2023).

Según el Programa de Ampliación y Modernización de 
la Red Nacional de Transmisión 2024-2038, la capacidad de 
generación térmica convencional en 2023 fue de 11 300 MW, 
mientras que la de generación a carbón fue de 5 463 MW 
(Centro Nacional del Control de Energía, 2024). No obstante, 
la vida media de las centrales térmicas y de carbón supera los 
30 años, lo que indica que han excedido su vida útil. En Mé-
xico, todavía hay tres centrales eléctricas de carbón: Plutarco 
Elías Calles, en Guerrero, y Carbón II y José López Portillo, en 
Coahuila; esta última funciona desde hace más de 41 años. 
En este sentido, sobre la base de la Ruta Cero Emisiones Ne-
tas para México 2060, desarrollada por la $c/, el retiro justo 
y planificado de las centrales termoeléctricas convencionales 
representa una reducción de 17 GW instalados, equivalente 
a 155.02 MtCO2e, con el retiro de 98 plantas ubicadas en 23 
estados hasta 2036 ($c/, 2023). Las entidades con mayor ca-
pacidad instalada de combustibles fósiles, desde la más alta 
hasta la más baja, son Coahuila, Guerrero y Veracruz (véase 
la Figura 1).

El plan de retirada anual de las plantas que se propone 
en dicha ruta se centra en aquellas que excederán su vida 
útil hasta 2036 ($c/, 2023). Se sugiere el cierre gradual de las 
diferentes unidades que componen las plantas, por lo que no 
se produce una desconexión inmediata de toda la capacidad, 
lo que permite la adición de recursos de nueva generación al 
sistema.

Es importante destacar que el 31 de mayo de 2024 se pu-
blicó el Programa Nacional de Desarrollo del Sistema Eléctri-
co (Prodesen) 2024-2038. Por medio de este instrumento de 
planificación indicativa, la Sener establece la política para el 
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sector eléctrico y en él se proyecta el desarrollo del sistema 
eléctrico nacional durante un periodo de 15 años. El Prodesen 
incluye al Programa Indicativo de Instalación y Desmantela-
miento de Centrales Eléctricas (5$$(ce) e identifica las adicio-
nes y retiradas de recursos de generación eléctrica conside-
rando un margen de 14 años. Para 2025, el 5$$(ce 2024-2038 
indica la modernización de aproximadamente 11 182 MW de 
capacidad convencional instalada, lo que permitirá una ma-
yor flexibilidad para la incorporación gradual de fuentes de 
energía limpias (Sener, 2024). Pese a tener un plan indicativo, 
no se ha publicado ningún otro documento oficial que detalle 
el proyecto que debe seguirse para alcanzar este objetivo, ni 
alguno que mencione un aspecto de la jubilación justa. Sin 
embargo, en enero de 2025, se anunció la reconversión de la 
planta termoeléctrica de Tula a gas natural, así como la reha-

Figura 1. Capacidad de generación fósil (termoeléctrica 
y de carbón) retirada (MW) hasta 2060.

Fuente: elaboración propia con datos de la ICM (2023).
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bilitación del río Tula (Presidencia de la República, 2025a). Las 
nuevas directrices en el tema de la retirada de las centrales 
termoeléctricas se incorporarían presumiblemente al Plan de 
Desarrollo del Sector Eléctrico (Pladese), cuya publicación, 
prevista para septiembre de 2025, habría de incluir los ob-
jetivos de retirada y modernización que forman parte de la 
planificación vinculante (Presidencia de la República, 2025a).

Adición de capacidad solar a gran escala
La energía solar fotovoltaica a gran escala se configura como 
uno de los pilares fundamentales para transformar el sector 
eléctrico en México y ofrece un camino hacia la descarboni-
zación y la seguridad energética. Los planes actuales apun-
tan a un objetivo: aumentar la capacidad solar instalada a 
63.2 GW para 2060 ($c/, 2023). Para alcanzar este objetivo 
se están considerando diversos mecanismos que incluyen el 
diseño de políticas estratégicas, programas de promoción, el 
refinamiento de marcos regulatorios y la activación de ins-
trumentos financieros para fortalecer proyectos existentes 
e impulsar nuevos desarrollos. Este aumento sustancial de 
más del 950 % no solo reforzará la posición del país en la tran-
sición energética global, sino que también contribuirá a un 
potencial significativo de mitigación de los gases de efecto 
invernadero, con estimaciones cercanas a 51.17 MtCO2e para 
el mismo horizonte temporal.

En 2023, la capacidad de generación solar en México al-
canzó los 7 577 MW, según la información de los permisos 
otorgados por la Comisión Reguladora de Energía (c(e). Esta 
capacidad corresponde a un total de 101 plantas que operan 
en el país, cuya distribución por entidad federativa se pre-
senta en la Figura 2. Al respecto, los tres estados con mayor 
capacidad instalada son: Sonora, con 1 695 MW; Coahuila, 
con 842 MW, y Chihuahua, con 702 MW.

Aproximadamente, el 55 % de la capacidad total proviene 
de los proyectos de las subastas a largo plazo realizadas entre 
2015 y 2017, mientras que menos del 10 % es la capacidad 
de la cfe. En ese sentido, el 5$$(ce indica que entre 2024 y 
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2038 se espera incorporar una capacidad de generación solar 
interconectada de 12 729 MW, lo que equivale a 1.68 veces la 
capacidad en 2023 (Sener, 2024). Así, según el escenario de 
planificación del 5$$(ce, se espera que en 2038 la capacidad 
de generación solar sea equivalente a 20 306 MW. En cambio, 
de acuerdo con las estimaciones de las rutas sectoriales, para 
el mismo periodo, se propone una capacidad de 42 537 MW, 
lo que es un poco más del doble de la capacidad propuesta en 
el 5$$(ce ($c/, 2023). Por último, y a corto plazo, cabe señalar 
que se espera que la capacidad solar fotovoltaica instalada de 
la cfe se multiplique por 10 para 2030 —hasta 4 673 MW—, 
según las previsiones del Plan de Fortalecimiento y Expan-
sión del Sistema Eléctrico Nacional 2025-2030 (Presidencia 
de la República, 2025b).

Figura 2. Capacidad instalada de generación solar (MW), 
2023.
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Adición de capacidad eólica terrestre
La adición de capacidad eólica a gran escala, así como la so-
lar, se posiciona como un pilar clave para la transformación 
del sector eléctrico en México, al proporcionar una ruta efec-
tiva hacia la descarbonización y la seguridad energética. Para 
alcanzar este objetivo, es fundamental establecer objetivos 
claros, diseñar políticas estratégicas, implementar progra-
mas de desarrollo, optimizar los marcos regulatorios y acti-
var instrumentos financieros que faciliten la reactivación de 
proyectos existentes y la promoción de nuevas iniciativas en 
el sector eólico. Este desarrollo integrado persigue un obje-
tivo ambicioso: aumentar la capacidad instalada de aproxi-
madamente 6.5 GW a 73.3 GW para 2060 ($c/, 2023). Este 
incremento no solo consolidará la posición de México en la 
transición energética global, sino que también contribuirá 
significativamente a la mitigación de los gases de efecto in-
vernadero, con un potencial de reducción estimado de 51.2 
MtCO2e para el mismo periodo.

Debido a su naturaleza limpia y renovable, y a la notable 
reducción de costos en los últimos años, la energía eólica 
se ha consolidado como una alternativa viable para la gene-
ración de electricidad a gran escala. Sin embargo, su éxito 
depende de la selección de emplazamientos con viento cons-
tante y velocidades adecuadas. En México, la geografía ofrece 
varias áreas terrestres y marítimas ideales para aprovechar 
esta fuente de energía. Las regiones con mayor potencial 
son el istmo de Tehuantepec, Tamaulipas, Baja California, el 
golfo de México y la península de Yucatán, aunque muchas 
otras zonas también tienen condiciones favorables para su 
desarrollo.

No obstante, el hecho de que estas áreas cuenten con po-
tencial de generación no significa que tengan también las 
condiciones sociales para la instalación de un proyecto eóli-
co. Por ejemplo, el istmo de Tehuantepec, con uno de los ma-
yores potenciales de generación en México, es también una 
región en la que se ha producido una fuerte oposición a los 
proyectos debido a la falta de visión social en su diseño, que 
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permitiría redistribuir los beneficios entre la comunidad, en 
lugar de debilitar el tejido social y beneficiar a unos pocos. 
En este sentido, es necesario que los proyectos sean integra-
les y consideren no solo la geografía del sitio, sino también 
incluyan un enfoque social en su diseño.

Según la información de los permisos otorgados, la c(e 
reportó, para 2023, una capacidad de generación eólica en 
tierra en México igual a 7 700 MW. Esta cifra corresponde 
a un total de 68 plantas que operan en el país, cuya distri-
bución por entidad federativa se presenta en la Figura 3. Al 
respecto, los tres estados con mayor capacidad instalada son: 
Oaxaca, con 2 657 MW; Tamaulipas, con 1 925 MW, y Nuevo 
León, con 798 MW.

Aproximadamente, el 20 % de la capacidad total proviene 
de los proyectos de las subastas a largo plazo realizadas entre 

Figura 3. Capacidad instalada de generación eólica en tierra 
(MW), 2023.
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2015 y 2017, mientras que menos del 2 % es de la cfe. En este 
sentido, el 5$$(ce indica que, entre 2024 y 2038, se espera in-
corporar una capacidad de generación eólica interconectada 
equivalente a 27 687 MW; esto es, casi 3.6 veces la capacidad 
en 2023 (Sener, 2024). Así, según el escenario de planificación 
del 5$$(ce, se espera que la capacidad de generación eólica 
en 2038 sea equivalente a 35 387 MW. En cambio, según las 
estimaciones del documento de itinerarios sectoriales, para el 
mismo periodo, la ruta propone una capacidad de 29 334 MW, 
lo que representa aproximadamente el 82 % de la propuesta 
en el 5$$(ce ($c/, 2023; Presidencia de la República, 2025b).

Generación distribuida residencial
La generación distribuida es el esquema de participación en 
el sistema eléctrico nacional que les permite a los usuarios 
convertirse en productores de pequeña escala —capacidad 
instalada inferior a 700 kW— bajo la figura de generador 
exento, que no requiere un permiso para producir electrici-
dad ($c/, 2022). Según la c(e (2025), a finales de 2024, la ca-
pacidad instalada en generación distribuida era de 4.44 GW, 
de los cuales el 99.4 % corresponde a generación solar. La Fi-
gura 4 muestra la distribución de la capacidad instalada de 
generación distribuida residencial en el país. En este senti-
do, Jalisco es el estado con mayor capacidad (658.04 MW), se-
guido de Nuevo León (468.77 MW), Chihuahua (317.74 MW), 
Guanajuato (290.06 MW) y el Estado de México (230.2 MW).

El Prodesen 2024-2038 indica que la generación distri-
buida residencial tiene el potencial de beneficiar a 743 695 
habitantes que no tienen acceso a la electricidad. Entre los 
beneficios adicionales se encuentra la mejora de la calidad 
de vida asociada al acceso a servicios de salud, educación y 
vivienda que están vinculados al suministro de electricidad 
(Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2025).

Impacto de las cuatro acciones
La implementación de las cuatro acciones de transición ener-
gética analizadas genera impactos significativos en múltiples 
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dimensiones sociales, económicas y territoriales, cuyos efec-
tos varían según el tipo de acción y el contexto local. En el 
ámbito del empleo, el retiro justo y planificado de las plantas 
fósiles implica pérdidas estructurales de puestos de trabajo 
concentradas territorialmente, con efectos en cascada para 
las economías locales dependientes de estas actividades. Es-
tas pérdidas no solo afectan el ingreso de los hogares, sino 
que también conllevan costos sociales y simbólicos, como la 
ruptura de trayectorias laborales, la pérdida de identidad pro-
ductiva y, en algunos casos, procesos de migración forzada 
hacia territorios con mayores oportunidades económicas. La 
transferencia de competencias hacia sectores renovables es li-
mitada, dada la brecha entre los perfiles laborales requeridos.

Las acciones de expansión solar y eólica a gran escala 
presentan un perfil distinto. Si bien generan empleo, este se 

Figura 4. Capacidad instalada de generación distribuida 
residencial (MW), 2024.

Fuente: elaboración propia con datos de la CRE (2025).
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concentra principalmente en las fases temporales de cons-
trucción, con oportunidades reducidas en las etapas de ope-
ración y mantenimiento. En territorios con economías loca-
les frágiles, esta dinámica puede producir ciclos de auge y 
contracción, reforzar desigualdades preexistentes y despla-
zar a actores locales menos competitivos. La escasa articula-
ción de los proyectos con las economías locales y la limitada 
formación de capacidades restringen los beneficios de largo 
plazo y generan tensiones sociales asociadas a la presión res-
pecto a los servicios básicos y recursos locales.

Desde la perspectiva de la salud y el medioambiente, el 
retiro de las tecnologías fósiles tiene efectos potencialmente 
positivos al reducir la exposición a contaminantes, residuos 
tóxicos y riesgos sanitarios asociados a la minería y la genera-
ción termoeléctrica. No obstante, estos beneficios dependen 
de una gestión adecuada del cierre y desmantelamiento, ya 
que la disposición inadecuada de los desechos peligrosos y la 
contaminación residual del suelo y los ecosistemas pueden 
generar impactos persistentes. 

Por su parte, los proyectos solares y eólicos a gran escala 
introducen riesgos ambientales vinculados a la alteración del 
uso del suelo, la fragmentación de ecosistemas, la afectación 
de la biodiversidad y la degradación del paisaje, especialmen-
te cuando se desarrollan en zonas ecológicamente sensibles 
o sin una planificación ambiental integral. En ese sentido, la 
generación distribuida residencial plantea desafíos específi-
cos relacionados con la gestión futura de paneles y baterías, 
así como con los riesgos de contaminación asociados a una 
eliminación inadecuada de estos componentes.

En términos de pobreza energética y acceso, la transi-
ción presenta efectos ambivalentes. El retiro de plantas fósi-
les puede afectar la continuidad del suministro eléctrico en 
regiones dependientes de estas instalaciones. En el caso de 
la generación distribuida residencial, los principales riesgos 
se asocian a barreras de acceso económico e institucional: 
altos costos iniciales, endeudamiento de los hogares, falta de 
financiamiento accesible, ausencia de proveedores certifica-
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dos y limitaciones en la infraestructura habitacional. Estos 
factores pueden generar procesos de exclusión relativa, en 
los que los beneficios de la transición se concentran en hoga-
res con mayores capacidades económicas.

Finalmente, los impactos en torno a la gobernanza, la 
participación comunitaria y el equilibrio territorial atravie-
san, de manera transversal, las cuatro acciones. El retiro de 
las actividades fósiles implica pérdidas de ingresos fiscales y 
expone la dependencia de los presupuestos estatales y de em-
presas públicas como Pemex. Las acciones renovables a gran 
escala, por su parte, han estado asociadas a conflictos sociales, 
percepciones de injusticia distributiva, falta de transparencia 
y déficits en los mecanismos de participación comunitaria, 
particularmente en territorios con una fuerte identidad cul-
tural o exclusión histórica. En el caso de la generación distri-
buida, las percepciones de inequidad en la asignación de sub-
sidios y apoyos pueden erosionar la confianza institucional. 
De manera transversal, se observan impactos diferenciados 
por género, por la exclusión de las mujeres en la toma de de-
cisiones y, en algunos contextos, los efectos sociales adversos 
asociados a la llegada de trabajadores externos.

Resultados. Vulnerabilidad territorial estatal
Esta sección presenta los resultados del índice de vulnerabi-
lidad social para las cuatro acciones de transición energética 
analizadas. Los valores del índice se interpretan de manera 
comparativa, al tiempo que se identifican diferencias relati-
vas entre estados y entre acciones. Cabe decir que no se esta-
blece una clasificación única de vulnerabilidad general, dado 
que los perfiles varían según el tipo de acción considerada.

El índice de vulnerabilidad estatal asociado con la reti-
rada justa y planificada de las centrales termoeléctricas con-
vencionales y de carbón fósil se centra en las tres entidades 
federativas con mayor capacidad instalada que se retirará 
para 2036, según la $c/ (2023): Guerrero, con una capaci-
dad instalada de 2 616 MW; Coahuila, con 2 388 MW, y Ve-
racruz, con 2 000 MW. Así, para este análisis se considera la 
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retirada de las tres centrales de carbón del país, ubicadas en  
Coahuila y Guerrero, así como una planta termoeléctrica 
en Veracruz.

Para construir el índice de vulnerabilidad con respecto 
a la generación solar, se consideraron los tres estados con 
mayor capacidad instalada proyectada hasta 2060, según la 
vía propuesta por la $c/. En este sentido, Sonora tendrá la 
mayor capacidad, con 6 240 MW, seguido de Chihuahua, con 
4 160 MW, y, finalmente, Puebla, que tiene una previsión de 
3 890 MW. Estas entidades tienen las mayores perspectivas 
de capacidad solar y, por consiguiente, ocuparán una mayor 
proporción de sus territorios, razón por la cual son más pro-
pensos a recibir los impactos negativos de esta acción.

Por otra parte, para la expansión de la generación eólica 
terrestre a gran escala, el cálculo del índice de vulnerabilidad 
se centra en los tres estados con la mayor capacidad insta-
lada para 2060, según la ruta propuesta por la $c/ (véase 
en la Figura 5 la proyección para la capacidad instalada de 
generación eólica en 2060). Tamaulipas tendrá la mayor ca-
pacidad, con 11 370 MW, seguido de Coahuila, con 9 730 MW, 
y, finalmente, Nuevo León, que tiene una previsión de 6 210 
MW. Estas tres entidades tienen las mayores perspectivas de 
capacidad de generación eólica en tierra y, por consiguiente, 
ocuparán una mayor proporción de sus territorios, razón por 
la cual es más probable que reciban los impactos negativos 
de esta acción.

El estudio de las vulnerabilidades asociadas a la instala-
ción de generación distribuida residencial se centra en los es-
tados con las temperaturas más altas durante el verano (véase 
la Figura 6), considerando que el aumento de la temperatura 
afecta a la población en términos de mayor estrés térmico, 
brotes de enfermedades, desnutrición, además de efectos psi-
cológicos asociados a los fenómenos meteorológicos extremos 
(Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 2023).

De acuerdo con lo anterior, para el análisis de esta acción 
se eligió a Sonora y Sinaloa, ya que tienen las temperatu-
ras más altas durante el verano, con 38 °C y 36 °C en prome-
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dio, respectivamente. Además, se escogió a Baja California 
porque, a pesar de no encontrarse entre los estados con la 
temperatura más alta, tiene uno de los municipios con las 
condiciones climáticas más extremas durante el verano: Ti-
juana. El $ne.$ indica que este municipio puede experimen-
tar temperaturas de hasta 45 °C, por lo que es interesante 
agregar también al análisis a Baja California ($ne.$, 2025b). 
Además, en línea con la Estrategia Nacional del Sector Eléc-
trico, recientemente presentada por la presidenta Claudia 
Sheinbaum, que forma parte del Plan Energético Nacional, 
se contempla un ambicioso proyecto para la instalación de 
paneles fotovoltaicos en hogares del norte del país, comen-
zando en Mexicali, Baja California.

Cada acción de la transición energética implica dinámi-
cas y contextos específicos, por lo que es esencial observar 

Figura 5. Capacidad de generación eólica propuesta (MW), 
2060.

Fuente: elaboración propia con datos de la ICM (2023).
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Figura 6. Clasificación de los estados según su temperatura 
(°C).

Fuente: elaboración propia con datos del INEGI (2025a).
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sus efectos de manera comparativa para identificar patrones 
comunes o contrastes relevantes. En este sentido, en la Figu-
ra 7 se ilustran los resultados. 

Para el retiro de plantas fósiles, Guerrero es el más vul-
nerable, con 4 puntos en el índice —vulnerabilidad media-al-
ta—, seguido por Veracruz, con 3 puntos —vulnerabilidad 
media— y Coahuila, con 2 puntos —vulnerabilidad me-
dia-baja—. En este caso, Guerrero tiene la mayor capacidad 
de jubilación, así como las variables socioeconómicas con 
peor desempeño, lo cual lo hace más sensible al retiro de 
las centrales térmicas de carbón ubicadas en su territorio. 
Aunque Veracruz y Coahuila están mejor posicionados en 
términos de vulnerabilidad, es importante recordar que las 
economías locales dependen en gran medida de la extrac-
ción y refinación del petróleo, así como de la minería del 
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Figura 7. Resultados del índice de vulnerabilidad para los 
estados seleccionados (puntos).

Fuente: elaboración propia.
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carbón y sus ventas a plantas alimentadas con carbón. Estas 
actividades no se tomaron en cuenta en el índice, lo que hace 
muy posible que ambos estados tengan un nivel de vulnera-
bilidad más alto del que reflejan los resultados. Sin embargo, 
esto podría determinarse con la información del municipio 
donde se encuentran las plantas y las minas, con el fin de 
ofrecer una respuesta más precisa, que se pierde cuando se 
utilizan los datos en el ámbito estatal.

En cuanto al incremento de la capacidad de generación 
solar fotovoltaica a gran escala, se observa que los tres es-
tados seleccionados —Sonora, Chihuahua y Puebla— tienen 
un índice de vulnerabilidad medio, con un valor de 3 puntos. 
Puebla tiene una puntuación más alta en exposición, porque 
es el de mayor proporción de población indígena, la cual po-
dría sufrir los impactos vinculados a la instalación de nuevos 
proyectos. Además, como es la entidad con menor área en 
comparación con Sonora y Chihuahua, una mayor parte de su 
territorio sería ocupada por plantas solares, lo que reduciría 
la superficie disponible para las actividades forestales o agrí-
colas. Sin embargo, Puebla tiene la mayor cobertura de pro-
gramas sociales y monitoreo ambiental, así como una menor 
percepción de corrupción, lo que contribuye a su capacidad 
de adaptación y lo ubica con la mejor puntuación en esta ca-
tegoría —media—, lo cual compensa su alta exposición.

Por otra parte, en el caso del aumento de la capacidad de 
generación eólica terrestre, así como en la acción anterior, 
Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas tienen un índice de vul-
nerabilidad medio, equivalente también a 3 puntos. Cabe se-
ñalar que no hay diferencias drásticas en las puntuaciones de 
cada uno de los componentes del índice. Esto se debe a que 
los estados tienen un rendimiento similar en cuanto a las  
variables socioeconómicas consideradas.

Según los resultados del índice de estas dos acciones, se 
observa que hay diferencias notables en su magnitud entre 
los estados del norte y los del centro-sur. Aunque los índices 
de cada acción no son directamente comparables, ya que no 
incorporan las mismas variables, el factor socioeconómico 
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de los estados septentrionales refleja su rendimiento econó-
mico. En este sentido, la necesidad de contar con políticas 
públicas que puedan mitigar estas vulnerabilidades, mien-
tras se presta atención a las necesidades particulares de cada 
entidad, se hace relevante.

Con respecto a la instalación de generación distribuida 
residencial, se observa que Sonora y Sinaloa presentan una 
vulnerabilidad de 4 puntos —media-alta—, mientras que Baja 
California tiene 3 puntos —vulnerabilidad media—. Cabe 
destacar que Sonora y Sinaloa tienen un nivel medio-bajo de 
capacidad adaptativa debido al bajo retorno en la inversión 
de los paneles residenciales y a las tarifas eléctricas subsidia-
das que benefician a la mayoría de la población en dichos 
estados (Hancevic et al., 2017).

Los resultados presentados en esta sección muestran que 
la vulnerabilidad se distribuye de manera diferente entre los 
estados para los cuales se analiza cada una de las acciones. 
Aunque estos pueden tener el mismo nivel de vulnerabili-
dad, hay diferencias entre las puntuaciones obtenidas en 
cada uno de los componentes. Cada acción analizada —reti-
ro de las centrales fósiles, expansión de la generación solar 
y eólica terrestre a gran escala e instalación de generación 
distribuida residencial— implica patrones específicos de ex-
posición, sensibilidad y capacidad adaptativa, determinados 
por el área geográfica y las condiciones socioeconómicas y 
estructurales de cada entidad federativa.

Conclusiones
Este capítulo ha analizado la transición energética en México 
desde una perspectiva de vulnerabilidad socioterritorial con 
base en las trayectorias de descarbonización propuestas por 
los estudios de la $c/ (2022 y 2023). A partir de un índice de 
vulnerabilidad construido para las dimensiones de exposi-
ción, sensibilidad y capacidad adaptativa, el análisis muestra 
que los efectos sociales potenciales de la transición energéti-
ca presentan una heterogeneidad territorial marcada, tanto 
entre estados como entre acciones de transición.
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Uno de los principales resultados es que la vulnerabili-
dad social no está determinada únicamente por la presencia 
o intensidad de las acciones de la transición energética, sino 
por la interacción con las condiciones estructurales preexis-
tentes. Los estados con alta exposición a proyectos de ener-
gías renovables o a nuevas infraestructuras no necesaria-
mente presentan altos niveles de vulnerabilidad, mientras 
que otros con menor exposición registran valores elevados 
del índice debido a sus altos niveles de pobreza, informali-
dad laboral y capacidades adaptativas limitadas. Este hallaz-
go cuestiona las lecturas agregadas de la transición energé-
tica y subraya la importancia de incorporar una dimensión 
territorial en su análisis.

El contraste entre las acciones analizadas refuerza esta 
conclusión. La reconversión de actividades vinculadas a los 
combustibles fósiles genera vulnerabilidades intensas, pero 
territorialmente concentradas, asociadas a la dependencia 
sectorial y a la baja diversificación productiva. En cambio, 
la introducción de nuevas tecnologías relacionadas con la 
descarbonización produce vulnerabilidades más difusas, vin-
culadas principalmente a brechas de capital humano y ca-
pacidades productivas. La expansión de energías renovables 
y el desarrollo de infraestructuras energéticas ocupan una 
posición intermedia, con impactos que dependen de manera 
crítica del contexto socioeconómico local.

El enfoque adoptado en este capítulo nos permite, ade-
más, clarificar el vínculo entre la vulnerabilidad territorial 
y la de los actores. Si bien el análisis se realiza en el ámbito 
estatal, los resultados reflejan configuraciones de riesgo que 
afectan de manera diferenciada a las y los trabajadores, las 
comunidades y las economías locales, dependiendo de dónde 
se encuentran. En este sentido, el territorio no se conceptua-
liza como un actor, sino como el marco estructural en el que 
se concentran y se amplifican las vulnerabilidades sociales 
asociadas a la transición energética.

Por último, los resultados muestran que la transición 
energética en México no puede entenderse únicamente 
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como un proceso tecnológico o ambiental. Se trata de una 
transformación con implicaciones sociales territorialmen-
te diferenciadas, cuyo impacto depende en gran medida de 
la capacidad de los estados para absorber, adaptarse y res-
ponder a los cambios en la estructura energética. Identificar 
estas configuraciones de vulnerabilidad constituye un paso 
necesario para comprender los riesgos sociales asociados a 
la transición energética en México y para situar el debate 
sobre la descarbonización en el contexto más amplio de las 
desigualdades territoriales del país.
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Introducción
La transición energética se ha convertido en uno de los ejes 
centrales del debate económico y social contemporáneo, 
tanto a escala global como en México. A diferencia de las 
transiciones energéticas anteriores —que se desplegaron de 
manera gradual a lo largo de varias décadas—, la actual se 
caracteriza por la urgencia impuesta por la crisis climática y 
por una preocupación explícita por sus efectos distributivos. 
Ya no se trata únicamente de sustituir fuentes de energía, 
sino de hacerlo en un contexto de profundas desigualdades 
territoriales, laborales y sociales, en el que los costos y bene-
ficios del cambio no se distribuyen de manera uniforme.

México no es ajeno a esta dinámica. La historia energé-
tica del país (Castañeda Garza, 2021) muestra una sucesión 
de transiciones —del carbón al petróleo, del petróleo al gas, 
de la hidroelectricidad a nuevas fuentes— que han estado 
estrechamente ligadas a procesos de industrialización, cre-
cimiento económico y transformación del mercado laboral. 
Sin embargo, la transición en curso presenta dos diferencias 
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fundamentales respecto del pasado. En primer lugar, el rit-
mo requerido es considerablemente más acelerado. Mientras 
que históricamente una nueva fuente energética tardaba va-
rias décadas en consolidarse, hoy los compromisos climáti-
cos y la presión internacional obligan a concentrar transfor-
maciones profundas en un horizonte temporal mucho más 
corto. En segundo lugar, existe una conciencia social crecien-
te acerca de quiénes ganan y quiénes pierden con estos cam-
bios, y de la necesidad de evitar que la transición reproduzca 
o amplifique las desigualdades preexistentes.

En México, estas tensiones adquieren una relevancia par-
ticular debido a la coexistencia de dos rasgos estructurales. 
Por un lado, el país mantiene una fuerte dependencia históri-
ca de los combustibles fósiles, en términos tanto productivos 
como fiscales y laborales. Regiones como Tabasco y Veracruz 
han construido su tejido económico alrededor de la extrac-
ción y refinación de petróleo, lo que las expone de manera 
desproporcionada a los costos del abandono gradual de estas 
actividades. Por otro lado, México cuenta con un potencial 
considerable para el uso de energías renovables, especial-
mente solar y eólica, concentrado en estados como Oaxaca, 
Sonora y otros del norte del país. Esta asimetría geográfica 
anticipa una redistribución espacial del empleo y del ingreso 
asociada a la transición.

El objetivo de este capítulo es analizar de qué manera la 
transición energética en México puede afectar el empleo y la 
desigualdad en el corto y mediano plazo, con énfasis en el ho-
rizonte de 2030. A partir de un enfoque cuantitativo basado 
en un modelo insumo-producto, se examinan distintos esce-
narios de transición para identificar ganadores y perdedores, 
no solo en términos sectoriales, sino también regionales y de 
género. El análisis parte de una premisa central: aun cuando 
la transición genere un saldo neto positivo de empleo en el 
ámbito nacional, sus efectos distributivos pueden ser hetero-
géneos y socialmente problemáticos si no se acompañan de 
políticas públicas deliberadas.
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Empleo, territorio y justicia 
en la transición energética
La transición energética se ha consolidado como uno de los 
principales motores de transformación del empleo en el 
mundo. El desplazamiento progresivo de los combustibles 
fósiles por fuentes renovables genera expectativas importan-
tes en torno a la creación de nuevos puestos de trabajo, pero 
también evidencia profundas asimetrías en la distribución 
de sus beneficios y costos. Lejos de producir efectos homogé-
neos, la transición tiende a reorganizar el empleo de manera 
desigual entre sectores, territorios y grupos sociales, lo que 
explica la creciente centralidad de la noción de justicia en 
los debates contemporáneos acerca de la política energética.

En el ámbito global, los sectores vinculados a las energías 
renovables han experimentado un crecimiento acelerado del 
empleo durante la última década. La expansión de la energía 
solar y eólica ha generado millones de puestos de trabajo, 
particularmente en las fases de manufactura, construcción 
e instalación. Sin embargo, la calidad y estabilidad de estos 
empleos varía considerablemente entre países y regiones. En 
economías avanzadas, una parte significativa de estos pues-
tos se inserta en mercados laborales formales y regulados, 
mientras que en países en desarrollo prevalecen esquemas 
contractuales precarios, trabajo temporal y altos niveles de 
informalidad. Esta heterogeneidad pone de relieve que la 
creación de empleo, por sí sola, no garantiza mejoras en tér-
minos de bienestar ni de reducción de desigualdades.

En paralelo, las industrias basadas en combustibles fósi-
les enfrentan un proceso de contracción estructural. La dis-
minución de la demanda de carbón, petróleo y gas, impulsa-
da por políticas climáticas, cambios tecnológicos y dinámicas 
de mercado, amenaza los medios de vida de trabajadores y 
comunidades enteras que dependen de estas actividades. La 
evidencia internacional muestra que estas pérdidas de em-
pleo suelen concentrarse territorialmente y afectan de mane-
ra desproporcionada a las regiones monoindustriales, donde 
las alternativas productivas son limitadas y las capacidades 
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de reconversión laboral son reducidas (Stevis y Felli, 2015). 
La transición energética, en este sentido, no solo redistribu-
ye empleo entre sectores, sino que reconfigura geografías 
económicas completas.

En este contexto emerge el concepto de transición justa 
como un marco normativo y analítico para abordar los dile-
mas distributivos asociados al cambio energético. Más que 
una categoría abstracta, la transición justa remite a un con-
junto de principios orientados a asegurar que los beneficios 
de la descarbonización no se logren a costa de la exclusión 
social. Entre estos destacan la creación de empleo decente en 
sectores sostenibles, la protección social de los trabajadores 
desplazados y la participación de las comunidades afectadas 
en los procesos de toma de decisiones. La literatura subraya 
que, sin políticas activas en estos frentes, la transición corre 
el riesgo de reproducir desigualdades existentes o incluso 
profundizarlas.

El territorio ocupa un lugar central en este debate. La 
localización de los recursos renovables, la estructura produc-
tiva regional y la inserción de las economías locales en cade-
nas de valor nacionales e internacionales condicionan fuer-
temente los resultados laborales de la transición. Mientras 
algunas regiones están bien posicionadas para captar nuevas 
inversiones y empleo asociado a las energías limpias, otras 
enfrentan una pérdida neta de actividad económica. Estas 
disparidades territoriales son particularmente relevantes en 
países con altos niveles de desigualdad regional, como Mé-
xico, donde las brechas de ingreso, infraestructura y capital 
humano entre estados son persistentes.

La dimensión de género constituye otro eje crítico. En el 
ámbito global, las mujeres se encuentran subrepresentadas 
en los sectores energéticos, tanto tradicionales como renova-
bles, y suelen concentrarse en ocupaciones administrativas 
o de menor remuneración. Aunque las energías renovables 
presentan, en promedio, una mayor participación de las mu-
jeres que los combustibles fósiles, esta diferencia no es su-
ficiente para revertir patrones estructurales de segregación 
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ocupacional. Sin intervenciones específicas, la transición 
energética puede generar nuevos empleos sin modificar sus-
tancialmente las desigualdades de género en el mercado la-
boral, e incluso reforzarlas si los puestos mejor remunerados 
continúan ocupados mayoritariamente por hombres.

En el caso mexicano, estas dinámicas globales interac-
túan con características propias del mercado laboral y del 
desarrollo regional. La elevada informalidad, la limitada co-
bertura de la protección social y la fuerte segmentación te-
rritorial del empleo amplifican los riesgos distributivos de 
la transición. La creación de empleo en el sector de energías 
renovables puede coexistir con la destrucción de puestos de 
trabajo bien remunerados y sindicalizados en sectores fósi-
les, lo que genera pérdidas netas de ingreso para ciertos gru-
pos, aun en escenarios de crecimiento agregado del empleo.

El presente capítulo adopta una perspectiva que integra 
estas dimensiones —sectorial, territorial y de género— para 
analizar los efectos de la transición energética en México. 
En lugar de evaluar únicamente el balance neto de empleo, 
se pone el acento en la forma en que dicho balance se dis-
tribuye en el espacio y entre distintos grupos sociales. Este 
enfoque permite identificar no solo el potencial de la transi-
ción como estrategia de desarrollo, sino también sus límites 
y tensiones, y aportar elementos para una discusión más in-
formada acerca de las políticas necesarias para avanzar hacia 
una transición energética verdaderamente justa.

La transición energética y 
el mercado laboral en México
La transición energética en México se desarrolla en un con-
texto marcado por una fuerte herencia fósil y por profundas 
disparidades regionales en términos productivos y laborales. 
Durante gran parte del siglo 66, el petróleo ocupó un lugar 
central en el modelo de desarrollo del país, no solo como 
fuente de energía, sino también como pilar fiscal y símbolo 
de soberanía económica (Grayson, 2020). La empresa estatal 
Pemex estructuró cadenas productivas completas y dio lugar 
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a mercados laborales relativamente estables y bien remune-
rados en regiones específicas, particularmente en estados 
como Tabasco y Veracruz. Esta configuración dejó una huella 
duradera en la geografía económica del país, que condiciona 
de manera decisiva los efectos actuales de la transición.

En las últimas décadas, sin embargo, este modelo ha en-
trado en tensión. La declinación de la producción petrole-
ra, el aumento del endeudamiento de Pemex y la creciente 
presión internacional para reducir las emisiones de gases de 
efecto invernadero han erosionado la viabilidad económica y 
ambiental de una estrategia basada en los combustibles fósi-
les. Al mismo tiempo, México ha sido identificado como uno 
de los países con mayor potencial para el desarrollo de ener-
gías renovables, en particular solar y eólica (International Re-
newable Energy Agency, 2020). Este potencial se concentra 
territorialmente en estados del norte y del sur del país, lo 
que anticipa una redistribución espacial de la actividad eco-
nómica asociada al sector energético.

Las reformas energéticas de 2013 marcaron un punto de 
inflexión al abrir el sector a la inversión privada y promo-
ver la expansión de las energías limpias. Durante los años 
siguientes, la capacidad instalada de energía solar y eólica 
creció de manera sostenida y, con ella, el empleo asociado 
a estas actividades. No obstante, este proceso fue interrum-
pido a partir de 2018, cuando la política energética priorizó 
nuevamente el fortalecimiento de las empresas estatales y 
redujo el apoyo institucional a los proyectos renovables. Esta 
volatilidad regulatoria introdujo incertidumbre en las deci-
siones de inversión y afectó el ritmo de creación de empleo 
en el sector (García, 2023).

Más recientemente, el cambio de administración ha reac-
tivado los compromisos en materia de transición energética, 
con nuevos objetivos de expansión de las energías renovables 
y planes de inversión pública de gran escala. Estos anuncios 
abren un escenario de aceleración del proceso de descarboni-
zación, pero también plantean interrogantes acerca de su im-
pacto en el mercado laboral y en la distribución regional del 
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empleo. La coexistencia de regiones altamente dependientes 
de los combustibles fósiles y de territorios con ventajas com-
parativas en energías limpias sugiere que los efectos de la 
transición serán heterogéneos y potencialmente conflictivos.

El mercado laboral mexicano añade una capa adicional de 
complejidad: la elevada informalidad —que supera la mitad 
del empleo total en varios estados— limita la capacidad de la 
transición para traducirse en mejoras sostenidas del ingreso 
y de la protección social. En el sector energético, la informa-
lidad laboral se manifiesta con particular intensidad en las 
fases de construcción e instalación de proyectos renovables, 
donde predominan los contratos temporales y esquemas labo-
rales precarios. En contraste, muchos de los empleos asocia-
dos a los combustibles fósiles, especialmente en la extracción 
y refinación, han estado históricamente sindicalizados y han 
ofrecido mejores condiciones salariales y de seguridad social.

Desde una perspectiva territorial, estas diferencias ad-
quieren un peso central. Los estados con una base industrial 
diversificada y mayores niveles de capital humano —como 
Nuevo León o Sonora— están en mejor posición para cap-
turar los beneficios indirectos y de arrastre de la transición 
e integrarse a cadenas de valor más complejas. En cambio, 
las regiones con economías menos diversificadas y altos ni-
veles de informalidad enfrentan mayores dificultades para 
transformar el potencial renovable en empleo de calidad. 
Este contraste es particularmente visible entre los estados 
del norte y del sur del país, y plantea el riesgo de que la tran-
sición energética refuerce brechas regionales preexistentes.

La dimensión de género también es relevante en este con-
texto. Las mujeres participan de manera limitada en el sector 
energético, tanto en actividades fósiles como renovables, y 
su inserción se concentra en ocupaciones administrativas o 
de apoyo. Aunque las energías renovables tienen potencial 
para ampliar la participación de las mujeres, especialmente 
en nuevas ocupaciones técnicas y profesionales, estas opor-
tunidades no se materializan automáticamente. Las barreras 
educativas, culturales y de conciliación entre el trabajo y los 
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cuidados siguen restringiendo el acceso de las mujeres a los 
puestos mejor remunerados del sector.

En conjunto, la transición energética en México se inscri-
be en un entramado complejo de herencias productivas, des-
igualdades territoriales y segmentaciones laborales. Analizar 
sus efectos en el empleo y la desigualdad requiere, por lo 
tanto, un enfoque que vaya más allá de los agregados nacio-
nales y que permita captar cómo interactúan estos factores 
en distintos escenarios de política y de inversión. Sobre esta 
base, el siguiente apartado presenta la estrategia metodoló-
gica utilizada para estimar los efectos laborales de la transi-
ción y para explorar sus implicaciones distributivas.

Metodología
El análisis de los efectos laborales de la transición energé-
tica requiere un marco capaz de capturar, de manera cohe-
rente, las interdependencias productivas que estructuran la 
economía y los mecanismos mediante los cuales los cambios 
sectoriales se traducen en variaciones del empleo. Con este 
objetivo, el capítulo adopta un enfoque insumo-producto de 
carácter multisectorial, que permite simular choques exóge-
nos de demanda asociados a distintas trayectorias de tran-
sición energética y rastrear su propagación a lo largo de las 
cadenas productivas. Este tipo de modelo es particularmente 
adecuado para analizar transformaciones estructurales en el 
corto y mediano plazo, ya que asume coeficientes técnicos 
fijos y ausencia de efectos de precios, hipótesis consistentes 
con un horizonte temporal en el que las capacidades produc-
tivas y tecnológicas se ajustan de manera gradual.

La matriz insumo-producto utilizada corresponde a la 
economía mexicana de 2020 y distingue 57 sectores pro-
ductivos. Sobre esta base, se introducen modificaciones en 
la demanda final de sectores energéticos específicos —tanto 
fósiles como renovables— en función de distintos escenarios 
de política e inversión con horizonte en 2030. El modelo per-
mite estimar efectos directos, indirectos e inducidos del em-
pleo, así como incorporar ajustes subnacionales que captu-
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ran la heterogeneidad estructural entre estados, en términos 
de especialización productiva e informalidad laboral. Este 
enfoque proporciona una base empírica para evaluar no solo 
el balance agregado de empleo, sino también su distribución 
territorial y sectorial, elementos centrales para el análisis de 
la desigualdad asociada a la transición.

El análisis distingue tres tipos de efectos en el empleo. 
En primer lugar, los directos corresponden a los puestos de 
trabajo creados o destruidos en los sectores directamente 
afectados por la transición, como la construcción de parques 
eólicos, la manufactura de equipos renovables o la extrac-
ción de hidrocarburos. En segundo lugar, los indirectos cap-
turan el empleo generado o perdido en las actividades que 
proveen insumos a estos sectores, entre ellos, la industria 
manufacturera, la construcción, el transporte y los servicios 
empresariales. Por último, los efectos inducidos reflejan los 
cambios en el empleo derivados del aumento o la reducción 
del consumo de los hogares, a medida que los ingresos labo-
rales se expanden o se contraen.

Para operacionalizar estos canales, se utilizan coeficien-
tes de empleo que vinculan el nivel de producción sectorial 
con el número de puestos de trabajo, así como multiplica-
dores que sintetizan la magnitud de los efectos indirectos e 
inducidos (véase el Cuadro 1). Estos parámetros se estiman a 
partir de información del Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía ($ne.$) y de fuentes sectoriales, y permiten traducir 
variaciones en la producción en cambios en el empleo. Dado 
que la intensidad laboral varía considerablemente entre sec-
tores, esta distinción es clave para evaluar el impacto relativo 
de las energías renovables y de los combustibles fósiles.

Un elemento central del enfoque adoptado es la cons-
trucción de escenarios alternativos de transición (véase el 
Cuadro 2). En lugar de asumir una trayectoria única, se consi-
deran cuatro escenarios que reflejan distintos grados de am-
bición en materia de política energética, inversión pública y 
privada, y capacidad institucional. Estos escenarios —opti-
mista, pesimista, realista, y el asociado a la nueva meta del 
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38 % de generación renovable— permiten explorar un rango 
plausible de resultados y comparar cómo varían los efectos 
laborales según el ritmo y la profundidad de la transición. El 
escenario realista se utiliza como referencia principal, por 
considerarse el más consistente con las restricciones fiscales 
y políticas actuales.

Dado el fuerte carácter territorial de la economía energé-
tica mexicana, el análisis incorpora ajustes en el ámbito es-
tatal (véase el Cuadro 3) para captar la heterogeneidad regio-
nal. Estos consideran la especialización productiva de cada 
estado, su grado de informalidad laboral y su peso relativo 
en la producción nacional de distintos sectores energéticos. 
De este modo, los coeficientes y multiplicadores nacionales 
se adaptan para reflejar las diferencias en la capacidad de los 
territorios para absorber y amplificar los efectos de la tran-

Sector

Empleos 
directos 

(millones de 
MXN)

Multiplicador 
tipo I

Multiplicador 
tipo II

Extracción de 
petróleo y gas 5.2 1.8 2.3

Minería del carbón 6.1 1.6 2.0

Refinación de 
petróleo 4.3 2.0 2.5

Manufactura de 
equipos solares 
y eólicos

8.7 2.2 3.0

Construcción de 
parques eólicos 12.4 1.9 2.4

Cuadro 1. Coeficientes de empleo y multiplicadores derivados 
de datos del INEGI.

Nota: tipo I: empleos directos e indirectos, y tipo II: empleos directos, indirectos 
e inducidos.
Fuente: elaboración propia.
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sición. Los estados con cadenas productivas más integradas 
y menores niveles de informalidad tienden a mostrar multi-
plicadores más elevados, mientras que, en las regiones con 
estructuras productivas más frágiles, los efectos inducidos 
son más limitados.

Finalmente, el enfoque permite integrar una dimensión 
distributiva adicional mediante la estimación de cambios en 
la desigualdad de los ingresos laborales. A partir de microda-
tos de encuestas de empleo, se asocian los puestos creados y 
destruidos con niveles salariales observados, lo que posibilita 
simular el impacto de la transición sobre la distribución del 

Cuadro 2. Escenarios insumo-producto.

Fuente: elaboración propia con base en entrevistas con líderes del sector.

Escenario Supuestos clave 
y metas de inversión

Reducción 
progresiva de 

los combustibles 
fósiles

Optimista

Cumplimiento pleno de las 
contribuciones determinadas a nivel 
nacional (NDC); inversión anual de 
10 000 MDD en energías renovables 
y políticas laborales robustas.

Petróleo y gas: 
-36 %

Carbón: -75 %
Refinación: -33 %

Pesimista

Estancamiento de la política 
energética: continuidad de los 
subsidios a los combustibles 
fósiles y baja inversión en fuentes 
renovables (3 000 MDD anuales).

Petróleo y gas: 
-12 %

Carbón: -25 %
Refinación: -4 %

Realista

Cumplimiento parcial de las NDC; 
inversión anual de 6 000 MDD en 
energías renovables y programas 
moderados de reconversión laboral.

Petróleo y gas: 
-24 %

Carbón: -50 %
Refinación: -19 %

Escenario 
del nuevo 
objetivo 
del 38 %

22 377 MDD de nueva inversión, de 
acuerdo con el Plan de Expansión 
de la Comisión Federal de 
Electricidad 2025-2030.

Petróleo y gas: 
-38 %

Carbón: -85 %
Refinación: -38 %
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ingreso del trabajo. Si bien este ejercicio tiene limitaciones 
—en particular, una subestimación del peso del empleo in-
formal—, ofrece una aproximación consistente para compa-
rar escenarios y evaluar la dirección y magnitud de los cam-
bios distributivos.

Creación y destrucción de empleo 
en distintos escenarios de transición
La simulación de los distintos escenarios de transición ener-
gética muestra que los cambios en la estructura productiva 
del sector energético tienen efectos significativos en el em-
pleo, en términos tanto de creación como de destrucción de 
puestos de trabajo. Sin embargo, estos no son simétricos ni 
homogéneos entre sectores, por lo que su interpretación re-
quiere distinguir cuidadosamente entre actividades fósiles 
y renovables, así como entre impactos directos y efectos de 
arrastre sobre el resto de la economía.

Estado Sector
Empleos 
directos/

millón de MXN

Multiplicador 
tipo II

Ajuste por 
informalidad

Nuevo 
León Manufactura 10.3 3.5 0.95

Oaxaca Construcción 
eólica 14.2 2.8 0.85

Sonora Manufactura 
solar 9.1 3.2 0.90

Tabasco Extracción de 
petróleo 5.6 2.4 0.75

Cuadro 3. Coeficientes específicos por estado, derivados del 
Sistema de Cuentas Nacionales del INEGI, 2021.

Nota: los multiplicadores incorporan los encadenamientos productivos regiona-
les. Por ejemplo, la base manufacturera avanzada de Nuevo León genera multi-
plicadores más elevados debido a la producción local de componentes.
Fuente: elaboración propia con base en cálculos del autor.
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En los sectores vinculados a los combustibles fósiles, la 
reducción progresiva de la extracción, la refinación y la mine-
ría de carbón se traduce en pérdidas de empleo directas que 
varían considerablemente según el escenario (véase el Cua-
dro 4). Las trayectorias más ambiciosas en términos de des-
carbonización implican contracciones sustantivas del empleo 
en estas actividades, mientras que las trayectorias más gra-
duales moderan las pérdidas, aunque no las eliminan. Dado 
el relativamente bajo contenido laboral de varias de estas ac-
tividades, las pérdidas directas son amplificadas por efectos 
indirectos e inducidos, en particular, en regiones donde las 
cadenas productivas asociadas al petróleo y al gas tienen un 
peso significativo en la economía local.

En contraste, la expansión de las energías renovables se 
relaciona con una creación de empleo considerablemente 
mayor, en términos tanto absolutos como relativos (véase 
el Cuadro 5). Las actividades asociadas a la manufactura de 
componentes solares y eólicos, así como a la construcción de 
infraestructura energética, presentan coeficientes de empleo 
más elevados que los sectores fósiles, lo que se traduce en un 
mayor número de puestos de trabajo por unidad de inver-
sión. A ello se suma la intensidad de los efectos indirectos, 

Cuadro 4. Pérdida de empleo directo en los sectores fósiles 
por escenario.

Fuente: elaboración propia con base en cálculos del autor.

Sector Escenario 
optimista

Escenario 
pesimista

Escenario 
realista

Nuevo 
escenario 

(38 %)

Petróleo y gas 5 382 980 2 543 19 140

Carbón 732 350 510 3 600

Refinación 3 118 770 2 347 11 900

Pérdida total 
de empleo en 
sectores fósiles

9 232 2 100 5 400 34 640
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derivados de la demanda de insumos industriales, servicios 
de ingeniería y actividades de construcción, que amplifican 
el impacto inicial sobre el empleo.

Cuando se consideran conjuntamente los efectos direc-
tos, indirectos e inducidos, el balance neto es positivo en 
los escenarios analizados (véase el Cuadro 6). Incluso bajo 
supuestos conservadores de inversión y de política energé-
tica, la creación de puestos asociada a la expansión de las 
energías renovables compensa las pérdidas derivadas de la 
contracción en los sectores fósiles. No obstante, la magnitud 
de este saldo positivo varía de manera sustantiva entre los es-
cenarios. Las trayectorias más ambiciosas generan mayores 
volúmenes de empleo, pero también concentran los ajustes 
en horizontes temporales más cortos, lo que incrementa los 
desafíos de absorción laboral y de reconversión productiva.

Un elemento clave que emerge del análisis es el peso re-
lativo de los efectos indirectos en la creación total de empleo. 
En la mayoría de los escenarios, estos superan ampliamente 
a los trabajos directos generados en el sector energético. Este 
resultado refleja la complejidad de las cadenas productivas 

Cuadro 5. Creación de empleo directo en energías renovables 
por escenario.

Sector Escenario 
optimista

Escenario 
pesimista

Escenario 
realista

Nuevo 
escenario 

(38 %)

Solar/eólica 9 918 2 731 6 313 21 924

Construcción 
eólica 18 374 4 630 11 478 40 176

Hidroeléctrica 600 89 429 1 935

Creación total 
de empleo en 
energías 
renovables

28 892 7 450 18 220 64 035

Fuente: elaboración propia con base en cálculos del autor.
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involucradas y subraya la importancia de la estructura indus-
trial nacional para maximizar los beneficios laborales de la 
transición. En economías con una alta integración producti-
va, una mayor proporción del valor agregado y del empleo 
generado por la transición se retiene en el ámbito doméstico, 
mientras que, en contextos de elevada dependencia de im-
portaciones, los multiplicadores tienden a ser más reducidos.

Al mismo tiempo, los efectos inducidos —aquellos asocia-
dos al aumento del consumo de los hogares— aparecen ate-
nuados por la persistencia de altos niveles de informalidad 
laboral. Dado que una fracción significativa de los nuevos 
empleos se crea bajo esquemas informales o temporales, el 
impacto en el ingreso disponible y, por ende, en el consumo, 
es menor de lo que se esperaría en mercados laborales más 
formalizados. Este rasgo limita la capacidad de la transición 
para generar efectos expansivos más amplios en el empleo 
agregado y pone de relieve la interacción entre política ener-
gética y política laboral.

En conjunto, los resultados sugieren que la transición ener-
gética en México tiene el potencial de generar un saldo neto 
positivo en el empleo, pero que este resultado agregado oculta 
diferencias relevantes en términos de intensidad, temporali-
dad y calidad de los puestos de trabajo creados y destruidos. 

Cuadro 6. Efecto neto en el empleo por escenario.

Efecto Escenario 
optimista

Escenario 
pesimista

Escenario 
realista

Nuevo 
escenario 

(38 %)

Creación de 
empleo 99 203 25 580 62 582 64 035

Pérdida de 
empleo 34 907 7 959 20 712 -34 640

Variación neta +64 296 +17 621 +41 870 +29 395

Fuente: elaboración propia con base en cálculos del autor.
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Estas diferencias adquieren una dimensión particularmente 
crítica cuando se analizan desde una perspectiva territorial y 
de género, que constituye el foco del siguiente apartado.

Desigualdades regionales y de género 
en los efectos laborales
El análisis agregado de la creación neta de empleo asociada 
a la transición energética oculta dinámicas distributivas cen-
trales desde una perspectiva de desigualdad. Como se ha do-
cumentado ampliamente en la literatura acerca del cambio 
estructural, los procesos de transformación productiva no 
afectan de manera uniforme a los territorios ni a los grupos 
sociales, sino que tienden a interactuar con las desigualdades 
preexistentes, además de reforzarlas o reconfigurarlas según 
las características institucionales y estructurales de cada eco-
nomía. La transición energética en México no constituye una 
excepción a esta lógica; por el contrario, los resultados de 
las simulaciones muestran que sus efectos laborales están 
profundamente mediados por la geografía económica, la seg-
mentación del mercado de trabajo y las jerarquías de género.

Desde una perspectiva territorial, los efectos de la tran-
sición energética pueden interpretarse como un proceso de 
redistribución espacial de oportunidades productivas. Los es-
tados con mayor dotación de recursos renovables y con estruc-
turas productivas relativamente diversificadas tienden a con-
centrar los beneficios del proceso, mientras que las regiones 
dependientes de los combustibles fósiles enfrentan pérdidas 
netas de empleo o, en el mejor de los casos, una compensa-
ción parcial mediante actividades con menos calidad laboral. 
Esta dinámica remite a una forma de desigualdad regional 
acumulativa en la que los territorios mejor posicionados des-
de el punto de vista productivo amplifican sus ventajas ini-
ciales, mientras que los más vulnerables enfrentan mayores 
dificultades para adaptarse al nuevo patrón energético.

Los casos de Oaxaca, Sonora y Tabasco ilustran con cla-
ridad estas trayectorias divergentes (véase el Cuadro 7). En 
Oaxaca, la expansión de la energía eólica genera un volumen 
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significativo de empleo, pero gran parte se concentra en fases 
de construcción intensivas en trabajo temporal e informal. 
La limitada inserción de dicha entidad en cadenas de valor 
industriales más complejas reduce los efectos indirectos y 
restringe la capacidad de la transición para traducirse en me-
joras sostenidas del ingreso. En Sonora, por el contrario, la 
combinación de un alto potencial solar y una base industrial 
más desarrollada permite capturar una mayor proporción 
de los beneficios indirectos, lo que refuerza la trayectoria de 
crecimiento que ya era relativamente favorable. Tabasco, en 
cambio, enfrenta un proceso de ajuste regresivo: la contrac-
ción del empleo petrolero no es plenamente compensada por 
nuevas actividades, lo que expone a la región a una pérdida 
neta de empleo y a un deterioro de su estructura distributiva.

Estas dinámicas pueden interpretarse a la luz de enfoques 
teóricos que subrayan el carácter espacialmente desigual del 
cambio estructural. La transición energética no solo sustituye 
tecnologías, sino que redefine nodos centrales de acumulación 
y empleo en el territorio nacional. En ausencia de políticas ex-
plícitas de convergencia regional, este proceso tiende a refor-
zar la concentración de actividades de mayor valor agregado en 
regiones ya favorecidas, al tiempo que profundiza las brechas 
históricas entre el norte y el sur del país. Desde esta perspecti-
va, la transición energética actúa como un «shock estructural» 
que revela y amplifica las asimetrías productivas existentes.

La dimensión de género introduce una segunda capa de 
la desigualdad que atraviesa a estos procesos territoriales. 
Aunque los sectores renovables presentan, en promedio, 
una mayor participación de mujeres que las industrias fósi-
les, esta diferencia es insuficiente para alterar los patrones 
persistentes de segregación ocupacional. Las mujeres con-
tinúan estando subrepresentadas en los puestos técnicos 
mejor remunerados y su inserción laboral se concentra en 
ocupaciones administrativas, de apoyo o de baja calificación. 
Este patrón se reproduce incluso en contextos de expansión 
del empleo, lo que sugiere que el crecimiento sectorial no se 
traduce automáticamente en mayor igualdad de género.

INTERIORES Transición energética.indd   119INTERIORES Transición energética.indd   119 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



120

CASTAÑEDA

Desde el punto de vista analítico, esta dinámica puede 
entenderse como una combinación de segregación horizon-
tal y vertical. La primera limita el acceso de las mujeres a de-
terminadas ocupaciones dentro del sector energético, mien-
tras que la segunda restringe su progresión hacia posiciones 
de mayor responsabilidad y remuneración. La transición 
energética, tal como se despliega actualmente, no altera de 
manera sustantiva estos mecanismos. Por el contrario, en au-
sencia de políticas específicas, corre el riesgo de reproducir 
una división sexual del trabajo en los nuevos sectores «ver-
des» y replicar desigualdades que caracterizan al conjunto 
del mercado laboral.

Estado Sector
Creación de 

empleo 
(renovables)

Pérdida de empleo 
(combustibles 

fósiles)

Variación 
neta

Participación de las mujeres

en la creación 
de empleo

en la pérdida 
de empleo

Baja California Geotermia 670 150 (petróleo) +520 24 % 10 %

Chihuahua Componentes solares 1 560 320 (gas) +1 240 20 % 11 %

Coahuila Producción de turbinas eólicas 980 1 200 (carbón) -220 18 % 9 %

Nuevo León Manufactura de equipos 3 120 640 (refinación) +2 480 19 % 15 %

Oaxaca Construcción eólica 2 176 120 (gas) +2 056 14 % 10 %

Sonora Manufactura solar 4 489 85 (carbón) +4 404 22 % 8 %

Tabasco Extracción de petróleo 210 (biogás) 3 450 -3 240 28 % 12 %

Tamaulipas Producción de hidrógeno 1 230 890 (refinación) +340 16 % 14 %

Veracruz Eólica marina 1 890 2 100 (petróleo) -210 17 % 13 %

Yucatán Parques solares 1 450 45 (gas) +1 405 21 % 12 %

Cuadro 7. Creación y pérdida de empleo en los estados 
mexicanos más afectados.

Fuente: elaboración propia con base en cálculos del autor.
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La interacción entre desigualdades territoriales y de gé-
nero es particularmente relevante. En regiones con altos ni-
veles de informalidad y menor acceso a educación técnica, 
las oportunidades laborales asociadas a la transición son más 
limitadas para las mujeres, lo que amplifica su exclusión re-
lativa. Incluso cuando se crean nuevos empleos, estos sue-
len estar asociados a contratos temporales y a condiciones 
laborales precarias, lo que reduce su potencial para cerrar 
brechas de ingreso y de protección social. En este sentido, 
la transición energética puede generar una expansión del 
empleo para las mujeres sin una mejora proporcional en su 
calidad, lo que reproduce una forma de inclusión desigual.

Estado Sector
Creación de 

empleo 
(renovables)

Pérdida de empleo 
(combustibles 

fósiles)

Variación 
neta

Participación de las mujeres

en la creación 
de empleo

en la pérdida 
de empleo

Baja California Geotermia 670 150 (petróleo) +520 24 % 10 %

Chihuahua Componentes solares 1 560 320 (gas) +1 240 20 % 11 %

Coahuila Producción de turbinas eólicas 980 1 200 (carbón) -220 18 % 9 %

Nuevo León Manufactura de equipos 3 120 640 (refinación) +2 480 19 % 15 %

Oaxaca Construcción eólica 2 176 120 (gas) +2 056 14 % 10 %

Sonora Manufactura solar 4 489 85 (carbón) +4 404 22 % 8 %

Tabasco Extracción de petróleo 210 (biogás) 3 450 -3 240 28 % 12 %

Tamaulipas Producción de hidrógeno 1 230 890 (refinación) +340 16 % 14 %

Veracruz Eólica marina 1 890 2 100 (petróleo) -210 17 % 13 %

Yucatán Parques solares 1 450 45 (gas) +1 405 21 % 12 %
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Por último, los resultados de las simulaciones sugieren 
que los efectos de la transición en la desigualdad del ingre-
so laboral, medidos con indicadores agregados, como el co-
eficiente de Gini, son relativamente modestos en el ámbi-
to nacional. Sin embargo, esta aparente estabilidad oculta 
variaciones significativas con respecto a las entidades fede-
rativas (véase el Cuadro 8). En algunos estados, la creación 
de empleo en sectores de baja remuneración convive con la 
destrucción de puestos de trabajo mejor pagados; esto ge-
nera aumentos de la desigualdad, incluso en contextos de 
crecimiento del empleo. En otros, la pérdida de puestos bien 
remunerados puede reducir la desigualdad estadística, sin 
que ello implique una mejora en el bienestar general. Estos 

Estado Gini (nivel 
observado)

Gini 
(escenario 
realista)

Variación 
neta

Variación 
(%)

Baja California 0.379 0.381 +0.002 +0.5

Chihuahua 0.421 0.424 +0.003 +0.7

Coahuila 0.385 0.393 +0.008 +2.07

Nuevo León 0.401 0.403 +0.002 +0.5

Oaxaca 0.427 0.433 +0.006 +1.4

Promedio 0.4029 0.4059 +0.003 +0.7

Sonora 0.4 0.411 +0.011 +2.7

Tabasco 0.408 0.4 -0.008 -1.9

Tamaulipas 0.381 0.383 +0.002 +0.5

Veracruz 0.415 0.414 -0.001 -0.2

Yucatán 0.412 0.417 +0.005 +1.2

Cuadro 8. Variación de la desigualdad del ingreso laboral, 
medida por el coeficiente de Gini, en el ámbito estatal.

Fuente: elaboración propia con base en cálculos del autor.
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resultados subrayan la necesidad de interpretar con cautela 
los indicadores de desigualdad y de situarlos en su contexto 
territorial y sectorial.

En conjunto, el análisis pone de relieve que la transición 
energética en México no es neutral desde el punto de vista 
distributivo. Los efectos laborales están mediados por estruc-
turas productivas, territoriales y de género que condicionan 
quiénes se benefician y quiénes enfrentan mayores costos. 
Desde una perspectiva de desigualdad, el desafío central no 
es únicamente maximizar la creación de empleo, sino orien-
tar la transición de manera que contribuya a reducir brechas 
históricas, en lugar de reforzarlas.

Implicaciones para una transición justa en México
El análisis desarrollado a lo largo de este capítulo muestra 
que la transición energética en México genera un saldo neto 
positivo de empleo en todos los escenarios considerados. Sin 
embargo, este resultado agregado convive con dinámicas dis-
tributivas complejas que son centrales desde una perspectiva 
de desigualdad. Lejos de ser un proceso neutral, la transición 
energética interactúa con estructuras productivas, territoria-
les y laborales preexistentes, lo que reconfigura jerarquías 
económicas y sociales de manera desigual.

Uno de los principales hallazgos es que la creación neta 
de empleo no se traduce automáticamente en una mejora 
distributiva. La expansión de actividades vinculadas a las 
energías renovables se concentra en territorios con ventajas 
productivas previas, mayor integración industrial y menores 
niveles de informalidad, mientras que las regiones históri-
camente dependientes de los combustibles fósiles enfrentan 
ajustes más costosos y con menos oportunidades de recon-
versión. Esta dinámica remite a un patrón de desigualdad 
acumulativa en el que los territorios mejor posicionados 
tienden a capturar una mayor proporción de los beneficios 
indirectos y de arrastre, mientras que los más vulnerables 
quedan expuestos a pérdidas netas de empleo o a la expan-
sión de ocupaciones de menor calidad.
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Desde esta perspectiva, la transición energética puede 
interpretarse como un «shock estructural» que revela y am-
plifica asimetrías territoriales existentes. El hecho de que los 
indicadores agregados de empleo y desigualdad muestren va-
riaciones moderadas en el ámbito nacional no implica la au-
sencia de efectos distributivos significativos. Por el contrario, 
oculta redistribuciones espaciales relevantes, que pueden 
profundizar brechas regionales en el mediano plazo. Este re-
sultado refuerza la importancia de analizar los efectos de la 
transición en cada estado del país, donde se materializan los 
costos y beneficios del proceso.

La dimensión de género añade una capa adicional a estas 
desigualdades. Si bien los sectores renovables muestran, en 
promedio, una mayor participación de las mujeres que en 
las industrias fósiles, la transición no modifica de manera 
sustantiva los patrones de segregación ocupacional: las tra-
bajadoras siguen concentradas en empleos peor remunera-
dos y con menos estabilidad. En este sentido, el cambio tec-
nológico y sectorial, por sí solo, no basta para transformar 
las estructuras de desigualdad del mercado laboral, y puede 
terminar reproduciendo formas persistentes de exclusión.

Otro elemento central es la función de la informalidad la-
boral como mediador de los efectos distributivos. La elevada 
proporción de empleo informal en varios de los sectores que 
se expanden con la transición energética limita tanto los efec-
tos inducidos en el trabajo como su impacto en la distribución 
del ingreso. En este contexto, la transición puede generar un 
aumento del empleo sin traducirse en mejoras proporcionales 
en cuanto a bienestar, estabilidad laboral o protección social. 
Esta tensión entre cantidad y calidad del empleo es fundamen-
tal para evaluar la contribución de la transición energética a 
una trayectoria de desarrollo más inclusiva.

Asimismo, los resultados muestran que los cambios en la 
desigualdad del ingreso laboral, medidos mediante indicado-
res agregados como el coeficiente de Gini, son relativamente 
modestos en el ámbito nacional. Sin embargo, esta estabili-
dad aparente es engañosa. En cada entidad federativa, la tran-
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sición puede dar lugar tanto a aumentos como a reducciones 
de la desigualdad, dependiendo de la combinación entre la 
creación y la destrucción del empleo, los niveles salariales re-
lativos y la estructura del mercado laboral local. En algunos 
casos, la pérdida de puestos de trabajo mejor remunerados 
reduce la desigualdad estadística, sin implicar una mejora en 
el bienestar general; en otros, la creación de empleo de baja 
remuneración incrementa la desigualdad, a pesar de su saldo 
positivo. Estos resultados subrayan la necesidad de interpre-
tar los indicadores distributivos en su contexto económico y 
territorial específico.

En conjunto, el análisis confirma que la transición ener-
gética en México no puede evaluarse únicamente a partir de 
sus efectos agregados en el empleo o las emisiones. Es un 
proceso profundamente distributivo, cuyos resultados de-
penden de la forma en que interactúa con las estructuras de 
desigualdad preexistentes. Desde esta perspectiva, la transi-
ción energética no constituye únicamente un desafío tecno-
lógico o ambiental, sino también un campo privilegiado para 
observar cómo los procesos de cambio estructural pueden 
reproducir, reconfigurar o en última instancia transformar 
las desigualdades territoriales y sociales en economías alta-
mente heterogéneas, como la mexicana.
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Introducción
Hablar de una transición energética justa implica poner a 
las personas en el centro de manera más amplia. Requiere 
no solo enfocarnos en métricas climáticas y en quiénes acce-
den a los beneficios de reducir las emisiones, sino también 
considerar quiénes quedan fuera y quiénes pagan los costos. 
Reducir las emisiones no es suficiente si con esto se limita 
el acceso a la energía en comunidades rurales, si los hoga-
res no pueden afrontar los costos de los energéticos menos 
contaminantes, o si las y los trabajadores del sector de com-
bustibles fósiles y otras industrias altamente contaminantes 
no cuentan con alternativas laborales dignas. Una transición 
justa parte de reconocer que el cambio climático y la des-
igualdad están entrelazados y que no puede haber sostenibi-
lidad ambiental sin equidad social.

Esta no es una abstracción teórica. En el ámbito global 
—México no será la excepción—, la transición energética es 
inevitable. La urgencia por reducir las emisiones de dióxido 
de carbono (CO2) y contener el alza de las temperaturas en 

Financiar una transición 
energética justa
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el planeta ha acelerado la adopción de nuevas tecnologías 
y regulaciones que mitiguen el cambio climático mediante 
la transición hacia fuentes de energía renovable; sin embar-
go, los desafíos para alcanzarla son mayúsculos y sus riesgos 
pueden ser incluso mayores si consideramos su potencial 
disrupción en las fuentes de trabajo, en el acceso a la ener-
gía, en la concentración del poder, en la exclusión territorial 
y también en la desigualdad. Para mitigar estos riesgos, se 
requiere de una transición energética justa. Enfocarnos úni-
camente en los aspectos climáticos —sin considerar sus po-
sibles externalidades negativas y cómo mitigarlas— podría 
dinamitar el proceso entero.

México encara un doble problema: acelerar la transición 
mientras enfrenta brechas estructurales. Más del 50 % de la 
población trabaja en la informalidad, millones carecen de 
acceso a servicios energéticos de calidad y la inversión en 
infraestructura energética es insuficiente, sobre todo en zo-
nas rurales. Todo ello propicia que la transición no esté libre 
de exacerbar las desigualdades. El presente capítulo parte 
de una pregunta práctica y política: ¿cómo financiamos una 
transición energética justa en México? Porque no se trata 
solo de cambiar a fuentes de energía renovables para mitigar 
el cambio climático, sino de construir mecanismos concretos 
que movilicen recursos, alineen políticas públicas y generen 
capacidades locales para transformar la matriz energética, 
al mismo tiempo que eliminen —o, por lo menos, minimi-
cen— sus potenciales impactos negativos. El argumento es 
simple pero urgente: la transición energética tiene que ser 
una oportunidad para corregir, no para repetir, las desigual-
dades en México. Esto requiere decisión política, diseño ins-
titucional y una visión de justicia que no sea decorativa, sino 
transformadora.

Marco conceptual
Hablar de una transición energética «justa» implica mucho 
más que agregar una etiqueta social en una agenda técni-
ca o combinar metas climáticas y sociales. Es gestionar los 
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impactos sociales que genera la transición (Organización In-
ternacional del Trabajo [-$2], 2015). Debemos reconocer que 
cambiar el modelo energético con base en las necesidades 
técnicas —como la reducción de emisiones de CO2— gene-
raría exclusión, desigualdad y dependencia. Afrontar este 
cambio de manera más amplia ofrece una oportunidad para 
construir algo distinto: un sistema que reparta, de manera 
más equitativa, los beneficios de mitigar el cambio climático 
y minimice las externalidades negativas que afectan a las po-
blaciones más vulnerables.

El concepto de transición justa tiene raíces en el movi-
miento sindical internacional, que, desde la década de 1980, 
comenzó a abordar la necesidad de contar con medidas de 
protección para los trabajadores afectados por el cierre de 
industrias contaminantes. Desde entonces, ha evolucionado 
hacia un enfoque más amplio, que abarca no solo la dimen-
sión laboral, sino también la territorial, la de género y la de 
justicia intergeneracional. En este marco, la justicia se en-
tiende no únicamente como redistribución —quién recibe 
qué—, sino también como reconocimiento —quién cuenta o 
quién decide— y como participación efectiva —quién tiene 
voz y poder—.

En el caso mexicano, adoptar una visión de transición 
justa requiere reconocer las desigualdades estructurales que 
ya existen: informalidad laboral, pobreza energética, brechas 
territoriales, entre otras. Pero también implica preguntarse: 
¿cómo se va a pagar esta transición?, ¿con qué recursos?, 
¿bajo qué reglas? y ¿según qué criterios de justicia?

En este contexto, el financiamiento no es solamente un 
tema de eficiencia técnica, sino una herramienta que nos 
puede permitir diseñar una transición justa más efectiva. 
Las decisiones acerca de qué se financia, a quién se apoya, 
en qué condiciones y con qué objetivos pueden reproducir 
o transformar la desigualdad. El reto radica en que la mayo-
ría de los instrumentos financieros no están diseñados para 
abordar los riesgos sociales ni los impactos distributivos de 
la transición. Su lógica responde, en gran medida, a criterios 
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de eficiencia económica, bancabilidad y retorno esperado, lo 
que deja fuera a territorios sin infraestructura, comunida-
des sin capacidad de pago, personas sin experiencia en las 
nuevas tecnologías y sectores sociales que no encajan en los 
esquemas tradicionales de inversión.

En la práctica, financiar los objetivos climáticos puede 
reproducir y exacerbar las desigualdades actuales si no se 
acompaña de criterios explícitos de justicia. Por ejemplo, un 
bono verde puede financiar una planta solar, pero no garanti-
zar el acceso a la electricidad para las comunidades cercanas; 
un fondo climático puede invertir en eficiencia energética, 
sin considerar el empleo informal que depende de tecnolo-
gías obsoletas. Si dichos instrumentos no integran el análi-
sis de quién se beneficia, quién queda atrás y quién asume 
los costos del cambio, corren el riesgo de ser técnicamente 
correctos, pero políticamente fallidos. Y para complicar aún 
más las cosas, si los programas no incorporan mitigantes 
para estas externalidades negativas, su viabilidad puede ver-
se limitada o en peligro.

Por ello, la transición necesita mecanismos financieros 
que no solo movilicen recursos, sino que los orienten hacia 
donde más se necesitan y de forma que no debiliten el tejido 
social. Debemos plantearnos un marco conceptual que co-
necte la transición energética con la política fiscal, la banca 
de desarrollo, los instrumentos de deuda y la inversión priva-
da, pero desde una lógica redistributiva y con enfoque social.

A partir de esta reflexión, proponemos tres condiciones 
mínimas que el financiamiento de la transición debe cum-
plir para ser justo. Estas surgen de un análisis comparado de 
la literatura especializada, de los estándares internacionales 
emergentes —como el Just Transition Finance Challenge, la 
taxonomía de la Unión Europea y las recomendaciones de 
organismos multilaterales—, así como del diagnóstico em-
pírico del caso mexicano que se presenta en este capítulo. 
Frente a otras posibles definiciones, optamos por aquellas 
dimensiones de justicia que permiten evaluar no solo qué se 
financia, sino cómo y para quién.
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El presente análisis parte de la premisa de que el finan-
ciamiento de la transición energética justa debe cumplir al 
menos tres condiciones:

1.  Ser inclusivo, es decir, llegar a las personas y territorios 
que están, o podrían ser, excluidos del sistema energé-
tico y de los beneficios de la acción climática.

2.  Ser transparente y participativo, lo que implica meca-
nismos claros de asignación de recursos, rendición de 
cuentas y participación comunitaria.

3.  Estar alineado con objetivos sociales y ambientales de 
largo plazo, no solo con metas de mitigación o eficien-
cia económica.

No obstante, en el contexto mexicano estas condiciones 
no se cumplen debido a fallas estructurales que pueden limi-
tar y dificultar la transición energética justa.

Fallas estructurales en el financiamiento 
de la transición energética justa
A lo largo del capítulo hemos argumentado que el modelo ac-
tual de financiamiento climático ha avanzado en la incorpo-
ración de métricas de riesgos físicos y de transición asociados 
al cambio climático, pero continúa priorizando la eficiencia 
económica, la bancabilidad y los retornos financieros inme-
diatos. Esto tiene como consecuencia que se minimizan los 
impactos sociales y otras externalidades de los procesos de 
transición y de fortalecimiento de la resiliencia. Esta orienta-
ción no es accidental, sino que responde a un diseño institu-
cional ya obsoleto, que no logra internalizar adecuadamente 
los costos sociales en los cálculos de retorno de la inversión.

Financiar la transición energética justa en México es más 
que un problema de escasez de recursos; es una cuestión de 
diseño institucional, prioridades de inversión y estructuras 
de mercado. En la práctica, el sistema financiero aún no está 
preparado para responder a los desafíos que implica una 
transición justa. No se trata simplemente de movilizar más 
dinero, sino de hacerlo de forma distinta, con otros criterios 
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de riesgo, diferentes horizontes de retorno y nuevos incenti-
vos que incorporen lo social con métricas robustas.

En la actualidad hay cinco fallas estructurales que limi-
tan la capacidad de financiar una transición justa en México:

1. Una definición limitada del riesgo.
2. Mala alineación de incentivos.
3. Esquemas de financiamiento mixto insuficientes.
4. Falta de métricas sociales estandarizadas.
5.  La desconexión entre política pública y financiamiento.

A continuación, exploramos cada uno de estos obstácu-
los como puntos críticos que requieren un rediseño institu-
cional urgente para poder facilitar el financiamiento de la 
transición energética justa.

Una definición limitada del riesgo
El sistema financiero ha comenzado a integrar indicadores 
relacionados con el cambio climático como una fuente de 
riesgo para los portafolios. Hoy contamos con marcos regu-
latorios, metodologías de evaluación y estándares que les 
permiten a los participantes del mercado —por ejemplo, 
bancos, inversionistas, aseguradoras, etcétera— medir su ex-
posición física al riesgo climático —inundaciones, sequías e 
incendios— y al riesgo de la transición —cambios regulato-
rios o tecnológicos que afecten a industrias emisoras—. Estos 
marcos incluyen herramientas como los escenarios climáti-
cos del Task Force on Climate-related Financial Disclosures, 
los lineamientos de taxonomía verde, los requisitos de divul-
gación ambientales, sociales y de gobernanza (e%., por sus 
siglas en inglés) y los análisis de estrés climático, que permi-
ten cuantificar la vulnerabilidad de los activos ante distintos 
tipos de eventos climáticos o regulatorios.

No obstante, este avance técnico no considera aún los efec-
tos de la transición para las personas, las comunidades y los 
territorios. Los instrumentos financieros, al centrarse en la es-
tabilidad del sistema y en la protección de activos, han dejado 
fuera una dimensión crítica del riesgo: el impacto social de la 
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transición. ¿Qué pasa con las y los trabajadores que perderán 
sus empleos en sectores en declive, con las comunidades que 
dependen fiscalmente del petróleo, el gas o el carbón, y con 
los hogares que no pueden acceder a las nuevas tecnologías 
limpias por falta de crédito, infraestructura o conectividad? 
Hoy, los modelos de riesgo no incorporan estos impactos en 
la viabilidad y estabilidad financiera del proyecto.

Esta ceguera parcial genera una falla estratégica, porque 
una transición que ignora sus impactos distributivos no solo 
es injusta, también es políticamente inviable y financiera-
mente frágil. Si las personas perciben que las inversiones 
verdes no mejoran sus condiciones de vida —o, peor aún, las 
empeoran—, habrá resistencia, conflicto y pérdida de legiti-
midad. Así, estos riesgos no cuantificados —social, político 
y de implementación— pueden frenar la transición. Por lo 
tanto, desde un enfoque de justicia, podemos ampliar la defi-
nición del riesgo dentro del sistema financiero. Esto implica 
desarrollar nuevos indicadores, incorporar análisis de impac-
to social en la originación de créditos y bonos, y construir 
mecanismos que anticipen y gestionen los efectos distributi-
vos del cambio tecnológico y regulatorio.

Incentivos mal alineados
Uno de los grandes problemas del financiamiento climático 
actual es que, aun cuando se habla del largo plazo, los incen-
tivos siguen operando en función de resultados inmediatos, 
medibles y monetizables únicamente a partir de la descar-
bonización. Los mercados premian los retornos financieros 
y las métricas «limpias» —como la reducción de emisiones 
por dólar invertido, la eficiencia energética y la bancabili-
dad del proyecto—, pero ignoran otras dimensiones menos 
visibles —como la resiliencia social, la estabilidad territorial 
o el bienestar a largo plazo de las comunidades involucra-
das—. Por esta razón, la mayoría de los fondos climáticos se 
mantienen dirigidos a proyectos de mitigación, mientras que 
la inversión en componentes sociales, justicia distributiva o 
resiliencia es marginal.
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En la práctica, ello significa que dentro de los modelos 
financieros no hay incentivos reales para incluir componen-
tes esenciales para una transición justa —como el reentrena-
miento laboral, los subsidios de acceso a tecnologías limpias 
o la diversificación económica local—. Dichos elementos sue-
len considerarse «no bancables», porque no generan ingresos 
directos o porque su retorno es difuso, distribuido en el tiem-
po o socialmente complejo de medir. Por tanto, quedan fuera 
del diseño de proyectos o se subordinan a la disponibilidad 
de donaciones, fondos de cooperación o transferencias públi-
cas aisladas.

El resultado es una arquitectura financiera que no reco-
noce el valor de lo social como parte de la solución y que, 
muchas veces, financia la infraestructura sin costear la tran-
sición. Por ejemplo, una planta solar puede ser rentable para 
algún inversionista y cumplir con sus métricas e%., pero 
no aportar nada a la economía local si no se acompaña de 
formación técnica, contratación inclusiva o reinversión en 
servicios comunitarios. Lo mismo ocurre en proyectos de 
movilidad eléctrica, eficiencia energética o reconversión in-
dustrial que, sin un componente social explícito, corren el 
riesgo de ser ambientalmente correctos, pero, en el mejor de 
los casos, socialmente irrelevantes.

Corregir este desbalance requiere rediseñar los marcos 
de evaluación de proyectos para reconocer explícitamente 
el valor de la resiliencia social. También implica usar el fi-
nanciamiento público —especialmente desde la banca de 
desarrollo— como palanca para condicionar las inversiones 
privadas a la obtención de resultados sociales, de modo que 
el retorno no se mida solo en rentabilidad financiera, sino 
también en impacto distributivo.

Financiamiento mixto 
que no es lo suficientemente mixto
El financiamiento mixto, que combina capital público, pri-
vado y filantrópico para reducir riesgos, atraer inversión y 
ampliar la escala de los proyectos, se ha posicionado como 
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una de las estrategias clave para movilizar recursos hacia 
la acción climática. En teoría, esta lógica permite catalizar 
recursos del sector privado hacia sectores que por sí solos 
no serían rentables. Pero en la práctica, el financiamiento 
mixto sigue demasiado enfocado en proyectos «bancables» 
de mitigación, mientras que los componentes sociales —que 
hacen que la transición sea justa— son tratados como ane-
xos opcionales o, en el mejor de los casos, como elementos 
subsidiarios.

Más del 90 % del financiamiento climático privado global 
se destina a mitigación y, en los esquemas de financiamiento 
mixto, los componentes sociales suelen financiarse median-
te cooperación técnica no reembolsable (b$, Invest, 2022; 
Climate Policy Initiative [c5$], 2023). Las plataformas como 
Convergence Blended Finance y Climate Investment Funds 
han reconocido que los proyectos sociales o de resiliencia 
comunitaria enfrentan dificultades mayores para acceder 
a esquemas de financiamiento mixto, precisamente por no 
generar ingresos directos. En el caso de México, los marcos 
de financiamiento impulsados por Banobras y por Fideico-
misos Instituidos en Relación con la Agricultura priorizan 
aquellos proyectos con rentabilidad comprobable, mientras 
que los aspectos sociales —como la inclusión laboral, el for-
talecimiento comunitario o la igualdad de género— rara vez 
cuentan con una línea de financiamiento propia, salvo que 
se integren como parte de los planes financiados mediante la 
cooperación internacional.

En otras palabras, la movilización de recursos financie-
ros, aun bajo el esquema mixto, no incorpora explícitamente 
lo que más se necesita en términos de justicia social. Así, los 
proyectos terminan financiando la parte técnica —paneles, 
turbinas y baterías—, pero no la parte humana —quién se 
capacita, quién se beneficia, quién participa en el diseño y la 
ejecución del proyecto—. Romper esta lógica requiere repen-
sar el financiamiento mixto desde su origen. No basta con 
mezclar tipos de capital; se deben combinar los objetivos, lo 
cual implica establecer condicionalidades sociales en el uso 
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de recursos públicos, crear ventanas específicas para com-
ponentes no rentables pero estratégicos, y medir el éxito no 
solo por el rendimiento financiero del proyecto, sino por su 
impacto en el tejido social.

Falta de métricas sociales estandarizadas
Una de las limitaciones más importantes para financiar una 
transición energética justa es la ausencia de métricas socia-
les claras, comparables y vinculantes. A diferencia de las mé-
tricas climáticas —como toneladas de CO2 evitadas, eficien-
cia energética o intensidad de carbono por inversión—, los 
impactos sociales aún se miden de manera dispersa, incon-
sistente o indirecta. Esto genera una paradoja: un proyecto 
se puede clasificar como «verde» sin necesidad de demostrar 
si ha mejorado la equidad, reducido la pobreza energética 
o generado empleo digno. ¿Qué significa, por ejemplo, un 
resultado «justo» en un parque eólico, una planta solar o una 
reconversión industrial? Hoy existen múltiples taxonomías 
verdes y marcos de evaluación climática, pero, en el contexto 
de la transición energética, no hay consenso acerca de qué 
constituye un resultado social «justo». Por ejemplo, ¿cómo se 
evalúa el impacto distributivo de un parque eólico? y ¿qué 
indicadores permiten medir si un proceso de reconversión 
industrial ha sido equitativo en términos de género o terri-
torio? Sin estas herramientas, las evaluaciones financieras se 
enfrentan a una caja negra que limita la toma de decisiones 
basada en evidencia.

Algunas iniciativas —como Just Transition Finance Cha-
llenge (Curran et al., 2022)— han propuesto marcos de evalua-
ción social, pero su adopción es aún incipiente. En México, 
el Marco de Referencia de los Bonos Soberanos vinculados a 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible (-,%) representa un 
avance en la etiquetación del gasto y logra alinearlo a proyec-
tos que buscan reducir las brechas sociales, pero todavía no 
establece su relación con el cambio climático. Por otra parte, 
la Unión Europea ha incluido criterios sociales en su taxono-
mía de finanzas sostenibles, pero su implementación aún es 
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parcial y sin exigencias claras de indicadores por proyecto. El 
Banco Interamericano de Desarrollo (b$,) reconoce que sus 
operaciones tienen metas sociales, pero carece de indicado-
res regionales estandarizados para evaluar su impacto real.

La consecuencia es doblemente negativa: por un lado, 
se dificulta integrar objetivos sociales en los modelos de 
inversión; por el otro, se abre la puerta al greenwashing y al 
socialwashing cuando se proclama un impacto sin evidencia 
verificable. De ahí la importancia de estandarizar indicado-
res sociales con enfoque territorial, interseccional y partici-
pativo; es una condición clave para alinear el financiamiento 
con la justicia.

Corregir esto implica desarrollar métricas sociales es-
tandarizadas y exigibles, indicadores que reflejen realidades 
locales —informalidad, desigualdad territorial, trabajo no re-
munerado— y que puedan aplicarse a inversiones climáticas 
desde el origen. La transición energética justa necesita no 
solo movilizar recursos, sino también saber para qué sirven 
y a quién llegan.

Desconexión entre política pública y financiamiento
Una de las contradicciones más visibles en los esfuerzos por 
impulsar una transición energética justa es la brecha entre 
lo que se dice en las estrategias nacionales y lo que realmen-
te se financia desde el Estado. Tanto en México como en mu-
chos países de la región, el lenguaje de justicia, equidad e 
inclusión se ha incorporado en documentos oficiales —desde 
las contribuciones determinadas a nivel nacional (n,c, por 
sus siglas en inglés) hasta planes sectoriales—, pero no se ha 
traducido en estructuras presupuestales concretas ni en me-
canismos financieros que respalden esos compromisos.

Por ejemplo, la n,c actualizada de México, en 2022, reco-
noce explícitamente la importancia de una transición ener-
gética con enfoque social, territorial y de género. Lo mismo 
ocurre con el Programa Especial de Transición Energética y 
el Plan Nacional de Desarrollo. Incluso, la reciente actualiza-
ción de la Estrategia Nacional de Cambio Climático reafirma 
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la prioridad del enfoque social, territorial e inclusivo y subra-
ya la importancia del apoyo a nivel local con financiamiento 
y capacidades.

No obstante, ninguno de estos documentos está vincu-
lado a una estrategia de financiamiento que permita opera-
tivizar sus metas sociales. No existe, hasta ahora, un capítu-
lo presupuestal o fondo específico destinado a financiar los 
componentes de justicia en la transición energética: recon-
versión laboral, acceso equitativo a la energía, cuidado como 
infraestructura climática o inversión en resiliencia comuni-
taria. Incluso los avances más notorios —como los bonos -,% 
emitidos por México— parten de un gasto ya aprobado, sin 
representar una inversión adicional ni una lógica programá-
tica que priorice a los territorios o sectores más afectados por 
el cambio climático. La estructura presupuestaria del gobier-
no federal no distingue entre gasto en transición energética 
y gasto social tradicional, lo cual limita la trazabilidad y difi-
culta la alineación interinstitucional.

Esta desconexión también genera barreras para el sector 
privado. Sin marcos regulatorios claros, presupuestos ancla 
ni instrumentos de cofinanciamiento activos, las institucio-
nes financieras encuentran difícil estructurar esquemas de 
financiamiento mixto que combinen impacto ambiental y 
justicia social. Organismos como el b$, y la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (-c,e) han 
señalado que la falta de alineación entre la política pública 
y la financiera es uno de los principales cuellos de botella 
para movilizar recursos hacia los -,% (b$, et al., 2023). Ce-
rrar esta brecha no es solo un problema de planeación fiscal, 
sino una tarea política que exige coherencia entre discurso, 
presupuesto y política financiera. Una transición energética 
justa no puede depender exclusivamente de actores filantró-
picos o de organismos multilaterales; necesita que el Estado 
la priorice y la coordine.

Las cinco fallas estructurales descritas anteriormente re-
velan un sistema financiero que, tal como está configurado, 
no es capaz de acompañar una transición energética justa. En 
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lugar de proponer una solución aislada por cada problema, 
planteamos un cambio integral de enfoque, estructurado en 
torno a cuatro líneas de acción que permiten redirigir el di-
seño, la operación y la evaluación del financiamiento hacia 
objetivos de una transición energética justa que busca trans-
formar las condiciones que impiden un proceso equitativo.

Cambio de enfoque: cuatro líneas de acción 
para financiar una transición energética justa
Las fallas estructurales analizadas —una definición limitada 
del riesgo, incentivos mal alineados, financiamiento mix-
to insuficiente, falta de métricas sociales estandarizadas y 
desconexión entre política pública y presupuesto— no son 
problemas aislados. En conjunto, revelan una arquitectura 
financiera que no fue diseñada para gestionar una transición 
justa, con inclusión y equidad. Este objetivo no fracasará por 
falta de recursos, sino por ausencia de visión, alineación ins-
titucional y mecanismos concretos para canalizar el financia-
miento hacia proyectos que no solo busquen tener impacto 
climático, sino que también cuenten con medidas para redu-
cir las externalidades negativas que pueden generar.

Frente a este panorama, no basta con corregir las fallas 
técnicas: se requiere un cambio de enfoque del sector finan-
ciero. No se trata solo de cuánto capital se moviliza, sino de 
cómo, con qué reglas, con qué actores y con qué resultados. 
Por ello, proponemos cuatro líneas de acción que permiten 
reenfocar la manera como se concibe y se estructura el finan-
ciamiento de la transición energética justa. Cada una de es-
tas líneas responde directamente a uno o más de los cuellos 
de botella identificados y, en conjunto, constituyen una hoja 
de ruta para pasar de una lógica instrumental y vertical a una 
lógica colaborativa y transformadora:

1.  De volumen a diseño. No basta con tener esquemas que 
movilicen más recursos y medir cuántos millones se in-
vierten o cuánto se penaliza la carbonización. Se debe 
contar con esquemas diseñados para integrar objetivos 
sociales desde su origen. La transición no requiere sola-
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mente proyectos verdes, sino que debe incluir resulta-
dos sociales verificables.

2.  De bancabilidad a corresponsabilidad. No se pueden 
utilizar únicamente criterios de rentabilidad financie-
ra y ambiental. Se necesita un nuevo pacto entre el sec-
tor público y el privado que asuma la transición como 
bien común.

3.  De exclusión a transformación. El financiamiento debe 
llegar a donde históricamente no ha llegado: comuni-
dades marginadas, sectores informales, mujeres y pue-
blos originarios.

4.  De divulgación a rendición de cuentas. Publicar infor-
mes no es suficiente. Lo que no se mide no se gestiona 
y lo que no se rinde no se transforma.

A continuación, desarrollamos cada uno de estos ejes 
como pasos de una hoja de ruta para redirigir el financia-
miento hacia una transición energética justa.

De volumen a diseño
Durante años, la conversación acerca del financiamiento cli-
mático ha girado en torno a una meta cuantitativa: movilizar 
más recursos para reducir la emisión de CO2 y, por lo tanto, 
reducir la trayectoria climática actual. Se han fijado metas 
globales de financiamiento anual, se ha medido la inversión 
de cada país o institución y se ha construido una narrativa 
en la que más volumen equivale a más compromiso. Pero ese 
enfoque, aunque necesario, es incompleto. No se trata solo 
de cuánto dinero se moviliza, sino de cómo podemos diseñar 
esquemas de financiamiento para proyectos que incorporen 
el tema social.

Como hemos visto, hoy existen numerosos esquemas 
que canalizan recursos hacia proyectos de mitigación, pero 
muy pocos están estructurados para garantizar resultados so-
ciales verificables. Según c5$ (2023), menos del 10 % del finan-
ciamiento climático privado incorpora criterios sociales ex-
plícitos. Los instrumentos actuales no están diseñados para 
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transformar la realidad social. Si se prioriza únicamente la 
bancabilidad del proyecto, no es posible medir la equidad del 
resultado. Superar esta limitación requiere un cambio pro-
fundo en la forma como se diseña el financiamiento desde el 
inicio. Los objetivos y resultados sociales —inclusión, redis-
tribución, resiliencia comunitaria— deben estar integrados 
en la lógica del instrumento y no quedar sujetos a interpreta-
ciones discrecionales. Esto requiere establecer metas sociales 
vinculantes, desarrollar marcos de resultados con enfoque 
territorial y poblacional, además de alinear los incentivos fi-
nancieros con impactos estructurales.

De bancabilidad a corresponsabilidad
Uno de los principios dominantes en el financiamiento cli-
mático es la bancabilidad, es decir, la idea de que un proyec-
to debe generar ingresos suficientes para cubrir su inversión 
y operación. Este criterio ha sido útil para canalizar recur-
sos privados hacia sectores como energía, infraestructura y 
transporte. No obstante, cuando se trata de una transición 
energética justa, la bancabilidad, como único filtro, excluye 
sistemáticamente a los actores y territorios que más necesi-
tan ser incluidos.

Según la -c,e, más del 70 % del financiamiento moviliza-
do mediante esquemas mixtos se dirige a proyectos con retor-
nos financieros predecibles, mientras que otras dimensiones 
con alto impacto social —como inclusión laboral, economía 
del cuidado o resiliencia comunitaria— quedan fuera por 
no ser «bancables» (Organisation for Economic Co-operation 
and Development, 2022). Por su parte, Convergence Blended 
Finance y el Instituto de Investigaciones de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo Social han documentado cómo este 
sesgo excluye a comunidades rurales, mujeres, pueblos indí-
genas y trabajadores informales que no califican por falta de 
garantías, escalas o modelos de negocio tradicionales. Esto 
perpetúa una lógica en la que el mercado financia lo rentable 
y el Estado subsidia lo social. El resultado es una transición 
asimétrica en la que se posterga la equidad.
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Para corregir esta disfunción, hay que cambiar el enfo-
que de bancabilidad por uno de corresponsabilidad. No se 
trata de abandonar la disciplina financiera, sino de asumir 
que la transición energética, por ser un bien público global, 
requiere esquemas en los que el sector público, el privado y 
la banca de desarrollo compartan riesgos y responsabilida-
des, y no solamente el retorno financiero.

Para avanzar, se requieren nuevas reglas:
1.  Programas que prioricen proyectos que incorporen 

componentes con alto impacto social, aunque su re-
torno financiero sea indirecto.

2.  Condicionalidades sociales para el acceso a tasas prefe-
renciales o garantías públicas.

3.  Participación comunitaria como criterio de elegibili-
dad, no como resultado esperado.

No todo proyecto justo será bancable, pero sí es posible 
—y urgente— que lo bancable sea también justo. Esto re-
quiere medir el éxito no solo por la estructura financiera, 
sino también por su impacto social.

De exclusión a transformación
Como ya hemos dicho, uno de los mayores riesgos de la 
transición energética es que reproduzca —o incluso ampli-
fique— las desigualdades actuales. El sistema financiero, tal 
como opera hoy, no está diseñado para incluir a quienes his-
tóricamente han estado fuera, y, si no se corrige esta lógica, 
tendremos una transición en apariencia efectiva, pero pro-
fundamente excluyente.

Los datos lo confirman. En América Latina, más del 50 % 
de la población trabaja en la informalidad, sin acceso a sis-
temas de protección social ni financiamiento formal (-$2, 
2023). En México, el gasto público en infraestructura energé-
tica ha estado altamente concentrado en unos pocos estados 
con idóneas condiciones técnicas y estratégicas, mientras 
que otras regiones con mayor pobreza energética —como 
Chiapas, Oaxaca y Guerrero— reciben proporcionalmente 
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menos recursos. Un análisis del Centro de Investigación Eco-
nómica y Presupuestaria (2020) indica que el 89 % del gasto 
federal en infraestructura energética, durante 2010 y 2020, 
se canalizó solo hacia cuatro entidades, lo que contrasta fuer-
temente con el sur-sureste. Además, solo el 16 % de los fon-
dos climáticos globales tienen mecanismos explícitos para 
integrar la perspectiva de género o la participación indígena 
(Climate Funds Update, 2023).

La exclusión no es solo un problema ético o distributivo, 
también es un obstáculo práctico. Las políticas y los proyec-
tos que no involucran a las comunidades generan resisten-
cia, desconfianza y conflictos socioambientales. Los ejemplos 
sobran: desde megaproyectos energéticos sin consulta previa 
hasta procesos de reconversión industrial que desplazan em-
pleos sin alternativas reales. Frente a esto, el financiamiento 
no puede limitarse a «no excluir» y debe convertirse en una 
herramienta activa de transformación estructural. Eso impli-
ca llevar recursos, capacidades y decisiones a los márgenes, no 
para integrarlos al modelo existente, sino para reconstruirlos 
desde otras lógicas: comunitarias, cooperativas, territoriales.

El reto está en sistematizar este tipo de enfoques y con-
vertirlos en parte central del diseño financiero. ¿Cómo? A 
continuación, se muestran algunas ideas:

1.  Crear fondos dedicados a proyectos liderados por co-
munidades o cooperativas energéticas.

2.  Establecer criterios de distribución territorial progresi-
va en el gasto público en energía.

3.  Incluir indicadores de reducción de desigualdades como 
condición para acceder al financiamiento climático.

4.  Fortalecer los mecanismos de consulta vinculante y 
participación directa como parte de la estructuración 
financiera, no solo del componente social.

De divulgación a rendición de cuentas
En los últimos años, ha habido un avance importante en 
materia de transparencia financiera climática. Cada vez más 
gobiernos, bancos de desarrollo e inversionistas publican in-
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formes de sus carteras verdes, sus riesgos climáticos o sus 
contribuciones a los -,%. Pero esta cultura de divulgación 
no siempre se ha traducido en una verdadera rendición de 
cuentas. Existe aún una brecha entre publicar información y 
asumir responsabilidad por los impactos —positivos o nega-
tivos— de una decisión financiera.

Hoy, un fondo puede declararse «verde» por invertir en 
infraestructura solar, sin demostrar a quién benefició, si re-
dujo desigualdades o si incorporó participación comunitaria. 
Un gobierno puede etiquetar gasto como «social» sin eviden-
ciar si este transformó realidades o simplemente mantuvo 
el statu quo. Un inversionista puede usar métricas e%. sin 
rendir cuentas ante las comunidades afectadas por los pro-
yectos que financia. Este vacío es particularmente grave en 
el contexto de una transición energética justa, en la que los 
impactos sociales y territoriales son complejos, diferenciales 
y muchas veces invisibles para los modelos financieros con-
vencionales. En muchos proyectos energéticos desarrollados 
en territorios indígenas —en especial aquellos financiados 
por las llamadas multilaterales— hay déficits sistemáticos de 
seguimiento comunitario y participación. Diversas fuentes 
internacionales documentan conflictos, violaciones del de-
recho a la consulta y ausencia de mecanismos de monitoreo 
local efectivo. En América Latina, más del 50 % de los pro-
yectos renovables vinculados a las comunidades indígenas 
han generado tensiones debido a la falta de consentimiento 
previo y de participación real.

La rendición de cuentas no puede reducirse a una nota 
al pie de página o a un anexo metodológico. Requiere me-
canismos institucionalizados, recursos dedicados y voluntad 
política. Implica establecer, entre otras cosas:

1.  Sistemas de monitoreo y evaluación participativos, 
que incluyan a las comunidades en el seguimiento de 
los impactos.

2.  Auditorías sociales y marcos de gobernanza que no 
solo midan la eficiencia financiera, sino también la 
justicia distributiva.
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3.  Condiciones explícitas en los contratos de financia-
miento que vinculen el desembolso o las garantías a 
resultados sociales verificables.

4.  Espacios de diálogo entre gobierno, sector financiero 
y sociedad civil, que no sean meramente consultivos, 
sino que tengan capacidad de corregir el rumbo.

Ya hay algunos avances. La Guía de Bonos Sostenibles de 
América Latina y el Caribe (b$, Invest, 2021) ha propuesto 
lineamientos para la inclusión de indicadores sociales robus-
tos en emisiones de bonos. En México, como mencionamos 
anteriormente, el uso del marco de bonos -,% por parte de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (2023) ha introduci-
do prácticas de etiquetado y seguimiento, aunque todavía sin 
auditoría social ni participación comunitaria en la validación 
de resultados. En Chile, el gobierno ha comenzado a publicar 
informes ex post del impacto social de sus bonos soberanos, 
con un enfoque más amplio que el financiero. Sin embargo, 
aún hay una gran brecha que cerrar en el contexto de una 
transición energética justa, en la que los impactos sociales y 
territoriales son complejos, diferenciales y muchas veces in-
visibles para los modelos financieros convencionales. Según 
un estudio de Right Energy Partnership with Indigenous Peo-
ples (Institute for Human Rights and Business, 2022), menos 
del 20 % de los proyectos energéticos financiados por fondos 
multilaterales en territorios indígenas, entre 2015 y 2020, in-
cluyeron mecanismos efectivos de seguimiento comunitario. 
Además, solo el 12 % de los marcos de bonos verdes o sosteni-
bles revisados por c5$ (2023) incorporan indicadores sociales 
con mecanismos de verificación independientes. La transi-
ción justa necesita un nuevo contrato de confianza, la cual se 
construye con información, pero también con consecuencias.

Conclusiones
La transición energética no debe ser solo una meta ambiental, 
sino una decisión más amplia. Financiar los proyectos que in-
corporen criterios sociales e instrumentos que mitiguen sus 
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externalidades negativas puede ser la herramienta para lograr 
una transición energética justa (véase el Cuadro 1). México, 
como muchos otros países, ha dado algunos pasos para modi-
ficar su ecosistema financiero y canalizar recursos hacia la des-
carbonización: bonos temáticos, esquemas de financiamiento 
mixto, fondos climáticos y banca de desarrollo. Pero queda 
mucho por hacer. El siguiente paso es dotarlos de propósito 
al agregar intencionalidad social desde el diseño para que la 
transición sea no solo viable, sino justa. Para ello, no basta 
con movilizar más dinero; se necesita un rediseño institucio-
nal que transforme las reglas de elegibilidad, los criterios de 
riesgo, las métricas de éxito y los modelos de gobernanza. Esto 
requiere poner al centro la resiliencia social, el empleo digno, 
la inclusión territorial y la participación de las comunidades.

Prioridades Instrumento financiero

Desempleo en regiones 
de energías fósiles

Bonos de transición con KPI sociales, 
cuya meta no sea solo reducir emisiones, 
sino también capacitar a trabajadores 
desplazados o incluir a comunidades en 
la propiedad del proyecto.

Cooperativas de energía 
y economía social

Financiamiento mixto con subsidios, 
garantías o asistencia técnica.

Acceso energético en 
zonas marginadas

Vehículo de financiamiento mixto con 
redireccionamiento de subsidios para 
generación distribuida o acceso a 
tecnología más eficiente; por ejemplo, 
cocinas de gas.

Concentración de 
beneficios de renovables

Bonos verdes como esquemas con KPI de 
participación comunitaria.

Cuadro 1. Ejemplos de financiamiento para una transición 
energética justa.

Nota: KPI, key performance indicator.
Fuente: elaboración propia a partir de literatura sobre transición justa y finan-
ciamiento sostenible.
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No habrá una transición energética exitosa si no se in-
cluye a los sectores más vulnerables, si se reproducen las 
desigualdades históricas o si se concentran los beneficios en 
quienes ya tienen acceso a capital y tecnología. Financiar los 
aspectos sociales de la transición no debe considerarse como 
un costo ni una concesión, sino como una estrategia necesa-
ria para que tenga estabilidad, legitimidad y futuro compar-
tido. La transición energética justa es una oportunidad de ir 
más allá de lo que hoy llamamos prácticas de mercado.

Esta década será decisiva. Financiar lo justo no es opcio-
nal, es el único camino que puede sostener, en el tiempo y en 
el territorio, una verdadera transición energética. Pasar de 
exclusión a transformación significa reconocer que no basta 
con mitigar el daño, sino que hay que redistribuir el poder, 
los ingresos, las capacidades y las oportunidades. El finan-
ciamiento puede ser un instrumento técnico, pero también 
puede —y debe— ser una herramienta política para rehacer 
los mapas de la desigualdad.
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Introducción
En 2015, la comunidad internacional definió nuevos objeti-
vos para transformar el modelo socioeconómico global. Ese 
año se firmó el Acuerdo de París y se adoptaron los Objeti-
vos de Desarrollo Sostenible, con metas a 2030. El objetivo 
7 de dicho documento busca garantizar el acceso universal 
a la energía asequible y sostenible, con base en la medición 
del acceso a la electricidad y la dependencia de combustibles 
fósiles. Estos indicadores permiten repensar el papel de la 
energía en la vida cotidiana y diseñar políticas que impulsen 
las energías renovables y el desarrollo local.

Diez años después, México anunció planes para lograr la 
cobertura eléctrica universal en 2030, lanzar un programa 
de estufas limpias para un millón de hogares que usan leña 
sin chimenea y promover sistemas fotovoltaicos para fami-
lias vulnerables en zonas de clima extremo. Estas políticas se 
enmarcan en los conceptos de pobreza y justicia energética y 
abren espacio para nuevas propuestas que vinculen la equi-
dad social con la transición energética.

Propuesta y lecciones 
para una transición energética justa 
en México
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En el debate internacional, la transición energética justa 
se ha consolidado como eje central y exige equidad, partici-
pación y reparación histórica. Diversas investigaciones han 
propuesto marcos que incluyen justicia distributiva, procedi-
mental y de reconocimiento, pues destacan que las decisio-
nes energéticas afectan de forma desigual a las comunidades 
vulneradas. La academia mexicana ha contribuido, desde la 
participación social en proyectos energéticos y la medición 
de la pobreza energética, con enfoques adaptados a las con-
diciones nacionales.

También se cuenta con literatura acerca de las barreras 
que perpetúan la dependencia de combustibles fósiles. Estas 
investigaciones proponen políticas para romper el carbon lock-
in y acelerar la transición hacia economías bajas en carbono, 
con inclusión comunitaria y empleos verdes. Coinciden en 
que la justicia energética debe guiar las estrategias climáti-
cas, y que los gobiernos deben adoptar enfoques participati-
vos y sensibles al contexto territorial para evitar profundizar 
las desigualdades. Esta visión ética y pragmática fortalece el 
respaldo social.

Más allá de la teoría, las experiencias en América Latina y 
África muestran que los principios de justicia energética pue-
den traducirse en acciones efectivas. Los programas de electri-
ficación rural con energías renovables han incorporado gober-
nanza comunitaria, tarifas adaptadas y capacitación técnica, 
lo que ha mejorado el acceso energético y fortalecido el tejido 
social. Estas iniciativas demuestran que una transición justa 
es viable si se diseña con sensibilidad cultural y participación.

La justicia energética, entendida como un acceso equita-
tivo y sostenible a servicios energéticos, tiene un potencial 
transformador. Al garantizar energía limpia a las poblaciones 
excluidas, se generan oportunidades para mejorar sus condi-
ciones de vida, dinamizar economías locales y cerrar brechas 
estructurales. Esta transición redistribuye los beneficios, pro-
tege los derechos y promueve la inclusión. Con un enfoque 
territorial y participación ciudadana, puede convertirse en 
un motor de movilidad social y equidad intergeneracional.
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Las reflexiones que siguen surgen del seminario «Transi-
ción energética, desigualdades y movilidad social», organizado 
por el Centro de Estudios Espinosa Yglesias, la Agencia France-
sa de Desarrollo, la Unión Europea y el Tecnológico de Monte-
rrey. Las presentaciones incluyeron estudios de caso, modelos 
de medición del impacto energético en mercados como el la-
boral, así como proyecciones de los beneficios de transformar 
el modelo energético. Este espacio de diálogo permitió iniciar 
una conversación crítica sobre los desafíos y oportunidades 
que enfrenta México en su transición energética. A partir de 
este ejercicio, se delinearon propuestas para vincular la polí-
tica energética con objetivos de equidad territorial, movilidad 
social y sostenibilidad ambiental, y se destacó la necesidad de 
incorporar la justicia social como eje transversal en todas las 
etapas del diseño e implementación de políticas.

Una nueva plataforma para la justicia energética
La transición energética justa en México se encuentra en un 
momento propicio, respaldada por un marco normativo re-
ciente que incorpora principios de sostenibilidad, inclusión 
y participación. La reforma energética y los instrumentos 
regulatorios derivados han establecido las bases para una 
transformación estructural del sistema energético, con énfa-
sis en energías limpias, eficiencia energética y acceso equita-
tivo. Este andamiaje legal —que debe detallarse— ofrece una 
plataforma sólida desde la cual es posible articular políticas 
públicas orientadas a la justicia social. Las leyes y programas 
que reconocen el papel de las comunidades, la necesidad de 
reducir las desigualdades territoriales y la urgencia de en-
frentar el cambio climático permiten avanzar hacia una tran-
sición que no solo sea técnica y ambientalmente viable, sino 
también socialmente legítima y justa.

La reciente Ley de Planeación y Transición Energética 
representa un avance significativo en el marco normativo 
mexicano al incorporar de manera explícita los principios 
de justicia energética y la atención a la pobreza energética 
como objetivos centrales de la política pública. Esta legisla-
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ción amplía el mandato de la Secretaría de Energía (Sener) 
y la obliga no solo a garantizar el suministro energético, 
sino también a abordar activamente los problemas de acce-
so desigual y los impactos socioambientales derivados de la 
infraestructura energética. En su artículo 2, la ley establece 
como objetivo promover la justicia energética mediante me-
canismos eficientes y sustentables que reduzcan la pobreza 
energética y doten de infraestructura adecuada para satisfa-
cer necesidades básicas como el calentamiento de agua, la 
cocción de alimentos, la refrigeración y la iluminación. Esta 
disposición marca un cambio de paradigma al reconocer que 
el acceso a la energía no puede limitarse a criterios de co-
bertura técnica, sino que debe responder a condiciones de 
equidad, bienestar y dignidad.

Asimismo, el artículo 3 de la ley introduce definiciones 
normativas que fortalecen el enfoque social de la política 
energética. La justicia energética se concibe como un con-
junto de acciones orientadas a reducir desigualdades sociales 
y de género en el uso de la energía, impulsar el desarrollo 
regional y garantizar una prosperidad compartida mediante 
el acceso a infraestructura energética confiable, asequible, 
segura y limpia. Esta definición incorpora dimensiones clave 
como la salud, el medioambiente y la participación inclusi-
va, al tiempo que destaca el papel de los pueblos originarios 
en las cadenas productivas locales. Por su parte, la pobreza 
energética se define como la situación en la que una vivienda 
no logra satisfacer una o más necesidades energéticas bási-
cas debido a condiciones de ingreso y carencias sociales. Al 
establecer estos conceptos en el marco legal, México se po-
siciona como diseñador de políticas públicas más integrales, 
capaces de vincular la transición energética con objetivos de 
justicia social, inclusión territorial y desarrollo sostenible.

Algunas sugerencias de política 
para una transición energética justa en México
La transición energética justa en México requiere de una go-
bernanza inclusiva que garantice la participación ciudadana, 
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la transparencia en el uso de recursos públicos y la rendición 
de cuentas en cada etapa del proceso. Esto implica no solo 
consultar a las comunidades antes y durante la implemen-
tación de proyectos energéticos, sino crear mecanismos ins-
titucionales que les permitan incidir en el diseño, la ejecu-
ción y la evaluación de las políticas. La justicia energética, tal 
como la define la Ley de Planeación y Transición Energética, 
exige ampliar los espacios de participación, especialmente 
para los pueblos originarios y grupos históricamente exclui-
dos, en las cadenas productivas locales. La transparencia de 
los subsidios energéticos y la creación de indicadores sociales 
para evaluar su impacto son elementos clave para asegurar 
que los beneficios de la transición se distribuyan de manera 
equitativa.

En este contexto, es fundamental aprovechar los avan-
ces tecnológicos para expandir el acceso a energías renova-
bles en comunidades vulnerables y, además, desarrollar mo-
delos descentralizados que aprovechen y contribuyan a la 
fortaleza comunitaria y la economía local. Las cooperativas 
energéticas, los esquemas de prosumidores y los proyectos 
comunitarios representan alternativas viables para demo-
cratizar la generación y el consumo de energía, tanto eléc-
trica como de usos térmicos directos, y complementan el 
papel histórico de la Comisión Federal de Electricidad (cfe). 
Para que estas iniciativas prosperen, se requiere una arqui-
tectura institucional clara: la Sener debe liderar la planea-
ción estratégica, mientras que los fondos públicos —como 
el Fondo de Servicio Universal Energético y el Fondo para 
la Transición Energética y el Aprovechamiento Sustentable 
de la Energía— deben canalizar los recursos hacia proyectos 
con un doble impacto social: ampliar el acceso energético 
y fortalecer las capacidades locales. La implementación te-
rritorial debe recaer en instituciones como la cfe, los go-
biernos locales y las organizaciones comunitarias, las cuales 
conocen las necesidades específicas de cada región y pueden 
garantizar que los proyectos respondan a criterios de equi-
dad y sostenibilidad.
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Apostar por la coordinación institucional 
y participación inclusiva
El diseño detallado y la implementación efectiva de un mar-
co normativo suponen desafíos institucionales que se deben 
abordar con visión estratégica. La fragmentación entre de-
pendencias, la falta de coordinación intersectorial y la limi-
tada capacidad de los gobiernos locales para incidir en la po-
lítica energética son retos persistentes. Sin embargo, estas 
debilidades pueden convertirse en oportunidades si se pro-
mueve una gobernanza colaborativa, basada en la articula-
ción de los actores públicos, privados y sociales. La creación 
de mecanismos —como grupos de trabajo interministeriales, 
plataformas de financiamiento público o privado y sistemas 
de monitoreo intersectorial— permitiría traducir la normati-
vidad vigente en acciones concretas con impacto territorial. 
En este sentido, el fortalecimiento institucional no debe en-
tenderse como un prerrequisito externo, sino como parte in-
tegral del proceso de transición, capaz de catalizar una trans-
formación energética que promueva la movilidad social, la 
equidad y el desarrollo sostenible.

Uno de los retos estructurales más relevantes para avan-
zar hacia una transición energética justa en México radica en 
superar la fragmentación institucional que actualmente li-
mita la coherencia y el alcance de las políticas públicas en la 
materia. Para que esta transformación sea verdaderamente 
equitativa, debe asumirse como una prioridad nacional que 
convoque, de manera articulada, a los sectores involucrados: 
el gobierno federal, los estados y municipios, la academia, el 
sector privado y las organizaciones sociales. De esta manera, 
es indispensable fortalecer los mecanismos de coordinación 
intersectorial y proponer la creación de un grupo de traba-
jo intersecretarial ante el Consejo de Planeación Energética. 
Este órgano, que ya integra a diversos actores públicos fede-
rales, podría ampliar su alcance mediante la conformación 
de grupos de trabajo especializados que incluyan a gobiernos 
locales, instituciones académicas y representantes empresa-
riales, para generar espacios de deliberación técnica y políti-
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ca que permitan alinear los objetivos de eficiencia energética 
con los principios de inclusión social y justicia distributiva. 
Así, la política energética dejaría de ser un ejercicio fragmen-
tado para convertirse en una herramienta estratégica de de-
sarrollo sostenible, capaz de generar beneficios económicos 
y sociales duraderos para las comunidades del país.

Un componente esencial para avanzar hacia una transición 
energética justa en México es la construcción de una gober-
nanza verdaderamente inclusiva, que reconozca y repare las 
asimetrías históricas en la toma de decisiones en torno al desa-
rrollo energético. Esto implica establecer un marco normativo 
que garantice la justicia energética no solo en términos distri-
butivos, sino también procedimentales y de reconocimiento. 
Es decir, no basta con asegurar que los beneficios de la transi-
ción lleguen a las poblaciones vulnerables; es igualmente cru-
cial que estas —en particular, las mujeres, los pueblos indíge-
nas y otros grupos históricamente marginados— tengan una 
participación activa, informada y vinculante en los procesos 
de planeación, implementación y evaluación de los proyectos 
energéticos que afectan sus territorios y modos de vida.

Incorporar una perspectiva de género en la gobernanza 
energética significa reconocer que las mujeres, especialmen-
te en contextos rurales e indígenas, enfrentan barreras dife-
renciadas en el acceso a la energía, la propiedad de tecnolo-
gías y la participación en los procesos de decisión. Por ello, 
los programas de formación en energías renovables deben 
diseñarse con enfoque incluyente, promover la participación 
de mujeres desempleadas, jefas de hogar y jóvenes, además 
de garantizar condiciones que permitan su permanencia y 
liderazgo en el sector energético. De igual forma, el respeto 
a los derechos de los pueblos indígenas debe ser un principio 
rector en cualquier intervención energética, lo que implica 
cumplir con el derecho a la consulta previa, libre e informa-
da, conforme al Convenio 169 de la Organización Internacio-
nal del Trabajo, así como reconocer los sistemas normativos, 
la autonomía territorial y la cosmovisión de estos pueblos en 
relación con la energía y el territorio.
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Apoyar la economía comunitaria y regional
La transición energética no debe ser solo una meta técnica o 
ambiental, sino una oportunidad para transformar las condi-
ciones de vida de millones de personas. Si se logra articular 
los esfuerzos, financiar las iniciativas locales, garantizar la 
participación ciudadana y priorizar la equidad, México podrá 
avanzar hacia una transición que, además de reducir las emi-
siones, también promueva la movilidad social, el desarrollo 
territorial y el bienestar colectivo.

El gobierno tiene en sus manos la capacidad de acelerar 
la adopción de energías renovables para usos productivos co-
munitarios. Para ello, es necesario simplificar los procesos 
administrativos para el desarrollo de proyectos comunitarios 
de energía renovable, que muchas veces enfrentan barreras 
regulatorias y técnicas desproporcionadas en comparación 
con los grandes desarrolladores. La promoción de modelos 
de generación distribuida, cooperativas energéticas y esque-
mas de prosumidores debe ir acompañada de mecanismos de 
financiamiento accesibles y de una política de subsidios ener-
géticos que sea transparente, progresiva y orientada a la equi-
dad. En este sentido, los subsidios no deben concebirse como 
transferencias homogéneas, sino como instrumentos estra-
tégicos para corregir desigualdades estructurales, facilitar la 
electrificación del consumo final en hogares marginados y 
fortalecer la autonomía energética de comunidades que his-
tóricamente han sido excluidas del desarrollo. Solo mediante 
esta mirada interseccional —que articule la justicia social, el 
género y los derechos colectivos— será posible construir una 
transición energética que no reproduzca las desigualdades 
existentes y que contribuya activamente a superarlas.

Derivado de ello, el acceso universal a la energía debe 
transformarse en un pilar de la política pública, con medidas 
concretas que garanticen su asequibilidad y sostenibilidad. 
Esto incluye establecer tarifas diferenciadas para hogares 
de bajos ingresos, facilitar créditos accesibles para proyec-
tos comunitarios y otorgar estímulos a empresas que adop-
ten prácticas sostenibles. Además, es necesario vincular el 
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desarrollo empresarial con objetivos de equidad y priorizar 
aquellas iniciativas que generen empleo formal y se ubiquen 
en zonas con alta marginación. En conjunto, estas acciones 
permitirán que la transición energética sea, además de téc-
nicamente viable, socialmente equitativa, territorialmente 
inclusiva y ambientalmente responsable.

Por lo anterior, impulsar la integración energética regio-
nal constituye una estrategia clave para ampliar los benefi-
cios de la transición energética en México, especialmente en 
un contexto de desigualdades territoriales en infraestructu-
ra y acceso. La cooperación entre entidades federativas, mu-
nicipios y sectores productivos permite generar economías 
de escala, compartir capacidades técnicas y optimizar el uso 
de recursos renovables disponibles en distintas regiones. La 
conformación de alianzas estratégicas entre territorios pue-
de facilitar el desarrollo de proyectos interregionales que 
compartan infraestructura energética —como parques sola-
res, eólicos o sistemas de almacenamiento— y fortalezcan 
las redes de distribución en zonas con baja confiabilidad. 
Esta lógica colaborativa mejora la eficiencia del sistema ener-
gético y promueve una visión territorialmente sensible de la 
transición, capaz de responder a las necesidades específicas 
de cada región.

Asimismo, mediante alianzas intergubernamentales, in-
centivos fiscales y esquemas de compras públicas orientados 
a la sostenibilidad y al empleo formal, es posible fomentar 
el desarrollo de empresas que contribuyan activamente a 
reducir desigualdades. En particular, el sur-sureste del país 
demanda atención prioritaria; esta región enfrenta precios 
elevados de electricidad y baja confiabilidad en el suminis-
tro, a pesar de contar con abundantes recursos energéticos. 
Igualmente, afronta una doble carga histórica: primero, por 
las carencias socioeconómicas que explican la gran desigual-
dad interregional en México; segundo —y en particular en 
la península de Yucatán—, el crecimiento de la demanda de 
energía ocurrió en un periodo de baja inversión pública e 
intentos inconclusos de liberalización económica que limita-

INTERIORES Transición energética.indd   159INTERIORES Transición energética.indd   159 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



160

BALLINAS | VALENZUELA

ron la capacidad y voluntad del Estado de invertir en infraes-
tructura eléctrica en la región. La inversión no solo responde 
a criterios de eficiencia técnica, sino a imperativos de justi-
cia territorial, que permiten que las comunidades accedan a 
energía limpia, segura y asequible. Una mayor integración 
mediante la infraestructura energética ofrecería para la re-
gión oportunidades de desarrollo industrial, urbano y pro-
ductivo que reduzcan el costo de la energía para los usuarios 
comerciales e industriales, incrementen el trabajo formal y 
aprovechen nuevas sinergias productivas.

La disponibilidad de energías renovables permite acelerar 
el acceso a energía asequible en la región. Para que esta inte-
gración regional sea efectiva, es necesario establecer incenti-
vos fiscales que estimulen la adopción de tecnologías limpias 
por parte de las industrias locales. Estos incentivos pueden 
incluir deducciones fiscales, subsidios a la inversión en in-
fraestructura energética sostenible o beneficios por la parti-
cipación en esquemas de generación distribuida. Asimismo, 
facilitar la interconexión de redes energéticas entre regiones 
contribuiría a reducir los costos operativos, mejorar la resi-
liencia ante interrupciones y garantizar un suministro más 
estable y equitativo. La planificación energética debe conside-
rar estas interconexiones como parte de una estrategia nacio-
nal que articule los esfuerzos locales, estatales y federales y 
que promueva una transición energética que sea técnicamen-
te viable, socialmente justa y territorialmente equilibrada.

Movilizar el sistema tarifario, regulatorio y fiscal
En paralelo, garantizar el acceso universal y asequible a ener-
gía renovable debe convertirse en un eje central de la políti-
ca energética. Esto conlleva implementar tarifas diferencia-
das que protejan a los hogares de bajos ingresos y aseguren 
que la electrificación del consumo final no se traduzca en 
una carga económica adicional. Además, se requiere facilitar 
el acceso a créditos y financiamiento para proyectos comu-
nitarios de energía limpia, especialmente en zonas rurales 
e indígenas, donde las barreras de entrada suelen ser más 
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altas. El diseño de incentivos para empresas que adopten 
prácticas energéticas sostenibles y participen activamente 
en proyectos para promover una transición energética jus-
ta puede acelerar la transformación del sector productivo, 
generar empleos verdes y fortalecer las economías locales. 
En conjunto, estas medidas permitirían construir un sistema 
energético más inclusivo, resiliente y alineado con los princi-
pios de equidad social y sostenibilidad ambiental.

Además, es fundamental diseñar mecanismos de finan-
ciamiento que impulsen proyectos comunitarios de energía 
renovable. La colaboración entre los sectores público y pri-
vado puede abrir oportunidades para que las comunidades 
desarrollen sus propias soluciones energéticas, adaptadas a 
sus necesidades locales. Incorporar objetivos de movilidad 
social en estos proyectos —como acceso asequible a la ener-
gía, empleos dignos y formación técnica— es clave para que 
la transición no deje a nadie atrás. También se necesita mejo-
rar el intercambio de datos entre sectores, lo que permitiría 
monitorear el impacto social de las políticas energéticas y 
ajustar las estrategias conforme avanzamos.

Para que los proyectos energéticos contribuyan efectiva-
mente a una transición justa, es fundamental que su planea-
ción no se limite al potencial de generación, sino que incorpore 
una evaluación integral del contexto territorial. Esto implica 
considerar el impacto marginal que tendría cada nuevo pro-
yecto en la región, así como la existencia de conflictos sociales 
o ambientales previos que puedan influir en su aceptación y 
viabilidad. Además, es necesario identificar otras actividades 
económicas complementarias que puedan desarrollarse en 
paralelo para fortalecer el tejido productivo local más allá del 
sector energético. La distribución equitativa de los beneficios 
entre todos los miembros de la comunidad es clave para ase-
gurar un crecimiento sostenido en el largo plazo. Para lograr-
lo, se requiere una coordinación efectiva entre los distintos 
niveles de gobierno, así como un diálogo constante entre las 
secretarías e instituciones del ámbito federal que permita arti-
cular políticas públicas con enfoque territorial y social.
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Por lo anterior, la implementación de proyectos energéti-
cos debe partir de un conocimiento profundo de las caracte-
rísticas sociales, económicas y geográficas de cada territorio. 
Esto es especialmente relevante en México, donde las accio-
nes en distintos estados enfrentan diversos grados de vul-
nerabilidad. Conocer estas dimensiones permite identificar 
fortalezas y debilidades locales y diseñar políticas públicas 
que respondan con precisión a las necesidades específicas de 
cada región. En este marco, los esquemas de compensación 
deben definirse con claridad y su origen puede provenir, ade-
más de la Sener, de otras instancias como la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público o la Secretaría de Bienestar, se-
gún el tipo de impacto que se busque mitigar. Asimismo, la 
consulta previa debe ser obligatoria, informada y llevada a 
cabo con suficiente anticipación, de modo que el cálculo de 
los efectos sociales y ambientales sea oportuno y riguroso. 
Solo así se podrá garantizar que los proyectos energéticos 
generen beneficios reales, sostenibles y equitativos para las 
comunidades involucradas.

Para avanzar hacia una transición energética justa en Mé-
xico, es imperativo que tanto el Estado como los gobiernos 
locales sitúen en el centro de sus estrategias los principios de 
movilidad social, inclusión económica y sostenibilidad am-
biental, y aseguren que el acceso a la energía se traduzca en 
condiciones equitativas de bienestar. No obstante, la persis-
tente fragmentación institucional limita la posibilidad de al-
canzar estos objetivos de manera integral. Mientras la Sener 
concentra sus esfuerzos en garantizar el suministro, otras 
dependencias abordan los componentes sociales de forma 
aislada, lo que dificulta la articulación de soluciones con ren-
tabilidad social. En este contexto, se requiere un entramado 
institucional que permita evaluar los proyectos energéticos 
no solo por su viabilidad técnica, sino por su capacidad de 
generar empoderamiento comunitario y reducir las desigual-
dades. Esto demanda la definición de criterios precisos para 
identificar, seleccionar y priorizar iniciativas que promuevan 
una transición energética con justicia social. La coordinación 
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intersectorial, el financiamiento público y privado orientado 
a proyectos comunitarios y la incorporación explícita de me-
tas de movilidad social en las políticas energéticas son ele-
mentos clave para superar esta fragmentación estructural.

Por ende, el diagnóstico conduce directamente a la nece-
sidad de habilitar mecanismos de intervención directa que 
permitan hacer ajustes presupuestarios en el ámbito local, 
fomenten la generación distribuida en el punto de consumo, 
reduzcan las pérdidas en la red y fortalezcan la resiliencia 
del sistema energético. Tales mecanismos tienen el potencial 
de transformar subsidios regresivos en activos productivos y 
generar beneficios tangibles para los hogares, especialmente 
aquellos de ingresos bajos y medios que actualmente reciben 
un apoyo estatal limitado. El diseño progresivo de estos pro-
gramas debe garantizar que haya una asignación equitativa 
de los beneficios y alinear la política energética con los prin-
cipios de justicia distributiva y eficiencia social. Esta reconfi-
guración mejora la sostenibilidad fiscal del sistema y amplía 
el alcance redistributivo de la política energética, por lo que 
la convierte en una herramienta de inclusión estructural.

Aunque hay posturas divergentes respecto al diseño y 
aplicación de los subsidios energéticos en México, lo verda-
deramente relevante es abrir un debate informado acerca de 
su equidad, eficacia y sostenibilidad. Los subsidios deben ser 
analizados no únicamente desde una perspectiva fiscal, sino 
también como instrumentos capaces de corregir desigualda-
des estructurales y garantizar el acceso universal a servicios 
energéticos básicos. En este sentido, la Ley de Planeación y 
Transición Energética representa un cambio normativo sig-
nificativo al establecer metas explícitas de electrificación 
del consumo final. Esta orientación implica que el Estado re-
conoce la necesidad de modificar los patrones de consumo 
energético en los hogares y promover el uso de la electricidad 
para actividades cotidianas —como la cocción de alimentos, 
el calentamiento de agua y la refrigeración— en sustitución 
de combustibles fósiles, como el gas 35. Sin embargo, esta 
transformación plantea interrogantes fundamentales acerca 
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de la estructura tarifaria vigente y su capacidad para acom-
pañar el proceso sin penalizar a los hogares más vulnerables.

La electrificación del consumo final en el sector domés-
tico exige una revisión profunda del sistema tarifario actual, 
particularmente de la tarifa de alto consumo, que penaliza 
automáticamente a los usuarios que superan ciertos umbra-
les mensuales. Conforme a este esquema, un hogar que sus-
tituya sus equipos de gas por dispositivos eléctricos podría 
fácilmente rebasar el límite de consumo permitido, lo que 
se traduciría en un incremento sustancial en su factura. Esta 
paradoja —promover la electrificación como política pública 
mientras se penaliza su adopción— evidencia la necesidad de 
rediseñar las tarifas domésticas con criterios de progresivi-
dad, eficiencia y equidad. Esto podría incluir esquemas dife-
renciados según el nivel socioeconómico, incentivos para la 
adopción de tecnologías eficientes y mecanismos compensa-
torios para hogares en situación de pobreza energética. Solo 
así la electrificación podrá convertirse en una herramienta 
efectiva de justicia energética.

Además, la electrificación del consumo final no debe 
abordarse como una medida aislada, sino como parte de una 
estrategia integral que articule su infraestructura, financia-
miento y regulación. Es indispensable invertir en redes eléc-
tricas confiables, sobre todo en regiones como el sur-sureste 
del país, donde la calidad del suministro es limitada y los 
costos son elevados. Asimismo, se requiere del diseño de pro-
gramas de apoyo para la adquisición de electrodomésticos 
eficientes, acompañados de campañas de información y for-
mación técnica para que los hogares adopten nuevas tecno-
logías de una manera informada y sostenible. Esta estrategia 
debe contemplar también la dimensión territorial y recono-
cer las disparidades regionales en infraestructura y capaci-
dad de absorción de nuevas cargas energéticas.

La apertura de espacios de reflexión crítica acerca de la 
equidad en los subsidios energéticos y su relación con los 
patrones de consumo es esencial para consolidar una tran-
sición energética verdaderamente justa. Más allá de los de-

INTERIORES Transición energética.indd   164INTERIORES Transición energética.indd   164 18/06/26   10:41 a.m.18/06/26   10:41 a.m.



165

PROPUESTA Y LECCIONES PARA UNA TRANSICIÓN ENERGÉTICA JUSTA EN MÉXICO

bates técnicos o fiscales, es necesario fomentar estudios que 
analicen cómo las políticas tarifarias afectan a distintos gru-
pos sociales, particularmente en contextos de pobreza ener-
gética. La electrificación del consumo final, promovida por  
la nueva legislación, plantea preguntas urgentes respecto a la  
viabilidad de sustituir tecnologías basadas en combustibles 
fósiles por alternativas eléctricas, sin que ello implique pena-
lizaciones económicas para los hogares. En este sentido, los 
estudios académicos, los diagnósticos institucionales y las 
evaluaciones de impacto deben incorporar variables socia-
les, territoriales y de género que permitan diseñar políticas 
públicas más sensibles a las realidades de quienes enfrentan 
barreras estructurales en el acceso a la energía.

Aprovechar las oportunidades inmediatas 
en la generación distribuida de energía solar
Le corresponde al gobierno federal diseñar instrumentos de 
política energética que articulen, de manera simultánea, los 
desafíos de infraestructura, equidad social y competitividad 
económica. Esta tarea exige una reorientación estratégica 
del gasto público, no solo enfocada en ampliar la capacidad 
instalada de generación, sino también en fortalecer las re-
des de distribución en territorios caracterizados por una alta 
vulnerabilidad energética. En este marco, es imprescindible 
evaluar con mayor precisión en qué contextos la generación 
distribuida representa una alternativa más eficiente que la 
expansión convencional de redes. Aunque esta tecnología 
ofrece ventajas en términos de rapidez de implementación, 
su despliegue masivo puede saturar las redes existentes, lo 
que requeriría inversiones adicionales para gestionar los ex-
cedentes. Por ello, la planeación territorial diferenciada y 
la segmentación de soluciones energéticas, según el tipo de 
demanda y la capacidad de absorción de las redes locales, 
emergen como componentes esenciales para una transición 
energética ordenada, equitativa y técnicamente sostenible.

En el actual contexto de reconfiguración geoeconómica, 
marcado por tensiones internacionales y la relocalización de 
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cadenas productivas, México se ha presentado como un des-
tino estratégico para el nearshoring. En este escenario, destaca 
el papel de las tecnologías energéticas de rápida implementa-
ción —como la generación distribuida— como herramientas 
clave para responder con agilidad a las nuevas demandas del 
sector industrial. Sin embargo, también se advierte que, sin 
una planificación energética adecuada, el crecimiento ace-
lerado de la demanda empresarial podría generar presiones 
sobre el suministro destinado a usos sociales básicos, como 
el consumo doméstico y los servicios públicos esenciales. Por 
ello, se plantea como hipótesis de política que las empresas 
que se instalen en el país deben asumir la responsabilidad de 
garantizar su propio abastecimiento energético y evitar com-
prometer el acceso equitativo a la energía para la población. 
Esta propuesta apunta a una diferenciación clara entre los 
usos productivos y sociales de la energía y a la necesidad de 
diseñar mecanismos regulatorios que aseguren dicha separa-
ción sin obstaculizar la competitividad industrial.

El programa Techos Solares para el Bienestar, implemen-
tado por la Sener en Mexicali, constituye un ejemplo concre-
to que permite contrastar enfoques y abrir nuevas líneas de 
análisis. A diferencia de otras intervenciones centradas en la 
eficiencia o en la reducción del subsidio, este programa parte 
de una lógica redistributiva: se dirige a hogares de muy bajo 
consumo, con criterios explícitos de vulnerabilidad —como 
adultos mayores y mujeres jefas de familia— y busca ampliar 
su capacidad de consumo sin aumentar su gasto energético. 
El beneficio se otorga de manera gratuita, independiente-
mente de si la vivienda es propia o rentada, lo que refuerza 
su carácter incluyente. Además, la implementación involu-
cra una coordinación interinstitucional ejemplar: la Sener 
diseña, financia y supervisa; la Secretaría de Bienestar estatal 
realiza el trabajo de campo, y la cfe, mediante el Fideicomiso 
para el Ahorro de Energía Eléctrica en Usuarios del Sector 
Doméstico en Regiones de Clima Extremo —Fipaterm o Fi-
deicomiso 728—, ejecuta con los proveedores locales. Este 
modelo, además de democratizar el acceso a la energía so-
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lar, también plantea interrogantes relevantes acerca de su 
escalabilidad, impacto social e integración en una estrategia 
nacional de electrificación con justicia social.

Asimismo, el enfoque integral exige una revisión crítica 
del sistema de subsidios energéticos, concebido no como un 
mecanismo inerte, sino como una herramienta dinámica de 
redistribución social. La propuesta consiste en someter los 
esquemas de subsidio a procesos periódicos de evaluación y 
ajuste, con el objetivo de alinearlos con los principios de jus-
ticia energética, inclusión social y sostenibilidad ambiental. 
Esta revisión permitiría diseñar modelos tarifarios diferencia-
dos que reconozcan las condiciones socioeconómicas de los 
hogares, promuevan el uso racional de la energía y faciliten la 
adopción de tecnologías limpias. En este sentido, los subsidios 
podrían desempeñar un papel estratégico en la electrifica-
ción del consumo final, el impulso a proyectos comunitarios 
y la garantía de acceso equitativo a servicios energéticos de 
calidad, especialmente para aquellos sectores históricamente 
marginados en la provisión energética nacional.

Además, es fundamental garantizar una gobernanza 
energética inclusiva, con participación ciudadana, transpa-
rencia en subsidios y mecanismos de rendición de cuentas. 
La expansión de las energías renovables en comunidades 
vulnerables debe priorizarse mediante proyectos descentra-
lizados, cooperativas energéticas y modelos de prosumidores 
que fortalezcan la economía local. La integración energética 
regional, mediante alianzas estratégicas e incentivos fiscales, 
puede maximizar el impacto de la transición, mientras que 
el acceso universal y asequible a energía limpia debe conver-
tirse en un pilar de la política pública. Esto incluye tarifas 
diferenciadas para hogares de bajos ingresos, créditos accesi-
bles para proyectos comunitarios y estímulos para empresas 
que adopten prácticas sostenibles. Asimismo, es necesario 
considerar el impacto marginal de cada proyecto, la existen-
cia de conflictos previos y las actividades económicas com-
plementarias que pueden desarrollarse en cada territorio. La 
implementación efectiva de estos proyectos exige conocer 
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las características sociales y geográficas de cada región, esta-
blecer esquemas de compensación claros —ya sea desde las 
secretarías de Energía, Hacienda o Bienestar— y garantizar 
que la consulta previa sea obligatoria, informada y realizada 
con suficiente anticipación para evaluar adecuadamente los 
efectos sociales y ambientales. Solo así se podrá diseñar una 
política energética que reduzca desigualdades, fortalezca ca-
pacidades locales y promueva un desarrollo verdaderamente 
sostenible.

Reflexiones finales
La transición energética justa en México representa una 
oportunidad histórica para impulsar la movilidad social in-
tergeneracional, al garantizar condiciones de vida más equi-
tativas y sostenibles para las nuevas generaciones. El acceso 
a energía limpia, con mejoras en los ámbitos de educación, 
salud y empleo, puede romper el ciclo de pobreza heredada. 
Los proyectos de electrificación con fuentes renovables en 
comunidades rurales facilitan el funcionamiento de escue-
las, centros de salud y emprendimientos, al tiempo que ge-
neran oportunidades para niñas, niños y jóvenes. También 
pueden reducir las brechas regionales que han limitado el 
desarrollo del sur-sureste del país. Los programas focaliza-
dos en problemas de infraestructura, aislamiento o falta de 
inversión pueden dinamizar economías locales, atraer indus-
trias sostenibles y generar empleos verdes. Por ello, la pla-
neación territorial con enfoque de equidad es clave para que 
los beneficios lleguen a las comunidades más vulnerables.

En ese tenor, la movilidad social interregional se fortale-
ce mediante esquemas de financiamiento público y privado 
que prioricen proyectos energéticos en zonas marginadas. 
Por ende, los incentivos fiscales, subsidios y alianzas locales 
pueden acelerar las soluciones adaptadas, mejorar el acceso 
a servicios básicos y permitir que las personas permanezcan 
en sus comunidades con condiciones dignas. En el diseño de 
esta estrategia, es esencial adoptar un enfoque basado en de-
rechos humanos, centrado en la persona, y que reconozca la 
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dignidad y diversidad de las comunidades. Los debates ener-
géticos han priorizado los aspectos técnicos y económicos y 
han dejado de lado los impactos sociales. La descarbonización 
implica cambios profundos en los modos de vida y la distri-
bución de los beneficios. Un enfoque centrado en la persona 
visibiliza cómo las decisiones energéticas afectan a distintos 
grupos y exigen políticas que garanticen el acceso equitativo, 
la participación informada y la protección de los derechos.

Aunado a lo anterior, incorporar la perspectiva de género 
es indispensable para evitar reproducir más desigualdades. 
Las mujeres, especialmente en contextos rurales, enfrentan 
barreras en el acceso a energía, empleo y toma de decisio-
nes. El enfoque de género reconoce los roles diferenciados 
y promueve la inclusión, la redistribución de oportunidades 
y la autonomía económica, además de fortalecer la equidad 
social y la eficacia de las políticas energéticas.

De la misma manera, la transición energética justa debe 
proteger los derechos laborales, sobre todo en sectores que 
enfrentarán cambios profundos. La reducción del uso de 
combustibles fósiles, la reconversión industrial y la automa-
tización pueden generar desplazamientos si no se acompa-
ñan de programas de capacitación y protección social. El Es-
tado y las empresas deben garantizar que ningún trabajador 
o trabajadora se quede atrás, e incorporar servicios médicos, 
seguros de salud y atención psicosocial como parte integral 
de los programas laborales.

Asimismo, el respeto y la inclusión de los pueblos ori-
ginarios deben ser un pilar central. Estas comunidades han 
sido excluidas de la planificación energética, a pesar de que 
sus territorios son frecuentemente afectados. Reconocer sus 
derechos implica garantizar la consulta previa, respetar su 
organización y valorar sus conocimientos tradicionales. La 
transición debe construirse desde el diálogo intercultural y 
la justicia territorial, e integrar estos enfoques como condi-
ción esencial para su legitimidad y sostenibilidad.

Para que la transición energética justa sea efectiva, debe 
basarse en la participación democrática, la transparencia ins-
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titucional y la justicia social. Esto requiere la incorporación 
activa de trabajadores, comunidades, gobiernos locales y so-
ciedad civil en todas las etapas del proceso. Las decisiones 
deben reflejar realidades territoriales y aspiraciones colecti-
vas, para así convertir la transición en un proceso humano y 
transformador.

De esta manera, el Estado y los gobiernos locales deben 
centrar sus estrategias en la movilidad social, la inclusión 
económica y la sostenibilidad ambiental. El acceso a la ener-
gía debe entenderse como un derecho habilitante. Sin em-
bargo, la fragmentación institucional es una barrera crítica: 
las dependencias operan de forma desarticulada, ya que prio-
rizan enfoques técnicos sin integrar dimensiones sociales. La 
nueva legislación energética debe ser el inicio de una trans-
formación profunda acerca de cómo se abordan los retos de 
justicia y equidad. Ante este escenario, es urgente consolidar 
un entramado institucional que evalúe los proyectos energé-
ticos no solo por su viabilidad técnica, sino por su capacidad 
de empoderar a las comunidades y reducir las desigualdades. 
Esto requiere criterios explícitos para priorizar iniciativas 
con enfoque de justicia social, articulación intersectorial, 
financiamiento público y privado para proyectos comunita-
rios, además de objetivos de movilidad social integrados en 
la política energética. Solo así se podrá avanzar hacia un mo-
delo más inclusivo, resiliente y justo.
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